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El siguiente trabajo es una tesis de Derecho, denominada ―La Publicidad Registral 
y su afectación al Derecho a la Intimidad – Chimbote 2016‖, que busca con sus 
objetivos lograr determinar si la Publicidad Registral afecta al Derecho a la 
Intimidad. 
Dicho estudio se realizó mediante encuestas aplicadas a los empleados y 
usuarios de la Superintendencia Nacional de los Registros Públicos que conocen 
dicha materia, así como, la comparación entre las respuestas obtenidas y lo 
establecido en la normatividad vigente en materia de derecho constitucional. 
Finalmente, se procedió a formular las conclusiones, partiendo de los objetivos 
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La presente investigación denominada ―La publicidad registral y su afectación al 
derecho a la intimidad en el distrito de Chimbote - 2016‖, habiendo hecho uso del 
estudio de la doctrina y normatividad en materia constitucional, desde la óptica de 
la protección del derecho a la intimidad frente a la publicidad registral, siendo el 
objetivo de la presente investigación determinar si la publicidad registral afecta al 
derecho a la intimidad, existiendo actualmente discordancia normativa entre 
ambas.  
Se empleó el método descriptivo, a través de la técnica denominada encuesta, 
cuyo instrumento es el cuestionario que se aplicó a la muestra constituida por los 
10 colaboradores de la Superintendencia Nacional de los Registros Públicos y a 
los 40 usuarios de la misma institución. 
Luego de procesar los resultados obtenidos y de contrastarlos con la 
normatividad vigente en materia relacionada ―al derecho a la intimidad y la 
publicidad registral‖; se pudo determinar que existe la afectación directa o 
indirecta al ―derecho a la intimidad‖ mediante la falta de información al titular de 
quien ha obtenido su información de carácter personal y porqué motivo lo ha 
obtenido, también con la expedición de títulos archivados que contengan datos 
sensibles que conforman información intima; para ello se debe tener en cuenta la 
mejora de la normatividad vigente y su implementación en las instancias 
administrativas y tecnológicas que engloban ―la publicidad registral‖. 






The present investigation, entitled "Registration publicity and its affectation to the 
right to privacy in the district of Chimbote - 2016", having made use of the study of 
the doctrine and normativity in constitutional matter, from the perspective of the 
protection of the right to privacy As opposed to the publicity of registration, being 
the objective of the present investigation to determine if the publicity registral 
affects the right to the privacy, existing currently normative discordance between 
both. 
The descriptive method was used, through the so-called survey, whose instrument 
is the questionnaire that was applied to the sample constituted by the 10 
collaborators of the National Superintendence of Public Registries and the 40 
users of the same institution. 
After processing the results obtained and contrasting them with the current 
regulations in matters related to "the right to privacy and registration advertising"; It 
was possible to determine that there is a direct or indirect effect on the "right to 
privacy" through the lack of information to the owner of the person who has 
obtained his personal information and for what reason he has obtained it, also the 
issuance of archived titles containing data Sensitive information that form intimate 
information; For this, it is necessary to take into account the improvement of 
current regulations and their implementation in administrative and technological 
instances that encompass "registry advertising". 





1.1. REALIDAD PROBLEMÁTICA: 
Los derechos fundamentales del ser humano, han sido reconocidos por su 
importancia y valor que brindan a cada persona; dentro de la esfera interna del 
hombre, se originan los derechos de vital importancia, como: el derecho a la 
intimidad, este derecho se vincula al entorno sensible de todo ser humano; siendo 
protegido por diversas disposiciones internacionales, la mayoría de estados 
democráticos y también dentro del ordenamiento jurídico peruano; es importante 
precisar que el concepto general del derecho a la intimidad engloba un fin 
principal que ninguna persona debe ser objeto de intromisión o injerencias dentro 
de su entorno privado y familiar; la afectación del derecho a la intimidad personal 
se puede dar a través de la publicación de aquella información que es 
considerada intima para las personas, la salida de esta información de la esfera 
íntima a la pública afecta directa o indirectamente al ámbito privado de la persona 
es decir al derecho a la intimidad personal, y, es que los datos o diversa 
información de carácter íntimo que interactúan a lo largo de la vida del ser 
humano son las que caracterizan a cada persona concreta y es con las cuales se 
le individualiza. 
La implicancia de registrar públicamente información de diferentes aspectos 
de las personas y hacerlo de conocimiento público, tuvo sus primeros rasgos en la 
antigua Grecia, se registraban en las llamadas ―tablillas blancas‖ inscribiendo las 
tierras y las casas de igual forma el registro de los contratos y otros; también fue 
empleada en la cultura Egipcia donde se acostumbraba grabar un extracto del 
acto dispositivo en piedra para que quede registrado, en esta época recién se 
daban los registros pero de muy pocos objetos considerados de valor para la 
persona, bajo esta institución es que nace la publicidad registral. 
Es debido a estos acontecimientos la preocupación de la protección a la 
intimidad a través de la difusión de la información personal o los datos personales 
registrados en entornos públicos, obtuvo mayor implicancia en los años setenta, 
cuando empieza el mayor uso de la tecnología y esta puede parecer una 
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amenaza debido al mal uso de la información de las personas como: la condición 
económica, raza, religión, etc. Dicha afectación tuvo mayor consideración en 
Alemania en el auge de la segunda guerra mundial, cuando la información 
obtenida de forma clandestina y de forma ilegal permitía elaborar perfiles de las 
personas que posteriormente serian perseguidas y muchas veces llevadas a su 
muerte en lo que conocemos como el Holocausto; es a partir de estos 
acontecimientos que nace la idea de proteger el derecho a la intimidad 
protegiendo la información intima de las personas estas se empiezan a regular 
primero en las leyes especiales dentro de Europa. 
En el Perú mediante la Ley N° 27066, se crea el Sistema Nacional de 
Registros Públicos y la SUNARP, con la finalidad de planificar y organizar la 
inscripción y publicidad de actos y contratos; este último punto sobre la publicidad 
que dentro de sus principios y normas prohíbe hacer público los datos o 
informacion que transgreda a la intimidad personal; siguiendo los lineamientos de 
las disposiciones internacionales, la constitución peruana y normas de orden 
interno, defendiendo los datos de la información registrada. 
Entonces, es concerniente investigar si existe un debido cumplimiento a la 
protección del derecho a la intimidad personal en el ambito de la publicidad 
registral, frente al uso masificado de la tecnología y el fácil acceso a la 
información pública y por ello es importante la protección al derecho a la intimidad 
a través de la normatividad peruana, debido al perjuicio que se generaba 
empezaron a aprobar disposiciones que pretenden proteger el derecho a la 
intimidad y la protección de datos personales, como la Declaración Universal de 
los Derechos del Hombre del diez de diciembre de mil novecientos ochenta y 
cuatro y en su artículo doce, declara el derecho a: "no ser objeto de injerencias en 
su vida privada y familiar. 
Desde este punto se puede empezar una ardua investigación donde el 
respeto al derecho a la intimidad cumple una función incomparable, puesto que 
los países vecinos, exigen desde hace muchos años una protección legal a este 




Delgado (s.a.); ha mencionado que la publicidad jurídica del registro se da 
con el fin de brindar una seguridad legal de manera completa, en todo el concepto 
en general. (p. 4). Al respecto, Llaja (2013) opina que según el texto constitucional 
existe problemáticas al existir otros derechos que de igual forma merecen la 
protección jurídica como acontece con la intimidad. (p. 10-11) 
De la posición de Delgado se asume que la finalidad de la publicidad 
registral está relacionada con la seguridad jurídica; y por otro lado Llaja afirma 
que existen importantes cuestionamientos sobre el carácter absoluto de la 
publicidad registral; puesto que existen derechos que merecen seguridad jurídica 
siendo el derecho principal la intimidad que tiene la persona; el cual es pilar de 
estudio en esta investigación. 
Para poder realizar una buena explicación de la realidad problemática se cita 
a Tarrillo, 2013 expresa que: 
Esta problemática se ha extendido en nuestro ordenamiento jurídico  la Ley de 
Protección de Datos Personales, es aquella norma especial que define al ―dato 
sensible‖, naciendo desde esa opinión la pregunta de hasta qué limite un dato 
registral podría afectar nuestro derecho a la intimidad y ser considerado como 
―sensible‖. (p. 9) 
Surge una controversia que aún no se ha desarrollado y mucho menos se ha 
logrado resolver, es el saber si con la publicidad registral existe el daño o la 
afectación a la intimidad, en la actualidad no se está considerando como 
información intima la información que brinda Registros Publicos. 
Asimismo, existe el concepto de la ponderación de derechos, en la mayoría 
de la doctrina nacional e internacional, esta es una problemática actual y real que 
no solo engloba una problemática jurídica sino también social debido a su 
implicancia en el ser humano, la intimidad frente a la publicidad registral, se unen 
en un punto muy delicado que es de arduo labor investigar y abordar para 
conseguir una debida conclusión de la realidad respecto al tema. 
En esta investigación se busca brindar una respuesta al perjuicio ocasionado 
por la Publicidad en el entorno registral respecto a la afectación al entorno íntimo 
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de las personas, el por qué se vulnera y cuáles son las razones que conlleva a 
realizarlo. Es necesario tambien determinar diferentes datos que serán resueltos 
para la elaboración de las conclusiones y recomendaciones del presente trabajo, 
desarrollando así la problemática y los objetivos que se mencionan en el 
transcurso de esta investigación. 
1.2. TRABAJOS PREVIOS: 
Guzmán (2013), ―El derecho fundamental a la protección de datos 
personales en México: Análisis desde la influencia del Ordenamiento Jurídico 
Español‖; Universidad Complutense de Madrid; ―presentar una perspectiva global 
de este nuevo derecho fundamental en México, analizando su origen europeo y la 
necesidad de la realidad actual que ha llevado al país a la importación de este 
nuevo derecho fundamental‖ concluyendo que ―la autonomía que al día de hoy ha 
alcanzado el derecho a la protección de datos personales en cuanto a su 
definición; y la delimitación que ha proporcionado, respecto del derecho a la 
intimidad, la jurisprudencia del tribunal constitucional de España, la cual ha sido 
de gran utilidad en las recientes legislaciones iberoamericanas‖ 
Rosabal (2014), ―La eficacia negativa de la publicidad registral en Cuba‖; 
Universidad de La Habana; con el objeto de ―fundamentar los presupuestos 
teóricos que justifiquen la utilización de las anotaciones preventivas en Cuba 
como vía de tutela registral provisional a las situaciones jurídicas de carácter 
transitorio concluyendo que la doctrina científica coincide en que las anotaciones 
preventivas son asientos registrales de carácter transitorio y vigencia limitada, 
que publican de manera negativa situaciones jurídicas imposibilitadas de 
acceder prima facie al registro, pero su variadísimo contenido atenta contra la 
integralidad de su definición. Le distinguen su heterogeneidad, temporalidad, 
transitoriedad, eficacia negativa, provisionalidad y eventualidad‖. Por ultimo, 
―para que nuestro sistema registral pueda garantizar el tráfico en materia de 
inmuebles no solo debe ocuparse de crear mecanismos de protección del 
adquirente; debe además generar confianza para todo aquel que pretenda 
adquirir, siendo imprescindible, regular un tipo de asiento registral que, como las 
anotaciones preventivas, sea capaz de publicar situaciones jurídicas de carácter 
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transitorio no inscribibles abinitio del procedimiento registral como: los derechos 
del nasciturus, el derecho a la convivencia, los precontratos de compra venta, las 
cuales, demandan una tutela registral dentro del tráfico jurídico inmobiliario‖. 
Saltor (2013), ―La Protección de datos personales: Estudio comparativo 
Europa-América con especial análisis de la situación Argentina‖; Universidad 
Complutense de Madrid; siendo el objetivo ―comparar el derecho a la protección 
de datos personales en Europa y América con especial análisis de las 
legislaciones de España y Argentina‖, concluyendo que ―para disminuir la lesión 
al derecho a la intimidad y a la autodeterminación informativa provocada por el 
procesamiento automatizado de datos personales es necesario desarrollar una 
legislación específica de protección de datos personales con alcance global, que 
establezca un procedimiento de acceso y rectificación claro junto al control de 
una autoridad de aplicación especializada, independiente y autónoma del Poder 
Ejecutivo del Estado‖. 
Grande E. y Melendez J. (2012), ―La evolución de la publicidad registral 
inmobiliaria y su incidencia en la seguridad jurídica registral a partir de la 
implementación del folio real respecto del anterior sistema de folio personal‖; 
Universidad  de  El Salvador; teniendo como objetivo ―presentar un estudio de 
carácter jurídico, sobre los cambios originados en la publicidad registral, 
mejorando el acceso a la información contenida en el registro de la propiedad 
raíz e hipotecas a partir de la implementación del Folio Real, concluyendo que ―el 
uso de la tecnología informática, debido a la deficiencia y vulnerabilidad de los 
sistemas manuales (folio personal o sistema tradicional y folio real manual) 
conllevó a la implementación del plan de modernización del registro, dando como 
resultado los programas REGISAL (I y II) y SIRyC‖.  
Quintanilla (2006), ―Protección de datos personales en el sector de las 
telecomunicaciones‖; Universidad de chile; precisa que ―el desarrollo de un 
marco normativo-jurídico que posibilite la transición de Chile hacia la Sociedad 
de la Información, sobre la base de: la libertad de expresión, la plena democracia 
y transparencia, un ambiente seguro para el comercio electrónico, la igualdad de 
oportunidades para acceder al acervo cultural científico tecnológico de la 
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sociedad, la protección de los derechos de creadores e innovadores, empresas y 
consumidores, y la privacidad de todas las personas‖. Concluyendo que ―los 
fenómenos de la convergencia –tecnológica, de mercado y regulatoria- y la 
Sociedad de la Información constituyen en el Chile del siglo XXI factores 
concientemente integrados a una dinámica de desarrollo del  sector  de  las  
telecomunicaciones. Desde esa  perspectiva,  los  niveles de inversión del Sector 
Privado y la focalización de la las políticas públicas coinciden en erigir, para ese 
Chile, la conectividad para Internet como un servicio básico‖. 
Tarrillo (2013), ―Publicidad Registral y Derecho a la Intimidad‖; ―Pontificia 
Universidad Católica del Perú‖; sostiene que ―solo se regirá en comprender y 
constituir lineamientos respecto de los principios de la publicidad registral y la 
intimidad como derecho, teniendo como objetivo principal el referir el modo de 
explicar nuestra débil regulación en el tema en función de proteger un derecho 
fundamental; concluyendo que el respeto al derecho a la intimidad y la protección 
de datos de carácter personal tiene su ámbito normal de aplicación con relación a 
las personas físicas. La calificación del mencionado interés es por tanto más 
elástico cuando se trata de solicitar datos registrales de personas jurídicas, sin 
perjudicar que el registrador negará la comunicación cuando dañe a las personas 
que componer aquélla o cuando la petición de la información no se adecue con la 
finalidad de seguridad en el tráfico del Registro‖. 
Chaname (2003), ―Habeas Data y el Derecho fundamental a la intimidad de 
la persona‖; Universidad Nacional Mayor de San Marcos; sostiene que ―precisar 
los alcances del Habeas Data peruano relacionándolo con la intimidad personal, 
explicando su naturaleza, tramitación y jurisprudencia, dando a conocer las 
facultades del Tribunal Constitucional sobre su determinación, regulación y 
práctica. Además, busca establecer los alcances de las acciones que niegan y el 
razonamiento del Tribunal Constitucional ante estas acciones‖; concluyendo que 
―la violación del secreto de las comunicaciones constituye un delito contra la 
libertad porque no es fundamental ninguna investigación injustificada para 
establecer si un telegrama, carta, etc. o en general cualquier documentos 
contiene un secreto o no, porque la esfera de la intimidad que reconoce la ley‖. 
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1.3. TEORÍAS RELACIONADAS AL TEMA: 
CAPITULO I 
DERECHO A LA INTIMIDAD 
Definición: 
Para llegar a un correcto desarrollo de la presente  investigación y poder 
así cumplir todos los objetivos propuestos, se deberá desarrollar el derecho a la 
intimidad empezando por las definiciones desde diferentes enfoques: 
Se establece como definición de la intimidad a la opinión que Llaja (2013) 
nos otorga, definiéndolo como: 
Una obligación del ser humano y una razón justa del individuo por lo que es 
individualista y anterior a su ordenación. La palabra íntimo proviene de intimus, que 
atrae como significado "lo más profundo". Este derecho pertenece al ámbito 
psicológico e incontable de la persona, integrando a este su forma de ser como 
persona, los valores inculcados por la moral y la religión, sus costumbres ante la 
sexualidad y diversas orientaciones religiosas (p.2). 
De otro lado, la opinión de Méjan (citado por Estrada, s.a.) establece que: 
Es la agrupación de momentos, sentimientos y formas de actuar que la persona 
quiere mantener en secreto, siendo libre para decidir con quiere compartir este 
secreto, según el fin que se anhele, que obliga a todos a respetar y que sólo puede 
ser impuesto a revelar en casos que justifiquen su finalidad que se sigue y que esta 
sea permitida es decir licita. (p. 3) 
Contando también con la opinión de Martínez (citado por Estrada, s.a.) 
menciona que: 
Este derecho es, en lato sensu, aquella razón que por el ser humano, sea físicamente 
o moralmente, tiene la fuerza de proteger y quitar ante los demás del saber de su vida 
personal, también de determinar en qué dimensión de la vida personal está permitido 
ante la ley para ser avisado a otros. (p. 3) 
La intimidad comprende el derecho a tener el control que terceros realicen 
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con el uso de la información que pertenece a una persona. Entonces, la intimidad 
es esa zona protegida, donde no existe curiosidad que rodea al individuo, dando a 
conocer que es un derecho personal que no se relaciona  con nadie más que la 
misma persona para poder desarrollarla. 
A continuación se menciona la definición del derecho a la intimidad desde un 
ámbito objetivo. Serrano (citado por Moreno, s.f.) precisa que: 
La circunscripción del circulo privado es cambiante, lo que protege la ley fija lo 
mínimo de protección a la intimidad, debiéndose agregar que al referirnos al mínimo 
de protección no debería ser fijado por la ley, pero si por la Constitución.(p.03) 
De lo que afirma el autor anterior, se desprende que el derecho a la 
intimidad es relativo, existiendo un campo amplio relacionado con la sociedad y la 
situación de diversas personas que sienten afectada su intimidad, es cuando 
debemos tener la protección del Estado a través de la Constitución y demás 
normas; entonces, se puede decir que el mínimo de protección a la intimidad está 
inmersa dentro de las leyes del Estado, por lo tanto será al ente estatal a quien 
debemos recurrir ante cualquier afectación al referido derecho. 
De otro lado, también existe la definición de la intimidad en el ámbito 
subjetivo de la persona. El Tribunal Constitucional (citado por Moreno, s.f.) 
establece que: 
Este derecho trata sobre la efectividad de un entorno autentico y recatado frente a la 
actividad y cognición de terceros, pero por otro lado, ha matizado que ese terreno de 
la vida privada personal y familiar debe ser separado de la noción ajena y de las 
acciones de los terceros.(p.11) 
En el lado subjetivo de la intimidad, donde no lo limita ni la constitución, ni el 
resto de leyes; por ello, se refiere a un ámbito difícil e imposible de dirigir de 
manera clara y precisa; siendo un ámbito reservado ante terceros. 
El Derecho a la intimidad, es un derecho fundamental de la persona,  como 
se establece en líneas superiores. Es menester mencionar la opinión de Navarro 
(s.a.) respecto al ―derecho a la protección de información personal‖ en México: 
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La defensa de aquellos ―datos‖ o ―informacion‖ de carácter ―personal‖ es un materia 
que engloba el ―derecho informatico‖, en la que estan orientadas a ―la proteccion de 
informacion de terceros‖  la cual esta en registros publicos, con la inseguridad que su 
―consulta y difusion‖ sea perjudicial para nuestra ―imagen, honor o intimidad‖ (p. 19). 
Según Robles, 2010; el impedimento de difundir aquella informacion se 
esparce a los servicios de informacion privados o publicos,debido a que la 
trangresion de la intimidad no es efectuada por quien tiene la información, sino 
por todo aquel que difunde informacion. (parr.08). 
1. Antecedentes del derecho a la intimidad 
La configuración de la noción de intimidad, tal y como la entendemos hoy, 
según Pérez (citado por Lucena, 2012) menciona que: 
Tiene su origen en el nacimiento de la burguesía y se fundamenta en la dogmática 
―ius privatista‖ burguesa sobre los derechos de la personalidad, entendidos como 
objetos de propiedad privada y asociados a las razones de la personalidad (el 
nombre, la imagen, el secreto de la correspondencia, entre otros…) (p. 123) 
Respecto a lo importante hoy en día. Pérez (citado por Morales, s.a.), señala 
que: 
Las disputas sobre la instrucción del mencionado derecho han olvidado su única 
característica individual y privada, para responsabilizarse de manera progresista una 
significación pública y colectiva. La cuestión de la entrega de información 
administrada por el Estado es evidente este abarca las personas, de igual manera a 
la sociedad en su conjunto, e incluso no puede negarse que también abarca al 
individuo porque pertenecen a un grupo social. (p. 67) 
Naturaleza jurídica 
Para poder referirnos a la naturaleza jurídica del mencionado derecho 
tenemos la opinión de Mora (s.a.) que constituye como: 
Una manifestación de la dignidad humana, y así se desprende de la propia 
definición que el Tribunal Constitucional Español propone cuando afirma que la 
dignidad es un valor dentro de la espiritualidad y moralidad que pertenece al 
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individuo, y se muestra de manera única de manera auto determinada que es 
sensato y responsable de la vida propia. (p. 524) 
Siempre el derecho a la intimidad estará relacionada con la dignidad 
humana, por ello se puede considerar que la dignidad estaría enmarcándose 
desde la subjetividad de la persona, siendo responsable de su vida y decidiendo 
ella donde empieza y termina su intimidad. 
Para Herrán (2003) constituye un bien instrumental para garantizar la 
libertad de la persona en el desarrollo de su propia vida. La libertad individual se 
rige como fundamento necesario de la dignidad humana, y se configura como 
elemento esencial para desarrollarse la personalidad. (p.10)  
Cabe resaltar que Herrán relaciona constantemente que la intimidad como 
derecho pertenece al derecho de la personalidad; fundamentando que garantiza 
la libertad del ser humano siendo luego un fundamento para la libertad humana; 
debo recalcar lo importante que es la intimidad para la persona porque va más 
allá que cualquier otro derecho. En comparación con la publicidad registral a la 
que todos tenemos acceso y derecho porque nos brinda seguridad jurídica deberá 
siempre preservar la intimidad como derecho, siendo este derecho más 
importante para nuestro desarrollo de nuestra dignidad humana. 
En efecto, tenemos que volver a recurrir a Herrán (2003) quien asegura que: 
Se ha aventajado el concepto tradicional del mismo derecho como a ser dejado en 
paz, para poder admitir una protección positiva, que es declarada en la identificación 
de diversas alternativas para gestionar, reclamar y favorece un ámbito de libertad de 
los derechos de los individuos. (p. 10-11) 
En algún momento de la vida se cometió el error de pensar que el derecho a 
la intimidad protege cuando la intimidad ha sido vulnerada; pero con esta 
investigación se logrará exigir de manera positiva y asertiva al Estado la defensa 
de este derecho antes de ser vulnerado, sin olvidar que lo que se anhela avalar es 
el buen registro de la indagación que pertenece y así mismo controlar lo que 
terceros conocen de la propia persona. 
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El derecho a la intimidad en la Legislación Peruana 
Al ser considerada uno de los derechos más importantes para el desarrollo 
del individuo, el Estado Peruano reconoce este derecho constitucionalmente 
dentro del ordenamiento jurídico, también menciona el malestar del legislador 
respecto al avance de la tecnología y el mal uso, contrayendo al mencionado 
derecho. 
Para la Carta Magna Peruana (1993) en su artículo 2 inciso 6 establece que: 
―toda persona tiene derecho a que los servicios informáticos, computarizados o 
no, públicos o privados, no suministren información que afecte la intimidad 
personal y familiar‖ (p. 1) 
El Código Civil Peruano consigna a la intimidad como derecho personal y 
familiar en sus artículos 14° y 16° se considera como objeto de protección jurídica 
tanto un aspecto especifico vinculado al derecho a la intimidad, como aquel otro al 
cual la persona otorga carácter secreto o confidencial. Presentándose las 
siguientes situaciones: 
- Si la persona está viva, basta su asentimiento para que se ponga de 
manifiesto su intimidad personal y familiar. 
- Si la persona está muerta, dicho asentimiento corresponderá a su cónyuge, 
descendientes, ascendientes o hermanos, excluyentemente y en su orden‖. 
Características del derecho a la intimidad 
Para mencionar las características del derecho en cuestión se cita a Pazos 
G. y Racho N. (s.a.) establecen que: 
Es necesario hacer la indicación que la intimidad como derecho tanto 
personal como familiar gozan las siguientes características: son derechos 
originarios e innatos a la persona, son absolutos sin lugar a dudas, son extra 
patrimoniales, son derechos irrenunciables sin contar con el deseo del individuo, 




Tal y como lo establece el párrafo anterior la intimidad es un derecho que 
nace con nosotros por ende es innato a nuestras vidas; siendo a su vez un 
derecho absoluto para todo el ser humano, al mismo tiempo irrenunciables e 
inembargables e imprescriptibles.  
De todas las características mencionadas se puede resaltar que una de ellas 
hace al derecho a la intimidad como uno de los más importantes para nuestras 
vidas es el carácter irrenunciable que tiene este derecho; es decir, todas las 
personas nacen con el derecho a tener una intimidad reservada, es innata a las 
personas; pero, a pesar de todo ello también es no concebible renunciar a ella; el 
ser humano no puede despertar una mañana y decir: ―hoy no quiero tener 
derecho a mi intimidad, hoy puedes afectar este derecho y no serás juzgado‖; 
entonces, se desprende que todos están obligados a respetar la intimidad de 
todas las personas, porque todas las personas tienen y están afectas a este 
derecho sea de su voluntad o no.  
El Derecho a la Intimidad y Protección de datos 
El derecho a la intimidad engloba también aquella información o datos de 
trascendencia personal o intima, es así que el derecho a la intimidad se vincula 
estrechamente con la protección de datos. 
Protección de datos personales 
Para hacer referencia a los datos personales es pertinente mencionar al 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 2013 establece que: 
Es cualquier tipo de información que permite a una persona identificarla. Entre ellas 
tenemos: el nombre, los apellidos, la fecha de nacimiento, la dirección del domicilio, la 
dirección de correo electrónico, el número de teléfono, el número de RUC, el número 
de la placa del vehículo, la huella digital, el ADN, una imagen, el número del seguro 
social, etc. Aquellos datos de las personas que la identifican, de manera directa o 
indirecta.  (p.4) 
Según el Tribunal Constitucional Español, en su Sentencia 292/2000, 
determina que ―el derecho fundamental a la proteccion de datos‖ busca respaldar, 
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a cualquier ciudadano el ―poder de control de sus datos personales‖, es decir 
sobre ―su uso y su destino‖, teniendo como fin de evitar su trafico ilicito y lesivo 
para la dignidad y derecho del titular afectado. 
Es pertinente para poder referirse a la protección de datos personales, 
mencionar al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 2013 que establece 
que: 
Es aquel derecho que tienen todos los individuos de contar con administrar la 
información de uno mismo que decide compartir con terceras personas, así también a 
que la mencionada información sea utilizada de una manera adecuada, siendo así no 
debería perjudicar a la persona de quien emana dicha información. (p. 5) 
Por otro lado, para comentar acerca del tema, también es preciso mencionar 
a Herrán, 2003 menciona que: 
El mencionado derecho permite concluir que el fundamento último de este derecho no 
consiste de manera exclusiva en defender oculta información relativa a la vida 
privada, pero sí en garantizar el absoluto progreso del frente a su personalidad y el 
soberano ejercicio de sus derechos se relaciona de manera definitiva de impedir el 
uso del ser humano como un instrumento. Este derecho anhela a avalar al individuo 
el goce y respeto a su propia identidad e integridad en todas las maneras físicas y 
espirituales, y es precisamente su fundamento último el que permite afirmar su 
condición de derecho de la personalidad. (p.16) 
Datos sensibles 
Es pertinente mencionar al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 
2013; el cual establece que: 
Los ―datos sensibles‖ están constituidos por: los datos biométricos que por sí mismos 
pueden identificar a la persona, como la huella digital, la retina, el iris, datos referidos 
al origen racial y étnico; ingresos económicos; opiniones o convicciones políticas, 
religiosas filosóficas o morales; la afiliación sindical; información relacionada a la 
salud o a la vida sexual. Estos datos solamente pueden ser objeto de tratamiento con 







Para definir la publicidad registral, a opinión de Messineo (citado por 
Gonzales, 2004) asegura que: 
El fin del registro de la propiedad es fortalecer la convicción del tráfico comercial 
sobre los bienes inmuebles. ¿Cómo lograr este fin? Por eso el Registro brinda 
publicidad a diversos razones, por lo que aumenta el valor de convicción de los 
terceros en orden a los vínculos jurídicos, entonces prohíbe que actos negativos y 
diversos comercios queden recónditos. (Pág.65) 
El referido autor da lugar a una publicidad que ayuda al crecimiento de 
seguridad de terceros, así como lo menciona en sus últimas líneas del parrafo 
anterior. También menciona que: la publicidad registral nace para dar seguridad 
jurídica al tráfico comercial; por ejemplo, aquellas personas que deciden comprar 
un bien mueble o inmueble tengan la certeza que con la persona que contratan es 
la propietaria del bien materia de la transaccion al momento de suscribir el 
contrato. 
Hasta ahora todo bien, pero, si se permite observar por el otro lado de la 
situación, no todo lo mencionado es bueno, porque al dar esa libertad a cualquier 
persona de averiguar y conocer si es dueño o no de diversas propiedades 
(agregando a esto las constituciones de empresas, modificaciones, etc) esa 
seguridad jurídica que se presentan líneas arriba iría desapareciendo poco a 
poco; ¿por qué? Porque quedaría desprotegida la otra parte del contrato, el dueño 
del bien (o bienes), porque su información estaría siendo conocida no solo por la 
otra parte del contrato sino también por terceros ajenos a este contrato. 
Del mismo punto se parte que según Álvarez (citado por Sedano, 2004) 
establece que: 
Las virtudes de la publicidad registral son iguales que cualquier actor formal, es decir, 
verdad y confianza de aquellos derechos, restringiendo aquellos enfrentamientos y 
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permitiendo el movimiento del trafico comercial. Por otro lado  Pau (citado por 
Gonzales, 2004) el elevado valor de los bienes es necesaria una especial seguridad 
en su tráfico, y esa seguridad solo puede lograrse con el conocimiento de sus 
circunstancias jurídicas. (pág.65) 
Por última opinión se hace referencia a Amado (2011), opina que: 
Lo publicado en el Registro son posiciones jurídicas así aún se inscribieran actos 
jurídicos, por ejemplo: aumento de capital, modificación de estatutos, entre otros; 
porque, lo que importa a los que lo utilizan son los efectos al exterior que producen 
estos actos. (p. 6) 
Caracteristicas de la publicidad registral 
Para establecer las características de la publicidad registral es pertinente 
citar a Amado (2011) establece que: 
Como toda institución jurídica la Publicidad Registral tiene sus propias características, 
la manifestación constante y sin interrupciones de diversas experiencias jurídicas que 
constituye el Estado mediante la institucion que brinda conocimiento generico a 
terceros, brindando seguridad a estos en el tráfico de los mismos – SUNARP. Cuando 
la persona titular de un derecho inscribe su título en los registros, no solo informa a 
los demás de la existencia de este, además, en virtud de la presunción del artículo 
2012 del CC, el cual elimina la posible razón de que ―alguna persona‖ no conozca ese 
derecho inscrito. (p. 02) 
Marco Jurídico de la Publicidad Registral 
La publicidad registral en la normatividad peruana 
En el Código Civil se observa que el artículo numero dos mil doce que regula 
a la publicidad registral desde una optica material, contemplando que: ―Se 
presume, sin admitirse prueba en contrario, que toda persona tiene conocimiento 
del contenido de las inscripciones.‖ 
También se hace hincapié a Tarrillo, 2013 que menciona que: 
Se observa en las leyes peruanas regula de forma restringida esta opinión de 
publicidad material, restringiéndose al mencionar que tiene como fin registrar 
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los derechos en el aspecto público, en otras palabas, es accesible los demas 
ciudadanos de la sociedad.(p.32) 
Los autores Lacruz y Sancho (citado por Cabrera, 2000) señalanlo siguiente: 
La mayoria de autores a separado dos dimensiones o ambitos. El ambito material, 
señalan ambos autores, es caracterizada por la consecuencia de ser inscrito. De 
forma precisa, se viene descomponiendo por la exactitud del Registro en beneficio del 
titular inscrito, salvo prueba en contrario. Y otro, el de fe pública o de publicidad en 
sentido estricto, a favor del adquiriente de buena fe. (párr. 25) 
A continuación se mencionaran dos formas de publicidad, en opinión de 
Amado (2011) propone que: 
Se puede dar dos formas de publicidad formal; directa e indirecta; siendo que la 
primera forma esta en las instalaciones registrales, donde se faculta concurrir a algún 
interesado, y exigir le brinden documentos registrales y lo único a cambio es retribuir 
de manera dineraria por lo solicitado, según el arancel vigente y de la segunda forma 
cuando la persona interesada puede pedir cualquier certificado: gravámenes, copia 
literal, etc. previa presentación de la diligencia que  corresponde. (p. 3) 
Dentro de la publicidad material tenemos: la alerta registral y la publicidad 
registral en línea, a continuación se detalla brevemente cada uno. Según la 
Resolución Nº 170-sunarp/SN (2013) la Alerta Registral es: 
Un beneficio libre y no dinerario que otorga la alternativa de ser notificado mediante 
un correo electrónico y facultativamente por mensaje de texto, con relación de la 
manifestación de un título con referencia a  aquella partida registral que sea de su 
inclinación. (p.01) 
Por otro lado, en el siguiente párrafo se brindará la definición encontrada 
acerca del servicio de publicidad registral en línea. Según la página web de la 
SUNARP (s.f.) establece que es un método que brinda la SUNARP, que le 
respalda, mediante la variedad de instrumentos visuales y tecnología de moderna, 
permitir el entendimiento seguro de la capacidad de las partidas registrales 
inscritas en los Registros Públicos del país. 
A medida que la tecnología ha ido avanzando, las diversas formas de 
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acceder a nuestra información ha sido más fácil, siendo uno de los principales 
promotores los entes del Estado como en este caso la SUNARP para poder 
acceder a la información de cualquier persona en cualquier computador, laptop 
con acceso a internet. 
Dentro de la publicidad formal son claros ejemplos: los certificados, las 
manifestaciones, copias literales; se detallara de manera clara y precisa el 
significado de cada una de ellas. Para Moisset (citado por Horacio, 2004) 
establece que: 
El certificado ―(...) no solo permite conocer la situación en que se descubren 
actualmente los bienes, pero si que respaldan su estabilidad durante un tiempo que 
establece la propia ley registral, es decir, proyectándose al futuro para brindar 
confianza a los inmersos en el negocio(…)‖ 
Para Jiménez (2010) la manifestación es la excursión de los certificados 
literales de las inscripciones, anotaciones, cancelaciones y copias literales de los 
escritos que sirvan para esparcir los mismos que están en el archivo registral. 
Según la SUNARP el certificado literal de partida (antes copia literal) es  un 
documento certificado expedido por la Sunarp, donde se toda la historia del 
inmueble, desde la primera inscripción hasta el último acto inscrito, propietario 
actual y anterior si lo hubiese. 
Principios de la publicidad registral 
Manzano (2010) argumenta que la posibilidad de ser conocido legalmente 
incluye no solo la probable de entender, sino también la suposición de conocer de 
manera pública todo lo que se registró, esto establece la naturaleza de la misma 
de su configuración institucional. (parr. 20) 
Encontramos los siguientes: 
Principio del derecho al conocimiento efectivo 
Con respecto a este principio Manzano, menciona que: 
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La posibilidad de ser conocido como característica primordial de la publicidad jurídica 
registral, no es solo una suposición de saber integral del pronunciamiento registral, de 
manera que no puede decirse que se ignora lo publicado, de manea que prioriza lo 
publicado con relación a terceros en la orientación el derecho publicado respecto de 
terceros en la situación de lo que se hace público. (2011, p. 65) 
Principio de producción de efectos jurídicos sustantivos 
Con respecto a este principio Manzano, 2011 menciona que: 
El significado de publicidad jurídica registral es la elaboración de consecuencias o de 
derecho material. La publicidad, por sí misma, produce consecuencias jurídicas, que 
provienen de manera directa de la situación publicitaria y no del negocio o derecho 
publicado, pues, de no tener aproximación a la vida registral aquellas consecuencias 





LA PUBLICIDAD REGISTRAL Y LA AFECTACION AL DERECHO A LA 
INTIMIDAD 
Para realizar el análisis adecuado se debe tener en cuenta las fuentes del 
derecho que comprende:―las normas, la doctrina y la jurisprudencia‖, para así 
interpretar lo concerniente a la publicidad registral y la intimidad como derecho en 
el ordenamiento jurídico peruano (tratados o acuerdos internacionales, 
constitución, leyes o normas específicas sobre el tema), el orden jerárquico es el 
siguiente: 
Analisis Normativo: 
Conferencia Nórdica Estocolmo  
La Conferencia Nórdica Estocolmo (1967) la intimidad es: ―El derecho del 
individuo de vivir su propia vida protegido de: 
 injerencias en su vida privada, familiar y dehogar; 
 injerencias en su integridad mental o física o su libertad moral o intelectual; 
ataques a su honra o a su reputación; 
 verse colocado en situaciones equívocas; 
 la revelación, fuera de propósito, de hechos penosos de su vida privada; 
 el uso de su nombre, identidad osemejanza; 
 ser copiado, atisbado, observado, acosado; 
 violaciones de su correspondencia; 
 abuso de sus medios de comunicación, escritos uorales; 
 Revelación de información dada o recibida en virtud del secreto 
profesional‖. 
La mencionada conferencia de Estocolmo, regula el sistema jurídico de 
varios países incluido a nuestro Estado, a seguir lineamientos generales para 
proteger el derecho a la intimidad; siendo que mencionar diversas injerencias o 
ataques a nuestra intimidad, pudiendo ser causadas muchas de ellas gracias al 
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acceso de la información que brinda la publicidad registral. 
Constitución Politica del Perú 
Con respecto al tema la Constitución Política del Perú (1993) artículo 2°en el 
inciso 6, establece que toda persona tiene derecho: 
 A que los servicios informáticos, computarizados o no, públicos o 
privados, no suministren informaciones que afecten la intimidad 
personal y familiar. 
Como se puede apreciar, para ― la Carta Magna de 1993 en su articulo 2°, 
inciso 6, regula lo referente a la intimidad‖, dándole prioridad, frente a las posibles 
afectaciones que se manifiesta con el pasar del tiempo y el avance de la 
tecnología, por ello al legislador precisó en este artículo aquellos servicios 
informáticos que se  brindan a través de diferentes bases de datos. 
Codigo Civil 
En este aspecto que regula el derecho a la intimidad personal y familiar: 
Artículo 14.- La intimidad de la vida personal y familiar no puede ser puesta de 
manifiesto sin el asentimiento de la persona o si ésta ha muerto, sin el de su cónyuge, 
descendientes, ascendientes o hermanos, excluyentemente y en este orden (1984, 
p.16) 
El Código civil brinda ―una idea importante sobre el consentimiento del titular 
o de su familia si este hubiera fallecido, para acceder a la información intima de la 
persona, es decir que el Código Civil‖, a la luz de la protección ―al derecho a la 
intimidad de toda persona, impone una barrera que atribuye al titular el 
consentimiento en la decisión de que alguien externo pueda acceder a su esfera 
íntima‖. 
Ley de Protección de Datos Personales 
Respecto del acceso a la información materia de tratamiento de datos, la 
Ley Nº 29733 en su articulo 3° respecto al ambito de aplicación, establece: 
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La presente Ley es de aplicación a los datos personales contenidos o destinados a 
ser contenidos en bancos de datos personales de administración pública y de 
administración privada, cuyo tratamiento se realiza en el territorio nacional. Son objeto 
de especial protección los datos sensibles: 
Las disposiciones de esta Ley no son de aplicación a los siguientes datos personales: 
1. A los contenidos o destinados a ser contenidos en bancos de datos personales 
creados por personas naturales para fines exclusivamente relacionados con su vida 
privada o familiar. 2. A los contenidos o destinados a ser contenidos en bancos de 
datos de administración pública, solo en tanto su tratamiento resulte necesario para el 
estricto cumplimiento de las competencias asignadas por ley a las respectivas 
entidades públicas, para la defensa nacional, seguridad pública, y para el desarrollo 
de actividades en materia penal para la investigación y represión del delito.(2011, p. 
2) 
En el artículo 19°, sobre el derecho de acceso del titular de datos personales 
regula lo siguiente: 
El titular de datos personales tiene derecho a obtener la información que sobre sí 
mismo sea objeto de tratamiento en bancos de datos de administración pública o 
privada, la forma en que sus datos fueron recopilados, las razones que motivaron su 
recopilación y a solicitud de quién se realizó la recopilación, así como las 
transferencias realizadas o que se prevén hacer de ellos.  
La ley de protección a los datos personales está dentro de la intimidad como 
derecho de la persona, de lo que desprende dicha leyes que primero el ámbito de 
aplicación es los bancos de datos públicos y privados, y además de la información 
que debe ser brindada al titular a favor de que este pueda saber quién y para que 
a solicitado su información 
Texto Único Ordenado del Reglamento General de los Registros Públicos 
La Resolución Nº 126–2012–SUNARP/SN, en el artículo 128°, establece lo 
siguiente: 
―La persona responsable del registro no podrá mantener en reserva la información 
contenida en el archivo registral, con excepción de las prohibiciones expresamente 
establecidas en otras disposiciones. Cuando la información solicitada afecte la 
intimidad como derecho, ésta sólo podrá otorgarse a quienes acrediten legítimo 
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interés, conforme a las disposiciones que establezca la Superintendencia Nacional de 
los Registros Públicos‖ (2012, p. 38). 
Analisis Doctrinario: 
Antes de proceder a un análisis del conflicto se debe citar a Calderón N. y 
Aliaga L. (2001) en la cual mencionan que: 
El derecho a la publicidad registral activo, a comparación de la intimidad que es 
reaccional, se deberá procurar establecer parámetros de solución frente a la colisión 
que pueda suscitar entre ambos derechos en diversos sucesos, de modo tal que se 
fomente el ―asesoramiento jurídico‖ pero sin afectar a la intimidad. (p. 15) 
También, haciendo en referencia a asuntos de necesidades propias, 
Calderón N. y Aliaga L. (2001) establecen que: 
Cuando se refiera de asuntos de la satisfacción de necesidades propias (materiales, 
espirituales, afectivas, etc.), sucedan en un lugar exclusivo (domicilio, etc.), se traten 
de protestas particulares (expresión de sentimientos, emociones, etc.); habrá 
supremacía ―informativa‖, cuando se hagan referencia a acciones que brinde servicio 
al resto o este sea de interés público, se traten de acciones privadas de 
trascendencia pública, versen sobre casos científicos o históricos, si existiera 
autorización  expresa de la persona, etc. (p.16) 
Entonces, es importante mencionar que el derecho a la intimidad es un 
derecho principal de las personas, siendo, un derecho enteramente constitucional, 
el cual debe ser resguardado y protegido por la propia persona y por el Estado; a 
través de su constitución y sus demás leyes brindan diversos parámetros para 
respetar el derecho en cuestión; pero, se debe mencionar también que la 
publicidad registral permite que todos conozcan el derecho inscrito en registros 
públicos siendo este ―erga omnes‖; procediendo a ser una vulneración al sostener 
información vulnerable inscrita en registros públicos de la propia persona. 
Como es pertinente se menciona una posible solución al conflicto siendo el 




Este es el segundo límite de la publicidad registral, limite subjetivo. Este principio no 
actúa independientemente, sino que el interés legítimo del solicitante de información 
ha de ser acorde con la finalidad del Registro. El interés legítimo deberá justificarse 
siempre que se soliciten datos de carácter personal. (2013, p.56). 
Es característica del interés legítimo ser un límite subjetivo de la publicidad; 
siendo que es perecible de confirmarse para cualquier acto que afecte la intimidad 
dentro de la publicidad registral y poder llegar a un buen ejercicio de la misma sin 
afectar al derecho fundamental de la intimidad ni a la protección de datos 
personales. 
Analisis Jurisprudencial: 
En este ambito de la investigacion es importante el analisis realizado a los 
distintos criterios que se ha tenido a nivel jurisprudencial, cabe resaltar que si 
bien las jurisprudencias analizadas han sido llevadas en distintos campos del 
derecho, sin embargo se trata de pronunciamientos que aportan un criterio 
importante al tema. 
Tribunal Constitucional 
El Tribunal Constitucional en diversas sentencias ha resaltado la 
importantica de la protección del derecho a la intimidad, en este ámbito se 
analizará un resumen sobre algunos procesos, como es el caso del EXP. N.° 
0831-2010-PHD/TC LIMA, que en sus considerandos establece: 
Así las cosas, la emplazada ha violado los derechos a la autodeterminación informativa y 
a la intimidad del recurrente al contener y comercializar a través de su banco de datos 
CERTICOM información relacionada con los montos específicos de las deudas 
crediticias oportunamente pagadas por el recurrente, por lo que corresponde estimar 
este ámbito de la pretensión. Finalmente, como quedó dicho, el recurrente sostiene que 
debe suprimirse la información relacionada con su domicilio y ocupación laboral, que la 
emplazada comercializa a través de su banco de datos CERTICOM, señalando que ello 
no es una finalidad que debe cumplir una Central de Riesgo.  
El Tribunal Constitucional comparte también este criterio. En efecto, siendo la finalidad 
de las centrales de riesgo el brindar información relacionada con una persona natural o 
jurídica "que permita evaluar su solvencia económica vinculada principalmente a su 
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capacidad y trayectoria de endeudamiento y pago" (artículo 2.° b. de la Ley N° 27489), la 
comercialización de datos atinentes al domicilio u ocupación laboral de la persona sobre 
quien se solicita la información , carece de relevancia, siendo inadecuada para la 
consecución de la referida finalidad. En otros términos, no existe una relación de 
idoneidad entre el conocer el domicilio de una persona o su ocupación laboral y la 
búsqueda de valorar su capacidad de endeudamiento y pago. Por ello, el que una central 
de riesgo comercialice esta formación o la incluya en los reportes que comercializa 
resulta, por desproporcionado, una violación del derecho fundamental a la 
autodeterminación informativa, siendo también de recibo estimar la demanda en este 
punto. Declarar FUNDADA, en parte, la demanda de hábeas data de autos, por haberse 
acreditado la violación de los derechos fundamentales a la autodeterminación informativa 
y a la intimidad; (…). (2010, p. 10) 
Tribunal Registral 
En este ambito analizaremos el pronunciamiento que tiene el tribunal 
registral como maximo organo dentro de la esfera registral. 
El Tribunal Registral, bajo la Resolucion N° 825-2015-SUNARP-TR-L, 
resuelve lo siguiente: 
En resumen, la resolucion en mencion, hace referencia del caso presentado trata 
sobre, la apelacion presentada por la Señora Sandra Elizabeth Julian Iturbe, quien 
solicita la expedicion de la copia literal de la partida registral N° 13049672 del 
Registro Personal de Lima, en la que se encuentra inscrita una inderdiccion‖, la 
Abogada Certificadora de la Zona Registral N° IX – Sede Lima Lady Margot Madrid 
Arismendiz, denego la expedicion de la Copia Literal de la partida solicitada, 
formulando la observacion fundamentando en que teniendo en cuenta el articulo 128° 
del Texto Unico Ordenado del Reglamento General de los Registros Publicos, y la 
Constitucion Politica del  Estado, en el articulo 2 numeral 5 y demas pertinentes 
refereidas a los derechos fundamentales de la persona‖en la que se exceptuan las 
informaciones que afectan la intimidad persona y otros‖, que ademas teniendo en 
cuenta el segundo parrafo del ―articulo 128° mencionado anteriormente señala que 
cuandola informacion solicitada afecte el derecho a la intimidad, esta se podra 
otorgarse a quienes acrediten legitimo interes‖, por lo tanto exige a la interesada 
adjuntar documento con firma del curador, legalizada por Notario o autenticada por 
Fedatario, autorizando al solicitante la tramitacion del presente certificado y se 
proveera el mas breve plazo; dejando el derecho para que pueda apelar; dandose asi 
el caso, elevandose la apelacion al Tribunal Registral; el Colegiado, opina que no se 
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le esta vulnerando el derecho a la intimidad, por lo tanto Revoca la observacion 
formulada por la Abogada Certificadora y ordena expedicion de la copia literal 
soliciitada (2015, p. 7). 
Ante las consideraciones establecidas en sede Jurisprudencial podemos 
rescatar las siguientes aspectos, el derecho a la intimidad comprende un 
derecho fundamental de vital importancia en la actualidad, debido a los 
diferentes fuentes de acceso a la informacion intima y personal, sea por 
instituciones publicas o privadas, que almacenan y publicitan informacion hacia 
terceros; en los distintos campos en las que el derecho a la intimidad sea 
tratado (incluyendo en la registral) debe tenerse en cuenta que el derecho a la 
intimidad esta revestida de una proteccion constitucional, y que su proteccion 
debe ser la adecuada. 
Analisis del Derecho Comparado: 
En este punto de la investigacion, se analizo Legislacion Española que es la 
cual ha implementado diversas herramientas para una adecuada proteccion del 
derecho a la intimidad respecto a la publicidad registral: 
España: 
El Codigo Civil Español, regula en el articulo 607° lo siguiente: 
El Registro de la Propiedad será público para los que tengan interés conocido en 
averiguar el estado de los bienes inmuebles o derechos reales anotados o inscritos. 
(1889 p.115). 
La Ley Hipotecaria Española, establece en el artículo 221° que: 
Los Registros serán públicos para quienes tengan interés conocido en averiguar el 
estado de los bienes inmuebles o derechos reales inscritos (1944, p.45). 
La publicidad formal registral, en sus diversas expresiones exhibiciones, 
manifestaciones o certificaciones, dentro del sistema español, ha tenido unas 
pautas clásicas, basadas en el ―interés conocido‖ lícito o legítimo de quienes se 
acercan al Registro de la Propiedad o Mercantiles. Ya en los artículos 221º de la 
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Ley Hipotecaria Española y 607º del Código Civil español, se marcaba el carácter 
no absoluto de aquella publicidad. 
La legislación en el País de España, respecto a la publicidad registral y su 
protección del derecho a la intimidad, establecen un instrumento idóneo para la 
protección del derecho a la intimidad al cual lo conocen como ―interés conocido‖ 
que trata de que el interesado al momento de querer acceder a la información que 
brinda los Registros, debe demostrar de forma elocuente que tiene un ―interés 
conocido y licito‖, de poder acceder a dicha información, esto serviría para  dar 
límites al flujo desmedido de información que brinda la publicidad registral y que 
en muchas ocasiones restan importancia al tráfico comercial. 
Analisis de casos practicos 
Luego de haber analizado el aspecto normativo, doctrinario y jurisprudencial 
con respecto a la publicidad registral y la afectacion del derecho a la intimidad, es 
necesario en este ambito, pasar al analisis de casos practicos mas sobresalientes 
que suceden dia a dia en las Oficinas de la SUNARP a traves de la Publicidad 
Registral; teniendo en cuenta si existe o no afectacion del derecho a la intimidad, 
y que los datos mencionados en los ejemplos a continuacion son los que obran 
actualmente en la SUNARP que son actualmente de acceso al publico, sin 
restricción.  
a. Primer Caso: 
A traves de la Publicidad registral se obseva la causal del Divorcio (por 
ejemplo por adulterio), obtenido en el archivo registral que atenta contra 
informacion intima del titular. 
Para ello es necesario mencionar el trabajo de investigación del Dr. Tarrillo, 
quien desarrolla las siguientes consideraciones: 
Se solicita la lectura del título archivado Nº 662098 del 22/11/2007, donde obra una 
sentencia de divorcio correspondiente a Geivoy Ana Maria Flores Delgado y Rogelio 
Hurtado Chávez, que se encuentra inscrito en el asiento A00001 de la partida Nº 
12089845 del Registro Personal de Lima. En el contenido de la sentencia que dio 
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mérito al divorcio vemos claramente que la causal expone una conducta deshonrosa 
por parte de uno de los cónyuges, vulnerando solo la lectura de este título el derecho 
a la intimidad. (2013,  p.78) 
b. Segundo Caso: Titulo archivado expedido por la SUNARP - Chimbote 
del Sindicato de los empleados de Agroindustrias San Jacinto: 
 Para la presente investigación, se acudió a la SUNARP- Chimbote a realizar 
el trámite sobre la expedición del Título de Partida N° 02007290, del Sindicato de 
los empleados de Agroindustrias San Jacinto, que con tan solo el pago del 
derecho administrativo, se expide el titulo archivado a cualquier persona; tal y 
como se verifica en el ejemplo adjuntado en el anexo IX, a pesar que la 
información sindical es un dato sensible, afecta el derecho a la intimidad; dicha 
información es brindada de manera sencilla.   
 En síntesis, al haber realizado el análisis normativo, doctrinario y 
jurisprudencial, y al corroborarlo en los casos planteados, se puede determinar 
que la Publicidad Registral podría afectar el Derecho a la intimidad, por lo tanto 
la actual regulación en el Ordenamiento Jurídico, debe plantear soluciones 











1.4. Formulación del problema 
¿La publicidad registral afecta al derecho a la intimidad en el distrito de 
Chimbote – 2016? 
1.5. Justificación del problema 
Para Hernández (2014) la justificación debe mencionar las razones para 
realizar la presente investigación exponiendo datos precisos. Por medio de la 
justificación se debe probar que el análisis de la investigación es esencial  (p.40). 
Por ende de esto se menciona que para realizar la presente  
investigaciónsedebeanalizarenprimerlugarsusmotivos;siendo necesario justificar 
tal y como lo menciona Hernández líneas arriba debemos exponer y mencionar 
por qué y para qué se está realiza el estudio. Es pertinente mencionar que para 
realizar una investigación se debe realizar con un objetivo de investigaciones se 
efectúan con un propósito explícito y delimitado. 
La presente investigación se considera necesaria y de suma importancia en 
el ámbito jurídico de nuestro país, para determinar si existe o no la  afectación de 
la intimidad, en función al por qué se transgrede y vulnera y cuáles son las 
razones que conlleva a la afectación del mencionado derecho. 
Cabe la posibilidad que dentro de la democracia en el Perú existe la llamada 
publicidad registral que al parecer tiene como fin otorgar una completa seguridad 
jurídica, vulnerando de esa manera a la intimidad como derecho. 
Dentro de la sociedad, se permitirá conocer la existencia de la afectación de 
la intimidad con respecto a la publicidad registral; y así lograr el bien común al 
mejorar y proteger el derecho mencionado líneas arriba; porque lo que se busca 
es alcanzar un país con democracia integra donde no existan normas que 
transgredan los derechos constitucionales como es la intimidad como derecho. 
Esta investigación se justifica epistemológicamente porque la intimidad como 
derecho permite al ser humano realizar actos que crea convenientes, por ser 
zonas ajenas a los demás porque tenemos el derecho a impedir  intrusiones; 
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siendo esta justificación muy importante para la realización del presentetrabajo. 
En otro sentido, se justifica socialmente porque permite realizar un análisis 
arduo, atendiendo que es la sociedad quien se encuentra afectada debido al mal 
uso de la publicidad registral porque muchas veces es utilizada para perjudicar 
patrimonialmente a las personas a través de las falsificaciones, extorsiones y 
otros delitos que afectan a la sociedad en la actualidad. 
También tiene como objetivo principal brindar una fuente de información 
específica sobre ―la publicidad registral y la afectación al derecho a la  intimidad‖, 
contribuye a la doctrina y a posteriores investigaciones con respecto al tema, 
motivada fundamentalmente con el propósito de esta investigación. 
Por último, en el sentido práctico de la presente investigación, sirve a 
beneficio de la sociedad pues señala pautas a considerar para realizar una debida 
protección jurídica de la intimidad con respecto al derecho a la publicidad registral, 
la presente investigación plantea además posibles formas de accionar y propone 
posibles soluciones que pueden tener en cuenta para un debido proceso y tutela 
jurisdiccional efectiva. 
1.6. Hipótesis 
Son las siguientes hipótesis: 
H1: La publicidad registral si vulnera el derecho a la intimidad en Chimbote. 
H0: La publicidad registral no vulnera el derecho a la intimidad en Chimbote. 
1.7. Objetivo  
Objetivo general 
Determinar si la publicidad registral afecta al derecho a la intimidad. 
Objetivos especificos 
Indicar cómo la publicidad registral afecta al derecho a la intimidad. 
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Analizar la legislación nacional e internacional respecto a la publicidad 
registral y su afectación al derecho a la intimidad. 





2.1. Diseño de Investigación: 
Antes de precisar el diseño de la presente investigación es pertinente 
mencionar que se ha elegido el tipo de estudio descriptivo, según Hernández R., 
Fernández, C. y Baptista, P. (2014) con los estudios descriptivos se tiene como 
objetivo particularizar o detallar los distintos aspectos de la investigacion, tal y 
como se presentan. Con este tipo de estudio mencionado anteriormente, detalla y 
analiza el derecho a la intimidad que todos poseemos respecto al daño que le 
causa la publicidad registral, el cual ayudará a conocer los diferentes perfiles 
(opiniones) de los trabajdores de la SUNARP y usuarios mencionados en la 
muestra. 
La investigación es de diseño No Experimental; se define según 
Hernández, et al., (2014) debido a que el presente trabajo se ejecuta y no se 
utiliza o maneja premeditadamente las variables. En este tipo de diseño no se 
produce ninguna circunstancia, pero si se contemplan acontecimientos que 
existen, no estimuladas premeditadamente en la presente investigación. (p.152). 
En este trabajo de investigación no experimental, la publicidad registral 
ocurre y no es viable manipularla, no existe verificación o fiscalización sobre 
dicha variable y mucho menos se puede intervenir, porque ya sucedieron, al 
igual que sus efectos. 
El presente trabajo es de diseño no experimental de clasificación 
transeccional o transversal; en donde se obtiene informacion del unico acto, en 
un tiempo excepcional. Siendo el objetivo especificar los datos y revisar el 
suceso y obervar como relacionan ante un determinado lapso temporal 
(Hernández, et al., 2014, p.151). 
Siendo que en esta investigación se recolectarán todos los datos 
necesarios en un solo momento para poder así describir la intimidad como 
derecho y la publicidad registral como variables. 
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Ante lo expuesto, en este trabajo se relacionaran ambas variables tanto la 
intimidad y la publicidad registral, llegando a relacionar la afectación de la 
publicidad registral al derecho a la intimidad, siendo éste vulnerable respecto a los 
datos que brinda la publicidad registral. 
Presentación gráfica del diseño No experimental 
M O;O2 
M = 10 Colaboradores de la Superintendencia Nacional de Registros Públicos - 
Sede Chimbote y 40 usuarios de la Superintendencia Nacional de Registros 
Públicos - Sede Chimbote. 
O1 = La Publicidad Registral. 
O2 = Derecho a la Intimidad. 
2.2. Variables,Operacionalización: 
Para Hernández (2014) es aquel procedimiento en que se modifican las 
variables y dicha modificacion queda apta para evaluarse y analizarse. (p. 105) 
Identificación de Variables: 
Variable 1: La Publicidad Registral 
Variable 2: Derecho a laintimidad
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Derecho a la 
intimidad 
Méjan (citadopor Estrada, s.a.)
 ―es la agrupación de 
momentos, sentimientos y 
formas de actuar que la 
persona quiere mantener en 
secreto, siendo libre para 
decidirconquiere compartir este 
secreto‖. 
En el presente trabajo de 
investigación se utilizará 
el instrumento del 
cuestionario que consta 
de 18  ítems para obtener 
la información de la 
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Gonzales (2014); ―El sistema 
de divulgación encaminado a 
hacer público determinadas 
circunstancias dentro de lo 
jurídico para la defensa de 
derechos y la seguridad del 
tráfico‖. 
En el presente trabajo de 
investigación se utilizará 
el instrumento del 
cuestionario que consta 
de 18 ítems para obtener 
la información de la 
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2.3. Población, muestra: 
Población: 
La población es la unidad total del estudio y aquel grupo donde todos los 
sucesos que coinciden con una serie de determinaciones concretas (Lepkowski, 
citado por Hernández, et al., 2014, p.165). 
La población de la presente investigación está constituida por 50 
colaboradores de la Superintendencia Nacional de Registros Públicos (SUNARP) 
- Filial Chimbote‖ y por 100 usuarios de la Superintendencia Nacional de 
Registros Públicos‖ (―SUNARP‖) – Filial Chimbote del dìa martes 30 de mayo de 
2017. 
Muestra: 
Según Hernández, et al. (2014) es una division o porcion del total del grupo 
poblacional, asi obtendrán las características o datos pertinentes, el cual tendría 
que definirse y demarcarse con anterioridad y precisión, este deberá ser 
especifico y propio de dicha población. (p.173) 
Serán considerados solamente como muestra de la presente investigación 
un número de 10 colaboradores de la Superintendencia Nacional de Registros 
Públicos (SUNARP) - Filial Chimbote y por 40 usuarios de la Superintendencia 
Nacional de Registros Públicos (SUNARP) – Filial Chimbote. 
2.4. Tecnicas e instrumentos de recoleccion de datos, validez y 
confiabilidad 
Técnica: Encuesta 
Es conceptualizada dentro del metodo en que se recopila datos informativos 
emanados de una poblacion o una parte de ella, en relacion a las personas que la 
integran o concernientes a especificos aspectos (Arias, 2012, p.72). 
Mediante esta investigación, se realiza una encuesta a los diferentes 
colaboradores y usuarios de la SUNARP para lograrlo se  utilizan 18 preguntas de  
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diferentes  puntos importantes del tema en cuestión, debiendo mencionar también 
que el resultado será favorable para determina si con la publicidad registral afecta 
el derecho a la intimidad. 
Instrumento: Cuestionario 
Un cuestionario, forma de encuestar mayormente mediante material papel o 
similar que contiene items relacionadas al tema (Arias, 2012, p.74). ademas debe 
ser coherente con la propuesta de la problemática e hipótesis (Brace, citado por 
Hernández, et al., 2014, p.217). 
Se selecciona el instrumento de tipo cuestionario porque se utilizará como 
ayuda en la recolección de datos para la presente investigación respecto a la 
publicidad registral y su afectación a la intimidad, el cuestionario constara de 18 
preguntas que se caracterizan por contener preguntas cerradas, ya que será útil 
poder orientar o delimitar las respuestas de los sujetos dentro de la muestra de la 
presente investigación, además utilizare preguntas dicotomicas, que permitirá 
acercarse al fenómeno planteado y recolectar información para obtener los 
resultados y así comprobar la hipótesis planteada en la investigación. 
2.5. Métodos de análisis dedatos 
Para el análisis de datos, cabe menciona y precisar que serán colocados en 
el programa SPSS V.23 y Excel, para su debido procesamiento y análisis de 
datos respectivos. 
2.6. Aspectos éticos 
El presente trabajo de investigación es original al conseguir la investigadora 
la información suficiente de fuentes confiables, específicas y necesarias para el 
desarrollo del mismo, siempre respetando la autoría de los doctrinarios al 




TABLA Nº 01 
¿TODAS LAS PERSONAS TIENEN DERECHO A LA PROTECCIÓN DE SU 
INTIMIDAD? 
ALTERNATIVA fo FO h% H% 
SI 50 50 100% 100% 




   
 
GRAFICO Nº 01 






En el gráfico Nº 01; se observa que el 100% de los encuestados si están de 
acuerdo en que todas las personas tienen derecho a la protección de su intimidad; 











Fuente: Tabla Nº 01. 
Fuente: Encuesta realizada a los usuarios y empleados de la Superintendencia 
Nacional de los Registros Públicos. 
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TABLA Nº 02 
¿LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL DEL DERECHO A LA INTIMIDAD DEBE 
REGIR SOBRE LAS DEMÁS NORMAS QUE PUEDAN AFECTARLA? 
ALTERNATIVA fo FO h% H% 
SI 50 50 100% 100% 






GRAFICO Nº 02 
¿LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL DEL DERECHO A LA INTIMIDAD DEBE 





En el gráfico Nº 02; se observa que el 100% de los encuestados si están de 
acuerdo que la constitución debe regir sobre las demás normas que puedan 












Fuente: Encuesta realizada a los usuarios y empleados de la Superintendencia 
Nacional de los Registros Públicos. 
Fuente: Tabla Nº 02 
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TABLA Nº 03 
¿LA INFORMACIÓN ÍNTIMA COMPRENDE TAMBIÉN AQUELLOS DATOS 
―PERSONALES Y SENSIBLES‖ QUE NO DEBEN SER PÚBLICOS? 
ALTERNATIVA fo FO h% H% 
SI 40 40 80% 80% 






GRAFICO Nº 03 
¿LA INFORMACIÓN ÍNTIMA COMPRENDE TAMBIÉN AQUELLOS DATOS 




En el gráfico Nº 03; se observa que el 80% de los encuestados si están de 
acuerdo que la información intima de las personas comprende también aquellos 












Fuente: Encuesta realizada a los usuarios y empleados de la Superintendencia 
Nacional de los Registros Públicos. 
Fuente: Tabla Nº 03 
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TABLA Nº 04 
¿LOS DATOS PERSONALES (DOMICILIO, ESTADO CIVIL, ETC.) DEBEN 
EMITIRSE CON EL CONSENTIMIENTO DEL TITULAR CUANDO SEAN 
NECESARIOS EN EL TRÁFICO COMERCIAL? 
ALTERNATIVA fo FO h% H% 
SI 43 43 86% 86% 






GRAFICO Nº 04 
¿LOS DATOS PERSONALES (DOMICILIO, ESTADO CIVIL, ETC.) DEBEN 
EMITIRSE CON EL CONSENTIMIENTO DEL TITULAR CUANDO SEAN 













En el gráfico Nº 04; se observa que el 86% de los encuestados si están de 
acuerdo que los datos personales (domicilio, estado civil, etc.) deben emitirse con 
el consentimiento del titular; además se observa que el 14% no está de acuerdo. 
Fuente: Encuesta realizada a los usuarios y empleados de la Superintendencia 
Nacional de los Registros Públicos. 
 
40  
TABLA Nº 05 
¿LOS DATOS SENSIBLES (RELIGIÓN, SALUD, AFILIACIÓN SINDICAL, VIDA 
SEXUAL Y OTROS) CONFORMAN INFORMACIÓN INTIMA QUE DEBE SER 
PROTEGIDA DE TERCEROS? 
ALTERNATIVA fo FO h% H% 
SI 43 43 86% 86% 






GRAFICO Nº 05 
¿LOS DATOS SENSIBLES (RELIGIÓN, SALUD, AFILIACIÓN SINDICAL, VIDA 
SEXUAL Y OTROS) CONFORMAN INFORMACIÓN INTIMA QUE DEBE SER 












En el grafico N°05, se observa que el 86% de los encuestados está de acuerdo 
que los datos sensibles (religión, salud, afiliación sindical, vida sexual y otros) 
conforman información intima que debe ser protegida de terceros; además se 
observa que el 14% no está de acuerdo. 
Fuente: Encuesta realizada a los usuarios y empleados de la Superintendencia 
Nacional de los Registros Públicos. 
Fuente: Tabla Nº 05. 
Fuente: Tabla Nº 05. 
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TABLA Nº 06 
¿LOS DATOS SENSIBLES DEBEN SER EXCLUIDOS DE LA PUBLICIDAD 
REGISTRAL CUANDO RESTEN IMPORTANCIA AL TRÁFICO COMERCIAL? 
ALTERNATIVA fo FO h% H% 
SI 43 43 86% 86% 




   
 
GRAFICO Nº 06 
¿LOS DATOS SENSIBLES DEBEN SER EXCLUIDOS DE LA PUBLICIDAD 













En el grafico N°06, se observa que el 86% de los encuestados está de acuerdo 
que los datos sensibles deben ser excluidos de la publicidad registral cuando 
resten importancia al tráfico comercial; además se observa que el 14% no está de 
acuerdo. 
Fuente: Encuesta realizada a los usuarios y empleados de la Superintendencia 
Nacional de los Registros Públicos. 
Fuente: Tabla Nº 06. 
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TABLA Nº 07 
¿LA SUNARP DEBERÍA INFORMAR AL TITULAR SOBRE QUIENES HAN 
ADQUIRIDO SUS DATOS REGISTRALES A FIN DE CONTROLAR SU 
DIFUSIÓN Y SU BUEN USO? 
ALTERNATIVA fo FO h% H% 
SI 46 46 92% 92% 






GRAFICO Nº 07 
¿LA SUNARP DEBERÍA INFORMAR AL TITULAR SOBRE QUIENES HAN 
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En el grafico N°07, se observa que el 92% de los encuestados si está de acuerdo 
que la SUNARP debería informar al titular sobre quienes han adquirido sus datos 
registrales a fin de controlar su difusión y su buen uso; además se observa que el 
8% no está de acuerdo. 
Fuente: Encuesta realizada a los usuarios y empleados de la Superintendencia 
Nacional de los Registros Públicos. 
Fuente: Tabla Nº 07 
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TABLA Nº 08 
¿SE DEBE COMPROBAR EL INTERÉS LEGÍTIMO DE LA PERSONA QUE 
DESEA OBTENER LA INFORMACIÓN QUE BRINDA LA PUBLICIDAD 
REGISTRAL? 
ALTERNATIVA Fo FO h% H% 
SI 43 43 86% 86% 
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En el grafico N°08, se observa que el 86% de los encuestados si está de acuerdo 
que se debe comprobar el interés legítimo de la persona que desea obtener la 
información que brinda la publicidad registral; además se observa que el 14% no 
está de acuerdo. 
Fuente: Encuesta realizada a los usuarios y empleados de la Superintendencia 
Nacional de los Registros Públicos. 
Fuente: Tabla Nº 08 
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TABLA Nº 09 
¿PARA ACCEDER A LOS DATOS REGISTRALES EL SOLICITANTE DEBERÍA 
REALIZAR UNA DECLARACIÓN JURADA PARA DAR A CONOCER EL 
INTERÉS DEBIDAMENTE FUNDAMENTADO? 
ALTERNATIVA Fo FO h% H% 
SI 43 43 86% 86% 






GRAFICO Nº 09 
¿PARA ACCEDER A LOS DATOS REGISTRALES EL SOLICITANTE DEBERÍA 
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En el grafico N°09, se observa que el 86% de los encuestados si está de acuerdo 
que para acceder a los datos registrales el solicitante debería realizar una 
declaración jurada para dar a conocer el interés debidamente fundamentado; 
además se observa que el 14% no está de acuerdo. 
Fuente: Encuesta realizada a los usuarios y empleados de la Superintendencia 
Nacional de los Registros Públicos. 
Fuente: Tabla Nº 09 
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TABLA Nº 10 
¿EN EL SERVICIO DE PUBLICIDAD REGISTRAL EN LÍNEA SE DEBERÍA DE 
ADICIONAR UNA OPCIÓN PARA INDICAR QUIEN SOLICITA LA 
INFORMACIÓN Y EL MOTIVO POR LA QUE LO SOLICITA? 
ALTERNATIVA Fo FO h% H% 
SI 50 50 100% 100% 
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En el gráfico Nº 10; se observa que el 100% de los encuestados si están de 
acuerdo en que en el servicio de publicidad registral en línea se debería adicionar 
una opción para indicar quien solicita la información y el motivo por la que solicita 
dicha información; además se observa que el 0% no está de acuerdo. 
Fuente: Encuesta realizada a los usuarios y empleados de la Superintendencia 
Nacional de los Registros Públicos. 
Fuente: Tabla Nº 10 
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TABLA Nº 11 
¿SE DEBERÍA EVALUAR LAS SOLICITUDES DE CONSULTA REGISTRAL EN 
LÍNEA PARA DETERMINAR QUE SI AL BRINDAR LOS DATOS REGISTRALES 
SE VULNERARIA EL DERECHO A LA INTIMIDAD DEL TITULAR? 
ALTERNATIVA Fo FO h% H% 
SI 43 43 86% 86% 
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En el gráfico Nº 11; se observa que el 86% de los encuestados si está de acuerdo 
que se debería evaluar las solicitudes de consulta registral en línea a efectos de 
determinar si se vulnera el derecho a la intimidad; además se observa que el 14% 
no está de acuerdo. 
Fuente: Encuesta realizada a los usuarios y empleados de la Superintendencia 
Nacional de los Registros Públicos. 
Fuente: Tabla Nº 11 
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TABLA Nº 12 
¿LA ALERTA REGISTRAL DEBE IMPLEMENTAR LA NOTIFICACIÓN 
ELECTRÓNICA PARA AVISAR AL TITULAR DE QUIEN SE EXPIDE LAS 
COPIAS LITERALES O MANIFESTACIONES DE LAS PARTIDAS, Y DE LOS 
TÍTULOS ARCHIVADOS? 
ALTERNATIVA fo FO h% H% 
SI 43 43 86% 86% 
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En el gráfico Nº 12; se observa que el 86% de los encuestados si está de acuerdo 
que la alerta registral debe implementar la notificación electrónica para avisar al 
titular de quien se expide las copias literales o manifestaciones de las partidas, y 
de los títulos archivados, de igual manera en el caso de los títulos archivados; 
además se observa que el 14% no está de acuerdo. 
Fuente: Encuesta realizada a los usuarios y empleados de la Superintendencia 
Nacional de los Registros Públicos. 
Fuente: Tabla Nº 12 
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TABLA Nº 13 
¿LA INFORMACIÓN INTIMA QUE OBRA EN EL ―TÍTULO ARCHIVADO‖ 
(DOCUMENTOS NOTARIALES, JUDICIALES, ADMINISTRATIVOS, ETC.); 
DEBERÍAN SER EXCLUIDOS DE LA PUBLICIDAD REGISTRAL? 
ALTERNATIVA fo FO h% H% 
SI 50 50 100% 100% 
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(DOCUMENTOS NOTARIALES, JUDICIALES, ADMINISTRATIVOS, ETC.); 












En el gráfico Nº 13; se observa que el 100% de los encuestados si están de 
acuerdo la información intima que obra en el ―título archivado‖ (documentos 
notariales, judiciales, administrativos, etc.); deben ser excluidos de la publicidad 
registral; además se observa que el 0% no está de acuerdo. 
Fuente: Encuesta realizada a los usuarios y empleados de la Superintendencia 
Nacional de los Registros Públicos. 
Fuente: Tabla Nº 13 
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TABLA Nº 14 
EN EL CASO QUE LA SUNARP EXPIDA UN TITULO ARCHIVADO SOBRE 
DIVORCIO; ¿SE DEBERÍA EXCLUIR LAS CAUSALES DEL DIVORCIO Y 
DEMÁS INFORMACIÓN QUE ATENTA CONTRA EL DERECHO A LA 
INTIMIDAD DE LA PERSONA? 
ALTERNATIVA Fo FO h% H% 
SI 43 43 86% 86% 
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En el gráfico Nº 14; se observa que el 86% de los encuestados si está de acuerdo 
que en el caso que se expida un título archivado sobre divorcio; se debería excluir 
las causales del divorcio y demás información que atenta contra la intimidad de la 
persona; además se observa que el 14% no está de acuerdo. 
Fuente: Encuesta realizada a los usuarios y empleados de la Superintendencia 
Nacional de los Registros Públicos. 
Fuente: Tabla Nº 14 
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TABLA Nº 15 
¿AL ACREDITAR EL INTERÉS LEGÍTIMO IDÓNEO SE DEBERÍA OTORGAR 
UNA MANIFESTACIÓN, LA CUAL RESUME LA INFORMACIÓN SOLICITADA? 
ALTERNATIVA fo FO h% H% 
SI 43 43 86% 86% 






GRAFICO Nº 15 
¿AL ACREDITAR EL INTERÉS LEGÍTIMO IDÓNEO SE DEBERÍA OTORGAR 












En el gráfico Nº 15; se observa que el 86% de los encuestados si está de acuerdo 
que se debería otorgar una manifestación, la cual resume la información 
solicitada, en caso se acredite el interés legítimo idóneo; además se observa que 
el 14% no está de acuerdo. 
 
Fuente: Encuesta realizada a los usuarios y empleados de la Superintendencia 
Nacional de los Registros Públicos. 
Fuente: Tabla Nº 15 
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TABLA Nº 16 
¿EL DERECHO A LA INTIMIDAD DEBE SER LÍMITE DE LA PUBLICIDAD 
REGISTRAL? 
ALTERNATIVA Fo FO h% H% 
SI 42 42 84% 84% 
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En el gráfico Nº 16; se observa que el 86% de los encuestados si está de acuerdo 
que el derecho a la intimidad debe ser límite de la publicidad registral; además se 
observa que el 14% no está de acuerdo. 
Fuente: Encuesta realizada a los usuarios y empleados de la Superintendencia 
Nacional de los Registros Públicos. 
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TABLA Nº 17 
¿ES NECESARIO MEJORAR LA NORMATIVIDAD QUE REGULA LA 
PUBLICIDAD REGISTRAL Y DE ESTA FORMA PROTEGER AQUELLOS DATOS 
REGISTRALES QUE SEAN ÍNTIMOS? 
ALTERNATIVA Fo FO h% H% 
SI 43 43 86% 86% 
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En el gráfico Nº 17; se observa que el 86% de los encuestados si está de acuerdo 
que es necesario mejorar la normatividad que regula la publicidad registral y de 
esta forma proteger aquellos datos registrales que sean íntimos; además se 
observa que el 14% no está de acuerdo. 
Fuente: Tabla Nº 17Fuente: Tabla Nº 04. 
Fuente: Encuesta realizada a los usuarios y empleados de la Superintendencia 
Nacional de los Registros Públicos. 
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TABLA Nº 18 
¿EL AMPLIO Y FÁCIL ACCESO A LA INFORMACIÓN QUE TRANSMITE LA 
PUBLICIDAD REGISTRAL PODRÍA VULNERAR EL DERECHO A LA 
INTIMIDAD? 
ALTERNATIVA Fo FO h% H% 
SI 42 42 84% 84% 
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En el gráfico Nº 18; se observa que el 84% de los encuestados si está de acuerdo 
que el amplio y fácil acceso a la información que transmite la publicidad registral 
podría vulnerar el derecho a la intimidad; además se observa que el 16% no está 
de acuerdo. 
Fuente: Encuesta realizada a los usuarios y empleados de la Superintendencia 
Nacional de los Registros Públicos. 
Fuente: Tabla Nº 18 
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COMPROBACIÓN DE HIPÓTESIS 
Tabla cruzada ¿LA INFORMACIÓN ÍNTIMA COMPRENDE TAMBIÉN AQUELLOS DATOS “PERSONALES Y 
SENSIBLES” QUE NO DEBEN SER PÚBLICOS?*¿EL AMPLIO Y FÁCIL ACCESO A LA INFORMACIÓN 
QUE TRANSMITE LA PUBLICIDAD REGISTRAL PODRÍA VULNERAR EL DERECHO A LA INTIMIDAD? 
 
 
¿EL AMPLIO Y FÁCIL ACCESO 
A LA INFORMACIÓN QUE 
TRANSMITE LA PUBLICIDAD 
REGISTRAL PODRÍA 
VULNERAR EL DERECHO A LA 
INTIMIDAD? 




DATOS “PERSONALES Y 
SENSIBLES” QUE NO 
DEBEN SER PÚBLICOS? 
No Recuento 7 3 10 
Recuento esperado 1,6 8,4 10,0 
% del total 14,0% 6,0% 20,0% 
Si Recuento 1 39 40 
Recuento esperado 6,4 33,6 40,0 
% del total 2,0% 78,0% 80,0% 
Total Recuento 8 42 50 
Recuento esperado 8,0 42,0 50,0 
% del total 16,0% 84,0% 100,0% 
 
Pruebas de chi-cuadrado 









Chi-cuadrado de Pearson 27,121
a
 1 ,000   
Corrección de continuidad
b
 22,331 1 ,000   
Razón de verosimilitud 22,397 1 ,000   
Prueba exacta de Fisher    ,000 ,000 
Asociación lineal por lineal 26,578 1 ,000   
N de casos válidos 50     
a. 1 casillas (25,0%) han esperado un recuento menor que 5. El recuento mínimo esperado es 1,60. 
b. Sólo se ha calculado para una tabla 2x2 
 
En la aplicación de la prueba del Chi Cuadrado, se obtuvo un valor de 
significación de 0,000, que resulta inferior al 0.05 esperado, por esta razón se 
rechaza la hipótesis nula (Ho) y se acepta la hipótesis principal (H1). 
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IV. DISCUSIÓN DE RESULTADOS 
En base a los resultados observados de las preguntas 01,02 y 03 del cuestionario 
realizado a los empleados y usuarios de la Superintendencia Nacional de los 
Registros Públicos – SUNARP, se logró fijar que el derecho a la intimidad es un 
derecho que debe ser protegido por el estado, al ser un derecho constitucional de 
todas las personas; siendo los datos personales y sensibles información intima 
que no debe ser pública ni apta para terceros.  
Lo expuesto en líneas anteriores, concuerda plenamente con lo sostenido en la 
tesis titulada ―La Protección de datos personales: Estudio comparativo Europa-
América con especial análisis de la situación Argentina‖; en el sentido que debe 
existir una normatividad especial sobre ―protección de datos personales‖, para 
lograr restar las afectaciones y lesiones hacia ―el derecho a la intimidad y a los 
datos personales‖ (Saltor, 2013, p 200). Al respecto, debo hacer hincapié a la 
opinión del Tribunal Constitucional, en el sentido que entiende al derecho a la 
intimidad como aquel atributo que brinda un entorno autentico y separado de la 
actividad humana y común entre terceros; siendo en consecuencia, el campo de 
vida personal y familiar que deberá ser separado de la noción y acciones ajenas. 
(Citado por Moreno, s.f, p 11) 
En ese sentido, se ha podido fundamentar que ―todas las personas tienen 
derecho a la protección de su intimidad‖ en cualquier situación que se encuentre; 
siendo esto así, el estado, mediante su normatividad, debe proteger el derecho 
mencionado y, en consecuencia, cada que se promulga una ley, ésta debe tener 
un análisis previo para que no afecte a la intimidad de las personas. 
Más aún, si bien es cierto existe el principio de publicidad registral para mejorar el 
tráfico comercial y así poder realizar transacciones con seguridad, también  lo es 
que se puede utilizar para obtener información personal (y sensible) de terceras 
personas, sin necesidad de autorización alguna; por ejemplo: puedo obtener el 
aporte de capital y la cantidad de acciones que tiene una persona en su empresa; 
motivo por el cual caben las siguientes interrogantes: ¿la información que me 
otorgarían (gracias a la publicidad registral) debería ser apta para cualquier 
persona?,¿es válido que me otorguen una información sin autorización del titular y 
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menos sin señalar la razón por la cual la preciso?. La respuesta a ambas 
interrogantes claramente es: NO.Y es que no tendría que ser tan sencillo el 
brindar datos personales y mucho menos datos sensibles de una persona, sin la 
autorización correspondiente del titular o, por lo menos, sin precisar la razón por 
la cual se necesita esta información. 
Así mismo, observamos los resultados de las preguntas 04,05 y 06 del 
cuestionario realizado a los empleados y usuarios de la Superintendencia 
Nacional de los Registros Públicos – SUNARP; con los cuales se logró determinar 
que los datos personales deberían ser excluidos de la información otorgada por la 
publicidad registral, porque estos restan importancia al tráfico comercial y, sobre 
todo, que no se debería otorgar información sobre los datos sensibles de las 
personas y mucho menos, como se señala en el párrafo anterior, sin 
consentimiento del titular. 
Al respecto, en la tesis denominada: ―El derecho fundamental a la protección de 
datos personales en México: Análisis desde la influencia del Ordenamiento 
Jurídico Español‖; se concluye que: el ―derecho a la protección de datos‖ ha 
alcanzado una autonomía respecto a su definición proporcionando delimitación al 
derecho a la intimidad; todo esto según la jurisprudencia del tribunal constitucional 
de España. (Guzmán, 2013, p 11). En el mismo sentido, en el documento titulado: 
―protección de datos personales vs acceso a la información pública ¿derechos 
fundamentales en conflicto?‖; se resalta que es importante tener presente que la 
protección de los datos personales tiene como fundamento de protección, tanto a 
su titular como al derecho de estos de poder disponer, con plena libertad, de 
aquella información. (Nahabetián, s.a., p 8.).   
Más aun, es preciso considerar que la mayoría de los encuestados al ser 
interrogados con las preguntas 04,05 y 06; concluyen en que los datos 
personales, y también los datos sensibles, no deben ser considerados dentro de 
la información otorgada por la publicidad registral, en la medida que esta 
información debe ser tratada directamente por su titular; tal y como precisa 
Nahabetián, al señalar que la disposición de estos datos tendrían que ser 
brindados únicamente a su titular, a fin de no desarrollar una lesión a la intimidad.  
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Con respecto a los resultados observados de las preguntas 07, 08 y 09 del 
cuestionario realizado a los empleados y usuarios de la Superintendencia 
Nacional de los Registros Públicos – SUNARP; se llegó a determinar que es 
factible otorgar datos sensibles mediante la publicidad registral, siempre y cuando 
se cuente con la debida autorización del titular y/o medie alguna declaración 
jurada del solicitante donde indique su interés debidamente fundamentado; 
asimismo la SUNARP debería informar al titular sobre el tratamiento de sus datos 
a fin de lograr controlar su difusión y buen uso. 
Ahora bien, si se hace una comparación con la doctrina existente, los autores en 
su blog sobre ―La publicidad Registral y el Derecho a la Intimidad‖ opinan que 
realizando una comparación entre ―la publicidad registral y el derecho a la 
intimidad‖, el segundo es reaccional por eso es de necesidad lograr lineamientos 
de solución para fomentar el asesoramiento jurídico sin afectar plenamente el 
derecho a la intimidad (Calderón N. y Aliaga L., 2001, p. 15).Por su parte, en la 
tesis denominada: ―Protección de datos personales en el sector de las 
telecomunicaciones‖,se concluye que: desde el siglo XXI al desarrollar la 
tecnologia se creo el internet; con el que se desarrolla tambien las 
telecomunicaciones; siendo este ultimo un medio importante para publicar y dar a 
conocer los datos personales del individuo. (Quintanilla, 2006, p 08) 
Al respecto, sabemos que hoy en día todo lo encontramos frente a una 
computadora, y mejor aún, si ésta tiene servicio de internet podemos navegar de 
la manera más fácil y accesible a diferentes páginas web; por ejemplo, en la 
actualidad gracias a la publicidad registral podemos solicitar vía internet desde 
búsquedas registrales hasta copias literales completas, vigencias de poder, entre 
otros. Ahora, respecto a la opinión de Calderón N. y Aliaga L. es necesario que se 
otorguen soluciones o lineamientos a seguir en el ámbito de la publicidad registral 
para así poder dejar de afectar el derecho a la intimidad de las personas; para 
lograr un tráfico comercial que beneficie al estado. 
En referencia a los resultados observados de las preguntas 10, 11 y 12 del 
cuestionario realizado ―a los empleados y usuarios de la Superintendencia 
Nacional de los Registros Públicos – SUNARP‖, se ha logrado determinar que la 
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publicidad material debería implementar mecanismos idóneos dentro de sus 
servicios en línea a efectos de evitar el tráfico de información que puedan vulnerar 
a la intimidad; es preciso además señalar que de la pregunta N° 10 se desprende 
que en el servicio de publicidad registral en línea, se debería adicionar una opción 
para indicar quien solicita la información y el motivo por la que solicita dicha 
información; lo cual se contrasta con la pregunta N°11 en la que se confirma por 
mayoría que se debería evaluar las solicitudes de consulta registral en línea a 
efectos de determinar ―si se vulnera el derecho a la intimidad‖ y sobre la misma 
línea la pregunta N° 12 complementa el resultado de que la alerta registral debe 
implementar la notificación electrónica con destino al titular de quien se expide las 
copias literales o manifestaciones de las partidas, de igual manera en el caso de 
los títulos archivados.  
Lo descrito en el párrafo anterior es concordante con lo expuesto en la tesis 
titulada: ―Publicidad Registral y Derecho a la Intimidad‖, en el sentido que 
concluye que se podría implementar en el servicio de publicidad registral en línea 
un ítem a efectos de solicitar la razón o motivo por la que se desea dicha 
información; con el objetivo de no privar este servicio. (Tarrillo, 2013, p 63) Ahora 
bien, de acuerdo a ―la página web de la SUNARP‖ (s.f.) fija que es un sistema que 
brinda ―la SUNARP‖, que le respalda, mediante la variedad de ―herramientas 
visuales y tecnologia moderna‖, que posibilite entender la capacidad de ―las 
partidas registrales‖. 
La publicidad material que otorga la publicidad registral, comprende en la 
actualidad un compendio de información de amplio y fácil acceso a través de la 
tecnología, dejando vulnerable el derecho a la intimidad de la persona de una 
manera tan fácil como el acceder a una página web desde casa, por ello es 
necesario implementar eficientes herramientas tecnológicas que resguarden el 
uso de información de carácter íntimo las cuales no brindan ni restan la debida 
importancia al trafico jurídico, de ello se debe mencionar también que los 
registradores y demás colaboradores de los registros públicos deben tener en 
cuenta la protección de los datos sensibles y/o personas antes de emitir un 




De los resultados observados de las preguntas 13, 14 y 15 del cuestionario 
realizado ―a los empleados y usuarios de la Superintendencia Nacional de los 
Registros Públicos – SUNARP‖, se logró determinar que la publicidad formal 
mediante los diversos documentos que emite, debe excluir de los títulos 
archivados información que afecten al derecho a la intimidad y que, además, se 
debe optar por entregar una manifestación en caso que los usuarios no 
demuestren el interés legítimo. Es preciso además señalar sobre la función de la 
SUNARP, que en la pregunta N°13, en el sentido que la información personal del 
―título archivado‖ (documentos notariales, judiciales, administrativos, etc.); 
deberían ser excluidos de la publicidad registral; esto en concordancia con la 
pregunta N°14 la mayoría de encuestados están de acuerdo que al expedir un 
título archivado sobre divorcio se debería excluir las causales del divorcio y 
demás información que transgreda el derecho a la intimidad de la persona; 
complementándose con la pregunta N° 15 en la cual se observa que la mayoría 
de encuestados si están de acuerdo que se debería otorgar una manifestación, la 
cual resume la información solicitada, en caso se acredite un interés legítimo 
idóneo. 
Teniendo en cuenta la tesis titulada ―Publicidad Registral y Derecho a la Intimidad‖ 
que establece que es posible constituirse esta colisión específicamente ―a nivel 
documental‖ (es decir a través de base de datos registrales) A fin de evitar el 
conflicto entre datos sensibles y no sensibles se puede establecer y eliminar los 
mencionados datos del tráfico de la publicidad registral. (Tarrillo, 2013, p 87). 
Mientras tanto, en la investigación titulada ―El derecho a la intimidad y la 
publicidad registral‖, que refiere que en el Perú se tiene que ―una vez calificado el 
título‖, asimismo expandirse ―al asiento de inscripción‖ en ―la partida registral‖, 
este debería también ser archivado, al diario de la oficina registral; lo que genera 
que la comunidad jurídica nacional analice y comprenda que ―la publicidad 
registral‖ se extiende ―naturalmente‖ al ―título archivado‖ lo que en principio es 
positivo. (LLaja, 2013, p.10) 
En tanto, respecto a lo indicado por las preguntas señaladas en el párrafo 
precedente las cuales muestran lo importante que es comentar acerca del título 
archivado al que actualmente todos tienen acceso; demuestra que la publicidad 
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registral da a conocer de manera general y fácil los archivos, información y otros 
documentos de una persona, llegando a obtener el contrato, sentencias, entre 
otros que generan los títulos inscritos en los registros públicos. 
Se debe indicar también que mediante este título archivado se brinda un fácil 
acceso a los datos personales y/o sensibles de las personas, siendo tan fácil el 
acceso que cualquier persona puede acceder sin necesidad de la autorización del 
titular de los mencionados datos y peor aún si su conocimiento de la expedición.    
De los resultados observados de las preguntas 16, 17 y 18 del cuestionario 
realizado ―a los empleados y usuarios de la Superintendencia Nacional de los 
Registros Públicos – SUNARP‖, se logró determinar que la normatividad que 
regula actualmente la publicidad registral de nuestro país, debería tener como 
límite―el derecho a la intimidad de las personas‖, para ello se debería mejorar la 
normatividad vigente, coincidiendo además que la mayoría de encuestados que al 
exponer la información de forma amplia y fácil podría vulnerar su derecho a la 
intimidad; es preciso señalar que de la pregunta N° 16 se desprende que ―el 
derecho a la intimidad‖ debe ser límite de ―la publicidad registral‖ como establecen 
los tratados internacionales, la cual se contrasta con la pregunta N°17 la mayoría 
de encuestados al estar de acuerdo que si es necesario cambiar nuestra 
normatividad para obtener un mejor tratamiento de los datos personales respecto 
a la publicidad registral, además es importante la pregunta N°18 que el amplio y 
fácil acceso a la información que transmite ―la publicidad registral podría vulnerar 
el derecho a la intimidad‖. 
En relación al trabajo titulado: ―La eficacia negativa de la publicidad registral en 
Cuba‖ menciona que si el registro Cubano asegure el tráfico comercial eso quiere 
decir que no solo se obligue a proteger al adquirente; sino, debe reglamentar un 
tipo de ―asiento registral‖, que pueda publicar aquellas ―situaciones jurídicas de 
naturaleza transitoria‖ no inscribibles desde el principio del ―procedimiento 
registral‖ (Rosabal, 2014, p. 113). En relación con la investigación ―El derecho a la 
intimidad y la publicidad registral‖, que refiere del derecho a la publicidad registral 
debería estar regulada con mayor énfasis en ―defender el derecho a la intimidad‖, 
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máxime si ésta publicidad puede, y de hecho en ocasiones lo hace, alterar la 
esfera personal del sujeto. (LLaja, 2013, p.12)  
La investigación refiere que la publicidad registral es una herramienta útil en el 
tráfico comercial de nuestro país, pero sin embargo aún existe dentro de su 
normatividad algunos vacíos legales, las cuales pueden ser empleados de forma 
desmedida para ―afectar el derecho a la intimidad de las personas‖, entendiendo 












 Como primera conclusión, en mérito al análisis de la legislación peruana 
realizada en la presente investigación contrastada con los resultados del 
instrumento se ha podido determinar que es posible que la publicidad registral 
afecte el derecho a la intimidad de las personas, debido al amplio e indiscriminado 
acceso a la información de datos sensibles  que alcanza también a los archivos 
registrales, y además la inaplicación del interés debidamente fundamentado del 
tercero interesado. 
 
 Se indicó de que forma la publicidad registral afecta el derecho a la 
intimidad, esto se daría, primero, a través de la expedición de títulos archivados 
en las cuales obran documentos judiciales, notariales o administrativos que en su 
contenido se encuentra información de la esfera personal como datos sensibles 
que afectan directa o indirectamente el derecho a la intimidad; segundo, brindar la 
información a terceros sin indicar al titular sobre quienes han obtenido sus datos a 
través de la publicidad registral y por qué motivo lo solicitaron, se estaría 
vulnerando el derecho a la intimidad, entre otros 
 
 Al analizar y comparar entre la legislación nacional y extranjera sobre el 
tratamiento de la publicidad registral y su afectación del derecho a la intimidad, es 
posible concluir que dentro de la normatividad peruana actual existe aún 
discordancias o vacíos legales que permiten que la publicidad registral se 
convierta de alguna forma en una herramienta totalitaria en comparación por 
ejemplo con la normatividad Española, modelo normativo que garantiza más al 
derecho a la intimidad, sin interrumpir y mucho menos afectar el tráfico comercial. 
 
 Al proponer lineamientos registrales para no afectar la intimidad como  
derecho, entre las principales están, el mejorar la calificación de los registradores 
al momento de expedir documentación que pertenezcan al título archivado en 
donde exista datos en el que pueda perjudicar ―el derecho a la intimidad‖, además 
implementar un sistema tecnológico dentro de la publicidad material que permita 





 Al haber concluido en la presente investigación, que ―la publicidad registral 
afecta el derecho a la intimidad de las personas‖, es vital dirigirme al ente 
legislativo del Estado, es decir que los congresistas puedan observar y analizar la 
normatividad vigente respecto al tema con el propósito de que exista modificación 
e implementación de las distintas normas que regulan esta problemática para que 
así no sean discordantes, y pacifica; estas importantes decisiones pueden 
lograrse teniendo en cuenta la legislación comparada, un claro ejemplo es la 
regulación que existe en España, donde la publicidad registral se da de forma 
idónea pero sin transgredir ―el derecho a la intimidad‖, incorporar dentro de ―las 
normas y reglamentos de la SUNARP‖, la obligación del usuario de declaración 
jurada simple para saber cuál es la intención de obtener la información, 
implementar dentro del sistema registral material herramientas que identifiquen o 
avisen a través de la publicidad registral al titular de la información. 
 
 Parte importante de la expedición de información, son los registradores de 
la SUNARP, quienes tienen la facultad de brindar la información a través de la 
publicidad registral como de denegarla por motivo razonable, entonces son ellos 
quienes deben procurar calificar de forma idónea para que no se afecte el 
derecho a la intimidad. 
 
 Con respecto a los usuarios de la publicidad registral, tanto activos y 
pasivos de información, es importante determinar el uso idóneo de la información 
que se brinda a través de la publicidad registral, siendo así el titular de los datos 
esté debidamente informado de quien ha ingresado a sus datos registrales. 
 
 A la SUNARP, dentro de la publicidad registral material implementar la 
alerta registral, siendo una notificación electrónica para que el titular se 
encuentre informado de quien ha ingresado a su información y cuál es el motivo 
por la que la necesita; pudiendo aplicarse con los límites que el derecho brinda a 
la publicidad registral, en el cual es posible denegar título archivados que 
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Objetivos Específicos V.D.  Técnicas 
- Indicar cómo la publicidad 
registral afecta al derecho a la 
intimidad. 
- Analizar la legislación 
nacional e internacional 
respecto a la publicidad 
registral y su afectación al 
derecho a la intimidad. 
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registrales para no afectar la 




Derecho a la 
intimidad 
Busqueda en linea  
Encuesta 
Alerta registral Instrumentos 












ANEXO II: CUESTIONARIO 
ENCUESTA 
A continuación encontrará preguntas sobre aspectos relacionados con la publicidad registral y su 
afectación al derecho a la intimidad; y así poder determinar si existe una debida regulación con 
respecto al tema. Recuerde que no hay respuestas correctas o equivocadas, el interés de la 
presente encuesta es solo saber su opinión. La presente encuesta es anónima y sus respuestas 
serán tratadas con un alto grado de confidencialidad. Recuerde ser lo más objetivo posible, 
conteste con sinceridad. 
1  SI 






1.  ¿Todas las personas tienen derecho a la protección de su intimidad? 
0 1 
2.  ¿La protección Constitucional del derecho a la intimidad debe regir sobre las 
demás normas que puedan afectarla? 0 1 
3.  ¿La información íntima comprende también aquellos datos “personales y 
sensibles” que no deben ser públicos? 0 1 
4.  ¿Los datos personales (domicilio, estado civil, etc.) Deben emitirse con el 
consentimiento del titular cuando sean necesarios en el tráfico comercial? 0 1 
5.  ¿Los datos sensibles (religión, salud, afiliación sindical, vida sexual y otros) 
conforman información intima que debe ser protegida de terceros? 0 1 
6.  ¿Los datos sensibles  deben ser excluidos de la publicidad registral cuando 
resten importancia al tráfico comercial? 0 1 
7.  ¿La SUNARP debería informar al titular sobre quienes han adquirido sus datos 
registrales a fin de controlar su difusión y su buen uso? 0 1 
8.  ¿Se debe comprobar el interés legítimo de la persona que desea obtener la 
información que brinda la publicidad registral? 0 1 
9.  ¿Para acceder a los datos registrales el solicitante debería realizar una 
declaración jurada para dar a conocer el interés debidamente fundamentado? 0 1 
10.  ¿En el servicio de publicidad registral en línea se debería de adicionar una 
opción para indicar quien solicita la información y el motivo por la que lo 
solicita?  
0 1 
11.  ¿Se debería evaluar las solicitudes de consulta registral en línea, para 
determinar que, si los datos podrían vulnerar el derecho a la intimidad del 
titular? 
0 1 
12.  ¿La alerta registral debe implementar la notificación electrónica para avisar al 0 1 
 
 
titular de quien se expide las copias literales o manifestaciones de las partidas, 
y de los títulos archivados? 
13.  ¿La información intima que obra en el “título archivado” (documentos 
notariales, judiciales, administrativos, etc.); deberían ser excluidos de la 
publicidad registral? 
0 1 
14.  ¿En el caso que la SUNARP expida un titulo archivado sobre divorcio; se debería 
excluir las causales del divorcio y demás información que atenta contra el 
derecho a la intimidad de la persona? 
0 1 
15.  ¿Al acreditar el interés legítimo idóneo se debería otorgar una manifestación, 
la cual resume la información solicitada? 0 1 
16.  ¿El derecho a la intimidad debe ser límite de la publicidad registral? 
0 1 
17.  ¿Es necesario mejorar la normatividad que regula la publicidad registral y de 
esta forma proteger aquellos datos registrales que sean  íntimos? 0 1 
18.  ¿El amplio y fácil acceso a la información que transmite la publicidad registral 
















































LEY DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES 
LEY Nº 29733 







 Artículo 1. Objeto de la Ley  
 La presente Ley tiene el objeto de garantizar el derecho fundamental a la 
protección de los datos personales, previsto en el artículo 2 numeral 6 de la Constitución 
Política del Perú, a través de su adecuado tratamiento, en un marco de respeto de los 
demás derechos fundamentales que en ella se reconocen.  
 
 Artículo 2. Definiciones  
 Para todos los efectos de la presente Ley, se entiende por:  
 
 1. Banco de datos personales. Conjunto organizado de datos personales, 
automatizado o no, independientemente del soporte, sea este físico, magnético, digital, 
óptico u otros que se creen, cualquiera fuere la forma o modalidad de su creación, 
formación, almacenamiento, organización y acceso.  
 
 2. Banco de datos personales de administración privada. Banco de datos 
personales cuya titularidad corresponde a una persona natural o a una persona jurídica 
de derecho privado, en cuanto el banco no se encuentre estrictamente vinculado al 
ejercicio de potestades de derecho público.  
 
 3. Banco de datos personales de administración pública. Banco de datos 
personales cuya titularidad corresponde a una entidad pública.  
 
 4. Datos personales. Toda información sobre una persona natural que la identifica 
o la hace identificable a través de medios que pueden ser razonablemente utilizados.  
 
 5. Datos sensibles. Datos personales constituidos por los datos biométricos que 
por sí mismos pueden identificar al titular; datos referidos al origen racial y étnico; 
ingresos económicos, opiniones o convicciones políticas, religiosas, filosóficas o morales; 
afiliación sindical; e información relacionada a la salud o a la vida sexual.  
 
 6. Encargado del banco de datos personales. Toda persona natural, persona 
jurídica de derecho privado o entidad pública que sola o actuando conjuntamente con otra 





 7. Entidad pública. Entidad comprendida en el artículo I del Título Preliminar de la 
Ley 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, o la que haga sus veces.  
 
 8. Flujo transfronterizo de datos personales. Transferencia internacional de datos 
personales a un destinatario situado en un país distinto al país de origen de los datos 
personales, sin importar el soporte en que estos se encuentren, los medios por los cuales 
se efectuó la transferencia ni el tratamiento que reciban.  
 
CONCORDANCIAS: D.S.Nº 007-2013-MINCETUR, Art. 10 (Confidencialidad de la 
información) 
 
 9. Fuentes accesibles para el público. Bancos de datos personales de 
administración pública o privada, que pueden ser consultados por cualquier persona, 
previo abono de la contraprestación correspondiente, de ser el caso. Las fuentes 
accesibles para el público son determinadas en el reglamento.  
 
 10. Nivel suficiente de protección para los datos personales. Nivel de protección 
que abarca por lo menos la consignación y el respeto de los principios rectores de esta 
Ley, así como medidas técnicas de seguridad y confidencialidad, apropiadas según la 
categoría de datos de que se trate.  
 
 11. Persona jurídica de derecho privado. Para efectos de esta Ley, la persona 
jurídica no comprendida en los alcances del artículo I del Título Preliminar de la Ley 
27444, Ley del Procedimiento Administrativo General.  
 
 12. Procedimiento de anonimización. Tratamiento de datos personales que impide 
la identificación o que no hace identificable al titular de estos. El procedimiento es 
irreversible.  
 
 13. Procedimiento de disociación. Tratamiento de datos personales que impide la 
identificación o que no hace identificable al titular de estos. El procedimiento es 
reversible.  
 
 14. Titular de datos personales. Persona natural a quien corresponde los datos 
personales.  
 
 15. Titular del banco de datos personales. Persona natural, persona jurídica de 
derecho privado o entidad pública que determina la finalidad y contenido del banco de 
datos personales, el tratamiento de estos y las medidas de seguridad.  
 
 16. Transferencia de datos personales. Toda transmisión, suministro o 
manifestación de datos personales, de carácter nacional o internacional, a una persona 
jurídica de derecho privado, a una entidad pública o a una persona natural distinta del 
titular de datos personales.  
 
 17. Tratamiento de datos personales. Cualquier operación o procedimiento 
técnico, automatizado o no, que permite la recopilación, registro, organización, 
 
 
almacenamiento, conservación, elaboración, modificación, extracción, consulta, 
utilización, bloqueo, supresión, comunicación por transferencia o por difusión o cualquier 
otra forma de procesamiento que facilite el acceso, correlación o interconexión de los 
datos personales.  
 
 El reglamento de esta Ley puede realizar un mayor desarrollo de las definiciones 
existentes.  (*) 
 
(*) Artículo modificado por la Tercera Disposición Complementaria Modificatoria del 
Decreto Legislativo N° 1353, publicado el 07 enero 2017, la misma que entrará en 
vigencia al día siguiente de la publicación del Decreto Supremo que aprueba su 
Reglamento y la modificación del Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos, cuyo texto es el siguiente: 
 
 ―Artículo 2. Definiciones 
 Para todos los efectos de la presente Ley, se entiende por: 
 
 1. Banco de datos personales. Conjunto organizado de datos personales, 
automatizado o no, independientemente del soporte, sea este físico, magnético, digital, 
óptico u otros que se creen, cualquiera fuere la forma o modalidad de su creación, 
formación, almacenamiento, organización y acceso. 
 
 2. Banco de datos personales de administración privada. Banco de datos 
personales cuya titularidad corresponde a una persona natural o a una persona jurídica 
de derecho privado, en cuanto el banco no se encuentre estrictamente vinculado al 
ejercicio de potestades de derecho público. 
 
 3. Banco de datos personales de administración pública. Banco de datos 
personales cuya titularidad corresponde a una entidad pública. 
 
 4. Datos personales. Toda información sobre una persona natural que la identifica 
o la hace identificable a través de medios que pueden ser razonablemente utilizados. 
 
 5. Datos sensibles. Datos personales constituidos por los datos biométricos que 
por sí mismos pueden identificar al titular; datos referidos al origen racial y étnico; 
ingresos económicos; opiniones o convicciones políticas, religiosas, filosóficas o morales; 
afiliación sindical; e información relacionada a la salud o a la vida sexual. 
 
 6. Días. Días hábiles. 
 
 7. Encargado de tratamiento de datos personales. Toda persona natural, persona 
jurídica de derecho privado o entidad pública que sola o actuando conjuntamente con otra 
realiza el tratamiento de los datos personales por encargo del titular del banco de datos 
personales en virtud de una relación jurídica que le vincula con el mismo y delimita el 
ámbito de su actuación. Incluye a quien realice el tratamiento sin la existencia de un 




 8. Encargo de tratamiento. Entrega por parte del titular del banco de datos 
personales a un encargado de tratamiento de datos personales en virtud de una relación 
jurídica que los vincula. Dicha relación jurídica delimita el ámbito de actuación del 
encargado de tratamiento de los datos personales. 
 
 9. Entidad pública. Entidad comprendida en el artículo I del Título Preliminar de la 
Ley 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, o la que haga sus veces. 
 
 10. Flujo transfronterizo de datos personales. Transferencia internacional de datos 
personales a un destinatario situado en un país distinto al país de origen de los datos 
personales, sin importar el soporte en que estos se encuentren, los medios por los cuales 
se efectuó la transferencia ni el tratamiento que reciban. 
 
 11. Fuentes accesibles para el público. Bancos de datos personales de 
administración pública o privada, que pueden ser consultados por cualquier persona, 
previo abono de la contraprestación correspondiente, de ser el caso. Las fuentes 
accesibles para el público son determinadas en el reglamento. 
 
 12. Nivel suficiente de protección para los datos personales. Nivel de protección 
que abarca por lo menos la consignación y el respeto de los principios rectores de esta 
Ley, así como medidas técnicas de seguridad y confidencialidad, apropiadas según la 
categoría de datos de que se trate. 
 
 13. Persona jurídica de derecho privado. Para efectos de esta Ley, la persona 
jurídica no comprendida en los alcances del artículo I del Título Preliminar de la Ley 
27444, Ley del Procedimiento Administrativo General. 
 
 14. Procedimiento de anonimización. Tratamiento de datos personales que impide 
la identificación o que no hace identificable al titular de estos. El procedimiento es 
irreversible. 
 
 15. Procedimiento de disociación. Tratamiento de datos personales que impide la 
identificación o que no hace identificable al titular de estos. El procedimiento es 
reversible. 
 
 16. Titular de datos personales. Persona natural a quien corresponde los datos 
personales. 
 
 17. Titular del banco de datos personales. Persona natural, persona jurídica de 
derecho privado o entidad pública que determina la finalidad y contenido del banco de 
datos personales, el tratamiento de estos y las medidas de seguridad. 
 
 18. Transferencia de datos personales. Toda transmisión, suministro o 
manifestación de datos personales, de carácter nacional o internacional, a una persona 
jurídica de derecho privado, a una entidad pública o a una persona natural distinta del 




 19. Tratamiento de datos personales. Cualquier operación o procedimiento 
técnico, automatizado o no, que permite la recopilación, registro, organización, 
almacenamiento, conservación, elaboración, modificación, extracción, consulta, 
utilización, bloqueo, supresión, comunicación por transferencia o por difusión o cualquier 
otra forma de procesamiento que facilite el acceso, correlación o interconexión de los 
datos personales‖. 
 
CONCORDANCIAS: D.S. Nº 003-2013-JUS (Reglamento) Art. 2 
 
 Artículo 3. Ámbito de aplicación  
 La presente Ley es de aplicación a los datos personales contenidos o destinados 
a ser contenidos en bancos de datos personales de administración pública y de 
administración privada, cuyo tratamiento se realiza en el territorio nacional. Son objeto de 
especial protección los datos sensibles.  
 
 Las disposiciones de esta Ley no son de aplicación a los siguientes datos 
personales:  
 
 1. A los contenidos o destinados a ser contenidos en bancos de datos personales 
creados por personas naturales para fines exclusivamente relacionados con su vida 
privada o familiar.  
 
 2. A los contenidos o destinados a ser contenidos en bancos de datos de 
administración pública, solo en tanto su tratamiento resulte necesario para el estricto 
cumplimiento de las competencias asignadas por ley a las respectivas entidades 
públicas, para la defensa nacional, seguridad pública, y para el desarrollo de actividades 
en materia penal para la investigación y represión del delito.  (*) 
 
(*) Artículo modificado por la Tercera Disposición Complementaria Modificatoria del 
Decreto Legislativo N° 1353, publicado el 07 enero 2017, la misma que entrará en 
vigencia al día siguiente de la publicación del Decreto Supremo que aprueba su 
Reglamento y la modificación del Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos, cuyo texto es el siguiente: 
 
 ―Artículo 3. Ámbito de aplicación 
 La presente Ley es de aplicación a los datos personales contenidos o destinados 
a ser contenidos en bancos de datos personales de administración pública y de 
administración privada, cuyo tratamiento se realiza en el territorio nacional. Son objeto de 
especial protección los datos sensibles. 
 
 Las disposiciones de esta Ley no son de aplicación a los siguientes datos 
personales: 
 
 1. A los contenidos o destinados a ser contenidos en bancos de datos personales 
creados por personas naturales para fines exclusivamente relacionados con su vida 




 2. A los contenidos o destinados a ser contenidos en bancos de datos de 
administración pública, solo en tanto su tratamiento resulte necesario para el estricto 
cumplimiento de las competencias asignadas por ley a las respectivas entidades 
públicas, para la defensa nacional, seguridad pública, y para el desarrollo de actividades 
en materia penal para la investigación y represión del delito‖. 
 






 Artículo 4. Principio de legalidad  
 El tratamiento de los datos personales se hace conforme a lo establecido en la 
ley. Se prohíbe la recopilación de los datos personales por medios fraudulentos, 
desleales o ilícitos.  
 
 Artículo 5. Principio de consentimiento  
 Para el tratamiento de los datos personales debe mediar el consentimiento de su 
titular.  
 
CONCORDANCIAS: D.S. Nº 003-2013-JUS (Reglamento) Art. 7 
 
 Artículo 6. Principio de finalidad  
 Los datos personales deben ser recopilados para una finalidad determinada, 
explícita y lícita. El tratamiento de los datos personales no debe extenderse a otra 
finalidad que no haya sido la establecida de manera inequívoca como tal al momento de 
su recopilación, excluyendo los casos de actividades de valor histórico, estadístico o 
científico cuando se utilice un procedimiento de disociación o anonimización.  
 
CONCORDANCIAS: D.S. Nº 003-2013-JUS (Reglamento) Art. 8 
 
 Artículo 7. Principio de proporcionalidad  
 Todo tratamiento de datos personales debe ser adecuado, relevante y no excesivo 
a la finalidad para la que estos hubiesen sido recopilados.  
 
CONCORDANCIAS: D.S. N° 040-2014-PCM, Art. 132 (Protección de Información del 
Legajo) 
 
 Artículo 8. Principio de calidad  
 Los datos personales que vayan a ser tratados deben ser veraces, exactos y, en 
la medida de lo posible, actualizados, necesarios, pertinentes y adecuados respecto de la 
finalidad para la que fueron recopilados. Deben conservarse de forma tal que se 
garantice su seguridad y solo por el tiempo necesario para cumplir con la finalidad del 
tratamiento.  
 
CONCORDANCIAS: D.S. Nº 003-2013-JUS (Reglamento) Art. 9 
 
 
 Artículo 9. Principio de seguridad  
 El titular del banco de datos personales y el encargado de su tratamiento deben 
adoptar las medidas técnicas, organizativas y legales necesarias para garantizar la 
seguridad de los datos personales. Las medidas de seguridad deben ser apropiadas y 
acordes con el tratamiento que se vaya a efectuar y con la categoría de datos personales 
de que se trate.  
 
CONCORDANCIAS: D.S. Nº 003-2013-JUS (Reglamento) Art. 10 
 
 Artículo 10. Principio de disposición de recurso  
 Todo titular de datos personales debe contar con las vías administrativas o 
jurisdiccionales necesarias para reclamar y hacer valer sus derechos, cuando estos sean 
vulnerados por el tratamiento de sus datos personales.  
 
 Artículo 11. Principio de nivel de protección adecuado  
 Para el flujo transfronterizo de datos personales, se debe garantizar un nivel 
suficiente de protección para los datos personales que se vayan a tratar o, por lo menos, 
equiparable a lo previsto por esta Ley o por los estándares internacionales en la materia.  
 
 Artículo 12. Valor de los principios  
 La actuación de los titulares y encargados de los bancos de datos personales y, 
en general, de todos los que intervengan con relación a datos personales, debe ajustarse 
a los principios rectores a que se refiere este Título. Esta relación de principios rectores 
es enunciativa. 
 
 Los principios rectores señalados sirven también de criterio interpretativo para 
resolver las cuestiones que puedan suscitarse en la aplicación de esta Ley y de su 
reglamento, así como de parámetro para la elaboración de otras disposiciones y para 
suplir vacíos en la legislación sobre la materia.  (*) 
 
(*) Artículo modificado por la Tercera Disposición Complementaria Modificatoria del 
Decreto Legislativo N° 1353, publicado el 07 enero 2017, la misma que entrará en 
vigencia al día siguiente de la publicación del Decreto Supremo que aprueba su 
Reglamento y la modificación del Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos, cuyo texto es el siguiente: 
 
 ―Artículo 12. Valor de los principios 
 La actuación de los titulares y encargados de tratamiento de datos personales y, 
en general, de todos los que intervengan con relación a datos personales, debe ajustarse 
a los principios rectores a que se refiere este Título. Esta relación de principios rectores 
es enunciativa. 
 
 Los principios rectores señalados sirven también de criterio interpretativo para 
resolver las cuestiones que puedan suscitarse en la aplicación de esta Ley y de su 
reglamento, así como de parámetro para la elaboración de otras disposiciones y para 




TRATAMIENTO DE DATOS PERSONALES 
 
 Artículo 13. Alcances sobre el tratamiento de datos personales  
 
 13.1 El tratamiento de datos personales debe realizarse con pleno respeto de los 
derechos fundamentales de sus titulares y de los derechos que esta Ley les confiere. 
Igual regla rige para su utilización por terceros.  
 
 13.2 Las limitaciones al ejercicio del derecho fundamental a la protección de datos 
personales solo pueden ser establecidas por ley, respetando su contenido esencial y 
estar justificadas en razón del respeto de otros derechos fundamentales o bienes 
constitucionalmente protegidos.  
 
 13.3 Mediante reglamento se dictan medidas especiales para el tratamiento de los 
datos personales de los niños y de los adolescentes, así como para la protección y 
garantía de sus derechos. Para el ejercicio de los derechos que esta Ley reconoce, los 
niños y los adolescentes actúan a través de sus representantes legales, pudiendo el 
reglamento determinar las excepciones aplicables, de ser el caso, teniendo en cuenta 
para ello el interés superior del niño y del adolescente.  
 
 13.4 Las comunicaciones, telecomunicaciones, sistemas informáticos o sus 
instrumentos, cuando sean de carácter privado o uso privado, solo pueden ser abiertos, 
incautados, interceptados o intervenidos por mandamiento motivado del juez o con 
autorización de su titular, con las garantías previstas en la ley. Se guarda secreto de los 
asuntos ajenos al hecho que motiva su examen. Los datos personales obtenidos con 
violación de este precepto carecen de efecto legal.  
 
 13.5 Los datos personales solo pueden ser objeto de tratamiento con 
consentimiento de su titular, salvo ley autoritativa al respecto. El consentimiento debe ser 
previo, informado, expreso e inequívoco.  
 
 13.6 En el caso de datos sensibles, el consentimiento para efectos de su 
tratamiento, además, debe efectuarse por escrito. Aun cuando no mediara el 
consentimiento del titular, el tratamiento de datos sensibles puede efectuarse cuando la 
ley lo autorice, siempre que ello atienda a motivos importantes de interés público.  
 
 13.7 El titular de datos personales puede revocar su consentimiento en cualquier 
momento, observando al efecto los mismos requisitos que con ocasión de su 
otorgamiento.  
 
 13.8 El tratamiento de datos personales relativos a la comisión de infracciones 
penales o administrativas solo puede ser efectuado por las entidades públicas 
competentes, salvo convenio de encargo de gestión conforme a la Ley 27444, Ley del 
Procedimiento Administrativo General, o la que haga sus veces. Cuando se haya 
producido la cancelación de los antecedentes penales, judiciales, policiales y 
administrativos, estos datos no pueden ser suministrados salvo que sean requeridos por 
el Poder Judicial o el Ministerio Público, conforme a ley.  
 
 
 13.9 La comercialización de datos personales contenidos o destinados a ser 
contenidos en bancos de datos personales se sujeta a los principios previstos en la 
presente Ley.  
 
 Artículo 14. Limitaciones al consentimiento para el tratamiento de datos 
personales  
 No se requiere el consentimiento del titular de datos personales, para los efectos 
de su tratamiento, en los siguientes casos:  
 
 1. Cuando los datos personales se recopilen o transfieran para el ejercicio de las 
funciones de las entidades públicas en el ámbito de sus competencias.  
 
 2. Cuando se trate de datos personales contenidos o destinados a ser contenidos 
en fuentes accesibles para el público.  
 
 3. Cuando se trate de datos personales relativos a la solvencia patrimonial y de 
crédito, conforme a ley.  
 
 4. Cuando medie norma para la promoción de la competencia en los mercados 
regulados emitida en ejercicio de la función normativa por los organismos reguladores a 
que se refiere la Ley 27332, Ley Marco de los Organismos Reguladores de la Inversión 
Privada en los Servicios Públicos, o la que haga sus veces, siempre que la información 
brindada no sea utilizada en perjuicio de la privacidad del usuario.  
 
 5. Cuando los datos personales sean necesarios para la ejecución de una relación 
contractual en la que el titular de datos personales sea parte, o cuando se trate de datos 
personales que deriven de una relación científica o profesional del titular y sean 
necesarios para su desarrollo o cumplimiento.  
 
 6. Cuando se trate de datos personales relativos a la salud y sea necesario, en 
circunstancia de riesgo, para la prevención, diagnóstico y tratamiento médico o quirúrgico 
del titular, siempre que dicho tratamiento sea realizado en establecimientos de salud o 
por profesionales en ciencias de la salud, observando el secreto profesional; o cuando 
medien razones de interés público previstas por ley o cuando deban tratarse por razones 
de salud pública, ambas razones deben ser calificadas como tales por el Ministerio de 
Salud; o para la realización de estudios epidemiológicos o análogos, en tanto se apliquen 
procedimientos de disociación adecuados.  
 
 7. Cuando el tratamiento sea efectuado por organismos sin fines de lucro cuya 
finalidad sea política, religiosa o sindical y se refiera a los datos personales recopilados 
de sus respectivos miembros, los que deben guardar relación con el propósito a que se 
circunscriben sus actividades, no pudiendo ser transferidos sin consentimiento de 
aquellos.  
 




 9. Cuando el tratamiento de los datos personales sea necesario para salvaguardar 
intereses legítimos del titular de datos personales por parte del titular de datos personales 
o por el encargado de datos personales.  
 
 10. Otros establecidos por ley, o por el reglamento otorgado de conformidad con 
la presente Ley. (*) 
 
(*) Artículo modificado por la Tercera Disposición Complementaria Modificatoria del 
Decreto Legislativo N° 1353, publicado el 07 enero 2017, la misma que entrará en 
vigencia al día siguiente de la publicación del Decreto Supremo que aprueba su 
Reglamento y la modificación del Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos, cuyo texto es el siguiente: 
 
 ―Artículo 14. Limitaciones al consentimiento para el tratamiento de datos 
personales 
 No se requiere el consentimiento del titular de datos personales, para los efectos 
de su tratamiento, en los siguientes casos: 
 
 1. Cuando los datos personales se recopilen o transfieran para el ejercicio de las 
funciones de las entidades públicas en el ámbito de sus competencias. 
 
 2. Cuando se trate de datos personales contenidos o destinados a ser contenidos 
en fuentes accesibles para el público. 
 
 3. Cuando se trate de datos personales relativos a la solvencia patrimonial y de 
crédito, conforme a ley. 
 
 4. Cuando medie norma para la promoción de la competencia en los mercados 
regulados emitida en ejercicio de la función normativa por los organismos reguladores a 
que se refiere la Ley 27332, Ley Marco de los Organismos Reguladores de la Inversión 
Privada en los Servicios Públicos, o la que haga sus veces, siempre que la información 
brindada no sea utilizada en perjuicio de la privacidad del usuario. 
 
 5. Cuando los datos personales sean necesarios para la preparación, celebración 
y ejecución de una relación contractual en la que el titular de datos personales sea parte, 
o cuando se trate de datos personales que deriven de una relación científica o profesional 
del titular y sean necesarios para su desarrollo o cumplimiento. 
 
 6. Cuando se trate de datos personales relativos a la salud y sea necesario, en 
circunstancia de riesgo, para la prevención, diagnóstico y tratamiento médico o quirúrgico 
del titular, siempre que dicho tratamiento sea realizado en establecimientos de salud o 
por profesionales en ciencias de la salud, observando el secreto profesional; o cuando 
medien razones de interés público previstas por ley o cuando deban tratarse por razones 
de salud pública, ambas razones deben ser calificadas como tales por el Ministerio de 
Salud; o para la realización de estudios epidemiológicos o análogos, en tanto se apliquen 




 7. Cuando el tratamiento sea efectuado por organismos sin fines de lucro cuya 
finalidad sea política, religiosa o sindical y se refiera a los datos personales recopilados 
de sus respectivos miembros, los que deben guardar relación con el propósito a que se 
circunscriben sus actividades, no pudiendo ser transferidos sin consentimiento de 
aquellos. 
 
 8. Cuando se hubiera aplicado un procedimiento de anonimización o disociación. 
 
 9. Cuando el tratamiento de los datos personales sea necesario para salvaguardar 
intereses legítimos del titular de datos personales por parte del titular de datos personales 
o por el encargado de tratamiento de datos personales. 
 
 10. Cuando el tratamiento sea para fines vinculados al sistema de prevención de 
lavado de activos y financiamiento del terrorismo u otros que respondan a un mandato 
legal. 
 
 11. En el caso de grupos económicos conformados por empresas que son 
consideradas sujetos obligados a informar, conforme a las normas que regulan a la 
Unidad de Inteligencia Financiera, que éstas puedan compartir información entre sí de 
sus respectivos clientes para fines de prevención de lavado de activos y financiamiento 
del terrorismo, así como otros de cumplimiento regulatorio, estableciendo las 
salvaguardas adecuadas sobre la confidencialidad y uso de la información intercambiada. 
 
 12. Cuando el tratamiento se realiza en ejercicio constitucionalmente válido del 
derecho fundamental a la libertad de información. 
 
 13. Otros que deriven del ejercicio de competencias expresamente establecidas 
por Ley‖. 
 
CONCORDANCIAS: D.S. Nº 003-2013-JUS (Reglamento) Arts. 11 y 17 
 
 Artículo 15. Flujo transfronterizo de datos personales  
 El titular y el encargado del banco de datos personales deben realizar el flujo 
transfronterizo de datos personales solo si el país destinatario mantiene niveles de 
protección adecuados conforme a la presente Ley.  
 
 En caso de que el país destinatario no cuente con un nivel de protección 
adecuado, el emisor del flujo transfronterizo de datos personales debe garantizar que el 




 No se aplica lo dispuesto en el segundo párrafo en los siguientes casos:  
 
 1. Acuerdos en el marco de tratados internacionales sobre la materia en los cuales 




 2. Cooperación judicial internacional.  
 
 3. Cooperación internacional entre organismos de inteligencia para la lucha contra 
el terrorismo, tráfico ilícito de drogas, lavado de activos, corrupción, trata de personas y 
otras formas de criminalidad organizada.  
 
 4. Cuando los datos personales sean necesarios para la ejecución de una relación 
contractual en la que el titular de datos personales sea parte, incluyendo lo necesario 
para actividades como la autentificación de usuario, mejora y soporte del servicio, 
monitoreo de la calidad del servicio, soporte para el mantenimiento y facturación de la 
cuenta y aquellas actividades que el manejo de la relación contractual requiera.  
 
 5. Cuando se trate de transferencias bancarias o bursátiles, en lo relativo a las 
transacciones respectivas y conforme a la ley aplicable.  
 
 6. Cuando el flujo transfronterizo de datos personales se realice para la 
protección, prevención, diagnóstico o tratamiento médico o quirúrgico de su titular; o 
cuando sea necesario para la realización de estudios epidemiológicos o análogos, en 
tanto se apliquen procedimientos de disociación adecuados.  
 
 7. Cuando el titular de los datos personales haya dado su consentimiento previo, 
informado, expreso e inequívoco.  
 
 8. Otros que establezca el reglamento de la presente Ley, con sujeción a lo 
dispuesto en el artículo 12. (*) 
 
(*) Artículo modificado por la Tercera Disposición Complementaria Modificatoria del 
Decreto Legislativo N° 1353, publicado el 07 enero 2017, la misma que entrará en 
vigencia al día siguiente de la publicación del Decreto Supremo que aprueba su 
Reglamento y la modificación del Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos, cuyo texto es el siguiente: 
 
 ―Artículo 15. Flujo transfronterizo de datos personales 
 El titular y el encargado de tratamiento de datos personales deben realizar el flujo 
transfronterizo de datos personales solo si el país destinatario mantiene niveles de 
protección adecuados conforme a la presente Ley. 
 
 En caso de que el país destinatario no cuente con un nivel de protección 
adecuado, el emisor del flujo transfronterizo de datos personales debe garantizar que el 
tratamiento de los datos personales se efectúe conforme a lo dispuesto por la presente 
Ley. 
 
 No se aplica lo dispuesto en el segundo párrafo en los siguientes casos: 
 
 1. Acuerdos en el marco de tratados internacionales sobre la materia en los cuales 




 2. Cooperación judicial internacional. 
 
 3. Cooperación internacional entre organismos de inteligencia para la lucha contra 
el terrorismo, tráfico ilícito de drogas, lavado de activos, corrupción, trata de personas y 
otras formas de criminalidad organizada. 
 
 4. Cuando los datos personales sean necesarios para la ejecución de una relación 
contractual en la que el titular de datos personales sea parte, incluyendo lo necesario 
para actividades como la autentificación de usuario, mejora y soporte del servicio, 
monitoreo de la calidad del servicio, soporte para el mantenimiento y facturación de la 
cuenta y aquellas actividades que el manejo de la relación contractual requiera. 
 
 5. Cuando se trate de transferencias bancarias o bursátiles, en lo relativo a las 
transacciones respectivas y conforme a la ley aplicable. 
 
 6. Cuando el flujo transfronterizo de datos personales se realice para la 
protección, prevención, diagnóstico o tratamiento médico o quirúrgico de su titular; o 
cuando sea necesario para la realización de estudios epidemiológicos o análogos, en 
tanto se apliquen procedimientos de disociación adecuados. 
 
 7. Cuando el titular de los datos personales haya dado su consentimiento previo, 
informado, expreso e inequívoco. 
 
 8. Otros que establezca el reglamento de la presente Ley, con sujeción a lo 
dispuesto en el artículo 12‖. (*) RECTIFICADO POR FE DE ERRATAS 
 
CONCORDANCIAS: D.S. Nº 003-2013-JUS (Reglamento) Art. 24 
 
 Artículo 16. Seguridad del tratamiento de datos personales  
 Para fines del tratamiento de datos personales, el titular del banco de datos 
personales debe adoptar medidas técnicas, organizativas y legales que garanticen su 
seguridad y eviten su alteración, pérdida, tratamiento o acceso no autorizado.  
 
 Los requisitos y condiciones que deben reunir los bancos de datos personales en 
materia de seguridad son establecidos por la Autoridad Nacional de Protección de Datos 
Personales, salvo la existencia de disposiciones especiales contenidas en otras leyes.  
 
 
 Queda prohibido el tratamiento de datos personales en bancos de datos que no 
reúnan los requisitos y las condiciones de seguridad a que se refiere este artículo.  
 
 Artículo 17. Confidencialidad de datos personales  
 El titular del banco de datos personales, el encargado y quienes intervengan en 
cualquier parte de su tratamiento están obligados a guardar confidencialidad respecto de 
los mismos y de sus antecedentes. Esta obligación subsiste aun después de finalizadas 




 El obligado puede ser relevado de la obligación de confidencialidad cuando medie 
consentimiento previo, informado, expreso e inequívoco del titular de los datos 
personales, resolución judicial consentida o ejecutoriada, o cuando medien razones 
fundadas relativas a la defensa nacional, seguridad pública o la sanidad pública, sin 




DERECHOS DEL TITULAR DE DATOS PERSONALES 
 
 Artículo 18. Derecho de información del titular de datos personales  
 El titular de datos personales tiene derecho a ser informado en forma detallada, 
sencilla, expresa, inequívoca y de manera previa a su recopilación, sobre la finalidad para 
la que sus datos personales serán tratados; quiénes son o pueden ser sus destinatarios, 
la existencia del banco de datos en que se almacenarán, así como la identidad y domicilio 
de su titular y, de ser el caso, del encargado del tratamiento de sus datos personales; el 
carácter obligatorio o facultativo de sus respuestas al cuestionario que se le proponga, en 
especial en cuanto a los datos sensibles; la transferencia de los datos personales; las 
consecuencias de proporcionar sus datos personales y de su negativa a hacerlo; el 
tiempo durante el cual se conserven sus datos personales; y la posibilidad de ejercer los 
derechos que la ley le concede y los medios previstos para ello.  
 
 Si los datos personales son recogidos en línea a través de redes de 
comunicaciones electrónicas, las obligaciones del presente artículo pueden satisfacerse 
mediante la publicación de políticas de privacidad, las que deben ser fácilmente 
accesibles e identificables.(*) 
 
(*) Artículo modificado por la Tercera Disposición Complementaria Modificatoria del 
Decreto Legislativo N° 1353, publicado el 07 enero 2017, la misma que entrará en 
vigencia al día siguiente de la publicación del Decreto Supremo que aprueba su 
Reglamento y la modificación del Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos, cuyo texto es el siguiente: 
 
  ―Artículo 18. Derecho de información del titular de datos personales El titular de 
datos personales tiene derecho a ser informado en forma detallada, sencilla, expresa, 
inequívoca y de manera previa a su recopilación, sobre la finalidad para la que sus datos 
personales serán tratados; quiénes son o pueden ser sus destinatarios, la existencia del 
banco de datos en que se almacenarán, así como la identidad y domicilio de su titular y, 
de ser el caso, del o de los encargados del tratamiento de sus datos personales; el 
carácter obligatorio o facultativo de sus respuestas al cuestionario que se le proponga, en 
especial en cuanto a los datos sensibles; la transferencia de los datos personales; las 
consecuencias de proporcionar sus datos personales y de su negativa a hacerlo; el 
tiempo durante el cual se conserven sus datos personales; y la posibilidad de ejercer los 
derechos que la ley le concede y los medios previstos para ello. 
 
 Si los datos personales son recogidos en línea a través de redes de 
comunicaciones electrónicas, las obligaciones del presente artículo pueden satisfacerse 
 
 
mediante la publicación de políticas de privacidad, las que deben ser fácilmente 
accesibles e identificables. 
 
 En el caso que el titular del banco de datos establezca vinculación con un 
encargado de tratamiento de manera posterior al consentimiento, el accionar del 
encargado queda bajo responsabilidad del Titular del Banco de Datos, debiendo 
establecer un mecanismo de información personalizado para el titular de los datos 
personales sobre dicho nuevo encargado de tratamiento. 
 
 Si con posterioridad al consentimiento se produce la transferencia de datos 
personales por fusión, adquisición de cartera, o supuestos similares, el nuevo titular del 
banco de datos debe establecer un mecanismo de información eficaz para el titular de los 
datos personales sobre dicho nuevo encargado de tratamiento‖. 
 
CONCORDANCIAS: D.S. Nº 003-2013-JUS (Reglamento) Art. 60 
 
 Artículo 19. Derecho de acceso del titular de datos personales  
 El titular de datos personales tiene derecho a obtener la información que sobre sí 
mismo sea objeto de tratamiento en bancos de datos de administración pública o privada, 
la forma en que sus datos fueron recopilados, las razones que motivaron su recopilación 
y a solicitud de quién se realizó la recopilación, así como las transferencias realizadas o 
que se prevén hacer de ellos.  
 
CONCORDANCIAS: D.S. Nº 003-2013-JUS (Reglamento) Art. 61 
 
 Artículo 20. Derecho de actualización, inclusión, rectificación y supresión  
 El titular de datos personales tiene derecho a la actualización, inclusión, 
rectificación y supresión de sus datos personales materia de tratamiento, cuando estos 
sean parcial o totalmente inexactos, incompletos, cuando se hubiere advertido omisión, 
error o falsedad, cuando hayan dejado de ser necesarios o pertinentes a la finalidad para 
la cual hayan sido recopilados o cuando hubiera vencido el plazo establecido para su 
tratamiento.  
 
 Si sus datos personales hubieran sido transferidos previamente, el encargado del 
banco de datos personales debe comunicar la actualización, inclusión, rectificación o 
supresión a quienes se hayan transferido, en el caso que se mantenga el tratamiento por 
este último, quien debe también proceder a la actualización, inclusión, rectificación o 
supresión, según corresponda.  
 
 Durante el proceso de actualización, inclusión, rectificación o supresión de datos 
personales, el encargado del banco de datos personales dispone su bloqueo, quedando 
impedido de permitir que terceros accedan a ellos. Dicho bloqueo no es aplicable a las 
entidades públicas que requieren de tal información para el adecuado ejercicio de sus 
competencias, según ley, las que deben informar que se encuentra en trámite cualquiera 




 La supresión de datos personales contenidos en bancos de datos personales de 
administración pública se sujeta a lo dispuesto en el artículo 21 del Texto Único 
Ordenado de la Ley 27806, Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, o la 
que haga sus veces. (*) 
 
(*) Artículo modificado por la Tercera Disposición Complementaria Modificatoria del 
Decreto Legislativo N° 1353, publicado el 07 enero 2017, la misma que entrará en 
vigencia al día siguiente de la publicación del Decreto Supremo que aprueba su 
Reglamento y la modificación del Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos, cuyo texto es el siguiente: 
 
 ―Artículo 20. Derecho de actualización, inclusión, rectificación y supresión 
 El titular de datos personales tiene derecho a la actualización, inclusión, 
rectificación y supresión de sus datos personales materia de tratamiento, cuando estos 
sean parcial o totalmente inexactos, incompletos, cuando se hubiere advertido omisión, 
error o falsedad, cuando hayan dejado de ser necesarios o pertinentes a la finalidad para 
la cual hayan sido recopilados o cuando hubiera vencido el plazo establecido para su 
tratamiento. 
 
 Si sus datos personales hubieran sido transferidos previamente, el encargado de 
tratamiento de datos personales debe comunicar la actualización, inclusión, rectificación o 
supresión a quienes se hayan transferido, en el caso que se mantenga el tratamiento por 
este último, quien debe también proceder a la actualización, inclusión, rectificación o 
supresión, según corresponda. 
 
 Durante el proceso de actualización, inclusión, rectificación o supresión de datos 
personales, el encargado de tratamiento de datos personales dispone su bloqueo, 
quedando impedido de permitir que terceros accedan a ellos. Dicho bloqueo no es 
aplicable a las entidades públicas que requieren de tal información para el adecuado 
ejercicio de sus competencias, según ley, las que deben informar que se encuentra en 
trámite cualquiera de los mencionados procesos. 
 
 La supresión de datos personales contenidos en bancos de datos personales de 
administración pública se sujeta a lo dispuesto en el artículo 21 del Texto Único 
Ordenado de la Ley 27806, Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, o la 
que haga sus veces‖. 
 
 Artículo 21. Derecho a impedir el suministro  
 El titular de datos personales tiene derecho a impedir que estos sean 
suministrados, especialmente cuando ello afecte sus derechos fundamentales. El 
derecho a impedir el suministro no aplica para la relación entre el titular del banco de 
datos personales y el encargado del banco de datos personales para los efectos del 
tratamiento de estos.  (*) 
 
(*) Artículo modificado por la Tercera Disposición Complementaria Modificatoria del 
Decreto Legislativo N° 1353, publicado el 07 enero 2017, la misma que entrará en 
vigencia al día siguiente de la publicación del Decreto Supremo que aprueba su 
 
 
Reglamento y la modificación del Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos, cuyo texto es el siguiente: 
 
 ―Artículo 21. Derecho a impedir el suministro 
 El titular de datos personales tiene derecho a impedir que estos sean 
suministrados, especialmente cuando ello afecte sus derechos fundamentales. El 
derecho a impedir el suministro no aplica para la relación entre el titular del banco de 
datos personales y el encargado de tratamiento de datos personales para los efectos del 
tratamiento de estos‖. 
 
 Artículo 22. Derecho de oposición  
 Siempre que, por ley, no se disponga lo contrario y cuando no hubiera prestado 
consentimiento, el titular de datos personales puede oponerse a su tratamiento cuando 
existan motivos fundados y legítimos relativos a una concreta situación personal. En caso 
de oposición justificada, el titular o el encargado del banco de datos personales, según 
corresponda, debe proceder a su supresión, conforme a ley.  (*) 
 
(*) Artículo modificado por la Tercera Disposición Complementaria Modificatoria del 
Decreto Legislativo N° 1353, publicado el 07 enero 2017, la misma que entrará en 
vigencia al día siguiente de la publicación del Decreto Supremo que aprueba su 
Reglamento y la modificación del Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos, cuyo texto es el siguiente: 
 
 ―Artículo 22. Derecho de oposición 
 Siempre que, por ley, no se disponga lo contrario y cuando no hubiera prestado 
consentimiento, el titular de datos personales puede oponerse a su tratamiento cuando 
existan motivos fundados y legítimos relativos a una concreta situación personal. En caso 
de oposición justificada, el titular o el encargado de tratamiento de datos personales, 
según corresponda, debe proceder a su supresión, conforme a ley‖. 
 
 Artículo 23. Derecho al tratamiento objetivo  
 El titular de datos personales tiene derecho a no verse sometido a una decisión 
con efectos jurídicos sobre él o que le afecte de manera significativa, sustentada 
únicamente en un tratamiento de datos personales destinado a evaluar determinados 
aspectos de su personalidad o conducta, salvo que ello ocurra en el marco de la 
negociación, celebración o ejecución de un contrato o en los casos de evaluación con 
fines de incorporación a una entidad pública, de acuerdo a ley, sin perjuicio de la 
posibilidad de defender su punto de vista, para salvaguardar su legítimo interés.  
 
CONCORDANCIAS: D.S. Nº 003-2013-JUS (Reglamento) Art. 72 
 
 Artículo 24. Derecho a la tutela  
 En caso de que el titular o el encargado del banco de datos personales deniegue 
al titular de datos personales, total o parcialmente, el ejercicio de los derechos 
establecidos en esta Ley, este puede recurrir ante la Autoridad Nacional de Protección de 
Datos Personales en vía de reclamación o al Poder Judicial para los efectos de la 
correspondiente acción de hábeas data.  
 
 
 El procedimiento a seguir ante la Autoridad Nacional de Protección de Datos 
Personales se sujeta a lo dispuesto en los artículos 219 y siguientes de la Ley 27444, Ley 
del Procedimiento Administrativo General, o la que haga sus veces.  
 
 La resolución de la Autoridad Nacional de Protección de Datos Personales agota 
la vía administrativa y habilita la imposición de las sanciones administrativas previstas en 
el artículo 39. El reglamento determina las instancias correspondientes.  
 
 Contra las resoluciones de la Autoridad Nacional de Protección de Datos 
Personales procede la acción contencioso-administrativa.  
 
 Artículo 25. Derecho a ser indemnizado  
 El titular de datos personales que sea afectado a consecuencia del incumplimiento 
de la presente Ley por el titular o por el encargado del banco de datos personales o por 
terceros, tiene derecho a obtener la indemnización correspondiente, conforme a ley.  (*) 
 
(*) Artículo modificado por la Tercera Disposición Complementaria Modificatoria del 
Decreto Legislativo N° 1353, publicado el 07 enero 2017, la misma que entrará en 
vigencia al día siguiente de la publicación del Decreto Supremo que aprueba su 
Reglamento y la modificación del Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos, cuyo texto es el siguiente: 
 
 ―Artículo 25. Derecho a ser indemnizado 
 El titular de datos personales que sea afectado a consecuencia del incumplimiento 
de la presente Ley por el titular o por el encargado de tratamiento de datos personales o 
por terceros, tiene derecho a obtener la indemnización correspondiente, conforme a ley‖. 
 
 Artículo 26. Contraprestación  
 La contraprestación que debe abonar el titular de datos personales por el ejercicio 
de los derechos contemplados en los artículos 19, 20, 21, 22 y 23 ante los bancos de 
datos personales de administración pública se sujeta a las disposiciones previstas en la 
Ley 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General.  
 
CONCORDANCIAS: D.S. Nº 003-2013-JUS (Reglamento) Art. 53 
 
 Ante los bancos de datos personales de administración privada, el ejercicio de los 
derechos mencionados se sujeta a lo dispuesto por las normas especiales sobre la 
materia.  
 
 Artículo 27. Limitaciones  
 Los titulares y encargados de los bancos de datos personales de administración 
pública pueden denegar el ejercicio de los derechos de acceso, supresión y oposición por 
razones fundadas en la protección de derechos e intereses de terceros o cuando ello 
pueda obstaculizar actuaciones judiciales o administrativas en curso vinculadas a la 
investigación sobre el cumplimiento de obligaciones tributarias o previsionales, a las 
investigaciones penales sobre la comisión de faltas o delitos, al desarrollo de funciones 
 
 
de control de la salud y del medio ambiente, a la verificación de infracciones 
administrativas, o cuando así lo disponga la ley.  (*) 
 
(*) Artículo modificado por la Tercera Disposición Complementaria Modificatoria del 
Decreto Legislativo N° 1353, publicado el 07 enero 2017, la misma que entrará en 
vigencia al día siguiente de la publicación del Decreto Supremo que aprueba su 
Reglamento y la modificación del Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos, cuyo texto es el siguiente: 
 
 ―Artículo 27. Limitaciones 
 Los titulares y los encargados de tratamiento de datos personales de 
administración pública pueden denegar el ejercicio de los derechos de acceso, supresión 
y oposición por razones fundadas en la protección de derechos e intereses de terceros o 
cuando ello pueda obstaculizar actuaciones judiciales o administrativas en curso 
vinculadas a la investigación sobre el cumplimiento de obligaciones tributarias o 
previsionales, a las investigaciones penales sobre la comisión de faltas o delitos, al 
desarrollo de funciones de control de la salud y del medio ambiente, a la verificación de 




OBLIGACIONES DEL TITULAR Y DEL ENCARGADO DEL BANCO DE DATOS 
PERSONALES (*) 
 
(*) Denominación modificada por la Cuarta Disposición Complementaria Modificatoria del 
Decreto Legislativo N° 1353, publicado el 07 enero 2017, la misma que entrará en 
vigencia al día siguiente de la publicación del Decreto Supremo que aprueba su 
Reglamento y la modificación del Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos, cuyo texto es el siguiente: 
 
"TÍTULO IV 
OBLIGACIONES DEL TITULAR Y DEL ENCARGADO DE TRATAMIENTO DE DATOS 
PERSONALES" 
 
 Artículo 28. Obligaciones  
 El titular y el encargado del banco de datos personales, según sea el caso, tienen 
las siguientes obligaciones:  
 
 1. Efectuar el tratamiento de datos personales, solo previo consentimiento 
informado, expreso e inequívoco del titular de los datos personales, salvo ley autoritativa, 
con excepción de los supuestos consignados en el artículo 14 de la presente Ley.  
 
 2. No recopilar datos personales por medios fraudulentos, desleales o ilícitos.  
 
 3. Recopilar datos personales que sean actualizados, necesarios, pertinentes y 
adecuados, con relación a finalidades determinadas, explícitas y lícitas para las que se 
hayan obtenido.  
 
 
 4. No utilizar los datos personales objeto de tratamiento para finalidades distintas 
de aquellas que motivaron su recopilación, salvo que medie procedimiento de 
anonimización o disociación.  
 
 5. Almacenar los datos personales de manera que se posibilite el ejercicio de los 
derechos de su titular.  
 
 6. Suprimir y sustituir o, en su caso, completar los datos personales objeto de 
tratamiento cuando tenga conocimiento de su carácter inexacto o incompleto, sin perjuicio 
de los derechos del titular al respecto.  
 
 7. Suprimir los datos personales objeto de tratamiento cuando hayan dejado de 
ser necesarios o pertinentes a la finalidad para la cual hubiesen sido recopilados o 
hubiese vencido el plazo para su tratamiento, salvo que medie procedimiento de 
anonimización o disociación.  
 
 8. Proporcionar a la Autoridad Nacional de Protección de Datos Personales la 
información relativa al tratamiento de datos personales que esta le requiera y permitirle el 
acceso a los bancos de datos personales que administra, para el ejercicio de sus 
funciones, en el marco de un procedimiento administrativo en curso solicitado por la parte 
afectada.  
 
 9. Otras establecidas en esta Ley y en su reglamento. (*) 
 
(*) Artículo modificado por la Cuarta Disposición Complementaria Modificatoria del 
Decreto Legislativo N° 1353, publicado el 07 enero 2017, la misma que entrará en 
vigencia al día siguiente de la publicación del Decreto Supremo que aprueba su 
Reglamento y la modificación del Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos, cuyo texto es el siguiente: 
 
 "Artículo 28. Obligaciones 
 El titular y el encargado de tratamiento de datos personales, según sea el caso, 
tienen las siguientes obligaciones: 
 
 1. Efectuar el tratamiento de datos personales, solo previo consentimiento 
informado, expreso e inequívoco del titular de los datos personales, salvo ley autoritativa, 
con excepción de los supuestos consignados en el artículo 14 de la presente Ley. 
 
 2. No recopilar datos personales por medios fraudulentos, desleales o ilícitos. 
 
 3. Recopilar datos personales que sean actualizados, necesarios, pertinentes y 
adecuados, con relación a finalidades determinadas, explícitas y lícitas para las que se 
hayan obtenido. 
 
 4. No utilizar los datos personales objeto de tratamiento para finalidades distintas 
de aquellas que motivaron su recopilación, salvo que medie procedimiento de 




 5. Almacenar los datos personales de manera que se posibilite el ejercicio de los 
derechos de su titular. 
 
 6. Suprimir y sustituir o, en su caso, completar los datos personales objeto de 
tratamiento cuando tenga conocimiento de su carácter inexacto o incompleto, sin perjuicio 
de los derechos del titular al respecto. 
 
 7. Suprimir los datos personales objeto de tratamiento cuando hayan dejado de 
ser necesarios o pertinentes a la finalidad para la cual hubiesen sido recopilados o 
hubiese vencido el plazo para su tratamiento, salvo que medie procedimiento de 
anonimización o disociación. 
 
 8. Proporcionar a la Autoridad Nacional de Protección de Datos Personales la 
información relativa al tratamiento de datos personales que esta le requiera y permitirle el 
acceso a los bancos de datos personales que administra, para el ejercicio de sus 
funciones, en el marco de un procedimiento administrativo en curso solicitado por la parte 
afectada. 
 




BANCOS DE DATOS PERSONALES 
 
 Artículo 29. Creación, modificación o cancelación de bancos de datos personales  
 La creación, modificación o cancelación de bancos de datos personales de 
administración pública y de administración privada se sujetan a lo que establezca el 
reglamento, salvo la existencia de disposiciones especiales contenidas en otras leyes. En 
todo caso, se garantiza la publicidad sobre su existencia, finalidad, identidad y el domicilio 
de su titular y, de ser el caso, de su encargado.  
 
 Artículo 30. Prestación de servicios de tratamiento de datos personales  
 Cuando, por cuenta de terceros, se presten servicios de tratamiento de datos 
personales, estos no pueden aplicarse o utilizarse con un fin distinto al que figura en el 
contrato o convenio celebrado ni ser transferidos a otras personas, ni aun para su 
conservación.  
 
 Una vez ejecutada la prestación materia del contrato o del convenio, según el 
caso, los datos personales tratados deben ser suprimidos, salvo que medie autorización 
expresa de aquel por cuenta de quien se prestan tales servicios cuando razonablemente 
se presuma la posibilidad de ulteriores encargos, en cuyo caso se pueden conservar con 
las debidas condiciones de seguridad, hasta por el plazo que determine el reglamento de 
esta Ley.  
 
 Artículo 31. Códigos de conducta  
 
 
 Las entidades representativas de los titulares o encargados de bancos de datos 
personales de administración privada pueden elaborar códigos de conducta que 
establezcan normas para el tratamiento de datos personales que tiendan a asegurar y 
mejorar las condiciones de operación de los sistemas de información en función de los 
principios rectores establecidos en esta Ley.  (*) 
 
(*) Artículo modificado por la Cuarta Disposición Complementaria Modificatoria del 
Decreto Legislativo N° 1353, publicado el 07 enero 2017, la misma que entrará en 
vigencia al día siguiente de la publicación del Decreto Supremo que aprueba su 
Reglamento y la modificación del Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos, cuyo texto es el siguiente: 
 
 ―Artículo 31. Códigos de conducta 
 31.1 Las entidades representativas de los titulares o encargados de tratamiento de 
datos personales administración privada pueden elaborar códigos de conducta que 
establezcan normas para el tratamiento de datos personales que tiendan a asegurar y 
mejorar las condiciones de operación de los sistemas de información en función de los 




AUTORIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES 
 
 Artículo 32. Órgano competente y régimen jurídico  
 El Ministerio de Justicia, a través de la Dirección Nacional de Justicia, es la 
Autoridad Nacional de Protección de Datos Personales. Para el adecuado desempeño de 
sus funciones, puede crear oficinas en todo el país.  
 
 La Autoridad Nacional de Protección de Datos Personales se rige por lo dispuesto 
en esta Ley, en su reglamento y en los artículos pertinentes del Reglamento de 
Organización y Funciones del Ministerio de Justicia.  
 
 Corresponde a la Autoridad Nacional de Protección de Datos Personales realizar 
todas las acciones necesarias para el cumplimiento del objeto y demás disposiciones de 
la presente Ley y de su reglamento. Para tal efecto, goza de potestad sancionadora, de 
conformidad con la Ley 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, o la que 
haga sus veces, así como de potestad coactiva, de conformidad con la Ley 26979, Ley de 
Procedimiento de Ejecución Coactiva, o la que haga sus veces.  
 
 La Autoridad Nacional de Protección de Datos Personales debe presentar 
periódicamente un informe sobre sus actividades al Ministro de Justicia.  
 
 Para el cumplimiento de sus funciones, la Autoridad Nacional de Protección de 
Datos Personales cuenta con el apoyo y asesoramiento técnico de la Oficina Nacional de 
Gobierno Electrónico e Informática (ONGEI) de la Presidencia del Consejo de Ministros, o 




 Artículo 33. Funciones de la Autoridad Nacional de Protección de Datos 
Personales  
 La Autoridad Nacional de Protección de Datos Personales ejerce las funciones 
administrativas, orientadoras, normativas, resolutivas, fiscalizadoras y sancionadoras 
siguientes:  
 
 1. Representar al país ante las instancias internacionales en materia de protección 
de datos personales.  
 
 2. Cooperar con las autoridades extranjeras de protección de datos personales 
para el cumplimiento de sus competencias y generar mecanismos de cooperación 
bilateral y multilateral para asistirse entre sí y prestarse debido auxilio mutuo cuando se 
requiera.  
 
 3. Administrar y mantener actualizado el Registro Nacional de Protección de Datos 
Personales.  
 
 4. Publicitar, a través del portal institucional, la relación actualizada de bancos de 
datos personales de administración pública y privada.  
 
 5. Promover campañas de difusión y promoción sobre la protección de datos 
personales.  
 
 6. Promover y fortalecer una cultura de protección de los datos personales de los 
niños y de los adolescentes.  
 
 7. Coordinar la inclusión de información sobre la importancia de la vida privada y 
de la protección de datos personales en los planes de estudios de todos los niveles 
educativos y fomentar, asimismo, la capacitación de los docentes en estos temas.  
 
 8. Supervisar el cumplimiento de las exigencias previstas en esta Ley, para el flujo 
transfronterizo de datos personales.  
 
 9. Emitir autorizaciones, cuando corresponda, conforme al reglamento de esta 
Ley.  
 
 10. Absolver consultas sobre protección de datos personales y el sentido de las 
normas vigentes en la materia, particularmente sobre las que ella hubiera emitido.  
 
 11. Emitir opinión técnica respecto de los proyectos de normas que se refieran 
total o parcialmente a los datos personales, la que es vinculante.  
 
 12. Emitir las directivas que correspondan para la mejor aplicación de lo previsto 
en esta Ley y en su reglamento, especialmente en materia de seguridad de los bancos de 





 13. Promover el uso de mecanismos de autorregulación como instrumento 
complementario de protección de datos personales.  
 
 14. Celebrar convenios de cooperación interinstitucional o internacional con la 
finalidad de velar por los derechos de las personas en materia de protección de datos 
personales que son tratados dentro y fuera del territorio nacional.  
 
 15. Atender solicitudes de interés particular del administrado o general de la 
colectividad, así como solicitudes de información.  
 
 16. Conocer, instruir y resolver las reclamaciones formuladas por los titulares de 
datos personales por la vulneración de los derechos que les conciernen y dictar las 
medidas cautelares o correctivas que establezca el reglamento.  
 
 17. Velar por el cumplimiento de la legislación vinculada con la protección de 
datos personales y por el respeto de sus principios rectores.  
 
 18. En el marco de un procedimiento administrativo en curso, solicitado por la 
parte afectada, obtener de los titulares de los bancos de datos personales la información 
que estime necesaria para el cumplimiento de las normas sobre protección de datos 
personales y el desempeño de sus funciones.  
 
 19. Supervisar la sujeción del tratamiento de los datos personales que efectúen el 
titular y el encargado del banco de datos personales a las disposiciones técnicas que ella 
emita y, en caso de contravención, disponer las acciones que correspondan conforme a 
ley.  
 
 20. Iniciar fiscalizaciones de oficio o por denuncia de parte por presuntos actos 
contrarios a lo establecido en la presente Ley y en su reglamento y aplicar las sanciones 
administrativas correspondientes, sin perjuicio de las medidas cautelares o correctivas 
que establezca el reglamento.  
 
 21. Las demás funciones que le asignen esta Ley y su reglamento.  
 
 Artículo 34. Registro Nacional de Protección de Datos Personales  
 Créase el Registro Nacional de Protección de Datos Personales como registro de 
carácter administrativo a cargo de la Autoridad Nacional de Protección de Datos 
Personales, con la finalidad de inscribir en forma diferenciada, a nivel nacional, lo 
siguiente:  
 
 1. Los bancos de datos personales de administración pública o privada, así como 
los datos relativos a estos que sean necesarios para el ejercicio de los derechos que 
corresponden a los titulares de datos personales, conforme a lo dispuesto en esta Ley y 




 El ejercicio de esta función no posibilita el conocimiento del contenido de los 
bancos de datos personales por parte de la Autoridad Nacional de Protección de Datos 
Personales, salvo procedimiento administrativo en curso.   
 
 2. Las autorizaciones emitidas conforme al reglamento de la presente Ley.  
 
 3. Las sanciones, medidas cautelares o correctivas impuestas por la Autoridad 
Nacional de Protección de Datos Personales conforme a esta Ley y a su reglamento.  
 
 4. Los códigos de conducta de las entidades representativas de los titulares o 
encargados de bancos de datos personales de administración privada.  
 
 5. Otros actos materia de inscripción conforme al reglamento.  
 
 Cualquier persona puede consultar en el Registro Nacional de Protección de 
Datos Personales la existencia de bancos de datos personales, sus finalidades, así como 
la identidad y domicilio de sus titulares y, de ser el caso, de sus encargados.  (*) 
 
(*) Extremo modificado por la Cuarta Disposición Complementaria Modificatoria del 
Decreto Legislativo N° 1353, publicado el 07 enero 2017, la misma que entrará en 
vigencia al día siguiente de la publicación del Decreto Supremo que aprueba su 
Reglamento y la modificación del Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos, cuyo texto es el siguiente: 
 
 ―Artículo 34. Registro Nacional de Protección de Datos Personales 
 Créase el Registro Nacional de Protección de Datos Personales como registro de 
carácter administrativo a cargo de la Autoridad Nacional de Protección de Datos 
Personales, con la finalidad de inscribir en forma diferenciada, a nivel nacional, lo 
siguiente: 
 
 1. Los bancos de datos personales de administración pública o privada, así como 
los datos relativos a estos que sean necesarios para el ejercicio de los derechos que 
corresponden a los titulares de datos personales, conforme a lo dispuesto en esta Ley y 
en su reglamento. 
 
 El ejercicio de esta función no posibilita el conocimiento del contenido de los 
bancos de datos personales por parte de la Autoridad Nacional de Protección de Datos 
Personales, salvo procedimiento administrativo en curso. 
 
 2. Las comunicaciones de flujo transfronterizo de datos personales. 
 
 3. Las sanciones, medidas cautelares o correctivas impuestas por la Autoridad 
Nacional de Protección de Datos Personales conforme a esta Ley y a su reglamento. 
 
 Cualquier persona puede consultar en el Registro Nacional de Protección de 
Datos Personales la existencia de bancos de datos personales, sus finalidades, así como 
la identidad y domicilio de sus titulares y, de ser el caso, de sus encargados‖. 
 
 
Artículo 35. Confidencialidad  
 El personal de la Autoridad Nacional de Protección de Datos Personales está 
sujeto a la obligación de guardar confidencialidad sobre los datos personales que 
conozca con motivo de sus funciones. Esta obligación subsiste aun después de finalizada 
toda relación con dicha autoridad nacional, bajo responsabilidad.  
 
 Artículo 36. Recursos de la Autoridad Nacional de Protección de Datos Personales  
 Son recursos de la Autoridad Nacional de Protección de Datos Personales los 
siguientes:  
 
 1. Las tasas por concepto de derecho de trámite de los procedimientos 
administrativos y servicios de su competencia.  
 
 2. Los montos que recaude por concepto de multas.  
 
 3. Los recursos provenientes de la cooperación técnica internacional no 
reembolsable.  
 
 4. Los legados y donaciones que reciba.  
 
 5. Los recursos que se le transfieran conforme a ley.  
 
 Los recursos de la Autoridad Nacional de Protección de Datos Personales son 
destinados a financiar los gastos necesarios para el desarrollo de sus operaciones y para 




INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS 
 
 Artículo 37. Procedimiento sancionador  
 El procedimiento sancionador se inicia de oficio, por la Autoridad Nacional de 
Protección de Datos Personales o por denuncia de parte, ante la presunta comisión de 
actos contrarios a lo dispuesto en la presente Ley o en su reglamento, sin perjuicio del 
procedimiento seguido en el marco de lo dispuesto en el artículo 24.  
 
 Las resoluciones de la Autoridad Nacional de Protección de Datos Personales 
agotan la vía administrativa.  
 
 Contra las resoluciones de la Autoridad Nacional de Protección de Datos 
Personales procede la acción contencioso-administrativa.  
 
CONCORDANCIAS: D.S. Nº 003-2013-JUS (Reglamento) Art. 98 
 
 Artículo 38. Infracciones  
 Constituye infracción sancionable toda acción u omisión que contravenga o 
incumpla alguna de las disposiciones contenidas en esta Ley o en su reglamento.  
 
 
 Las infracciones se califican como leves, graves y muy graves.  
 
 1. Son infracciones leves:  
 
 a. Dar tratamiento a datos personales sin recabar el consentimiento de sus 
titulares, cuando el mismo sea necesario conforme a lo dispuesto en esta Ley.  
 
 b. No atender, impedir u obstaculizar el ejercicio de los derechos del titular de 
datos personales reconocidos en el título III, cuando legalmente proceda.  
 
 c. Obstruir el ejercicio de la función fiscalizadora de la Autoridad Nacional de 
Protección de Datos Personales.  
 
 2. Son infracciones graves:  
 
 a. Dar tratamiento a los datos personales contraviniendo los principios 
establecidos en la presente Ley o incumpliendo sus demás disposiciones o las de su 
Reglamento.  
 
 b. Incumplir la obligación de confidencialidad establecida en el artículo 17.  
 
 c. No atender, impedir u obstaculizar, en forma sistemática, el ejercicio de los 
derechos del titular de datos personales reconocidos en el título III, cuando legalmente 
proceda.  
 
 d. Obstruir, en forma sistemática, el ejercicio de la función fiscalizadora de la 
Autoridad Nacional de Protección de Datos Personales.  
 
 e. No inscribir el banco de datos personales en el Registro Nacional de Protección 
de Datos Personales.  
 
 3. Son infracciones muy graves:  
 
 a. Dar tratamiento a los datos personales contraviniendo los principios 
establecidos en la presente Ley o incumpliendo sus demás disposiciones o las de su 
Reglamento, cuando con ello se impida o se atente contra el ejercicio de los derechos 
fundamentales.  
 
 b. Crear, modificar, cancelar o mantener bancos de datos personales sin cumplir 
con lo establecido por la presente Ley o su reglamento.  
 
 c. Suministrar documentos o información falsa o incompleta a la Autoridad 
Nacional de Protección de Datos Personales.  
 
 d. No cesar en el tratamiento ilícito de datos personales, cuando existiese un 




 e. No inscribir el banco de datos personales en el Registro Nacional de Protección 
de Datos Personales, no obstante haber sido requerido para ello por la Autoridad 
Nacional de Protección de Datos Personales.  
 
 La calificación, la graduación del monto de las multas, el procedimiento para su 
aplicación y otras tipificaciones se efectúan en el reglamento de la presente Ley.  (*) 
 
(*) Artículo modificado por la Cuarta Disposición Complementaria Modificatoria del 
Decreto Legislativo N° 1353, publicado el 07 enero 2017, la misma que entrará en 
vigencia al día siguiente de la publicación del Decreto Supremo que aprueba su 
Reglamento y la modificación del Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos, cuyo texto es el siguiente: 
 
 ―Artículo 38.- Tipificación de infracciones 
 Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves, las cuales son 
tipificadas vía reglamentaria, de acuerdo a lo establecido en el numeral 4) del artículo 230 
de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, mediante Decreto 
Supremo con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros. 
 
 Sin perjuicio de las sanciones que en el marco de su competencia imponga la 
autoridad competente, esta puede ordenar la implementación de una o más medidas 
correctivas, con el objetivo de corregir o revertir los efectos que la conducta infractora 
hubiere ocasionado o evitar que ésta se produzca nuevamente. 
 
 Los administrados son responsables objetivamente por el incumplimiento de 
obligaciones derivadas de las normas sobre protección de datos personales‖. 
 
 Artículo 39. Sanciones administrativas  
 En caso de violación de las normas de esta Ley o de su reglamento, la Autoridad 
Nacional de Protección de Datos Personales puede aplicar las siguientes multas:  
 
 1. Las infracciones leves son sancionadas con una multa mínima desde cero 
coma cinco de una unidad impositiva tributaria (UIT) hasta cinco unidades impositivas 
tributarias (UIT).  
 
 2. Las infracciones graves son sancionadas con multa desde más de cinco 
unidades impositivas tributarias (UIT) hasta cincuenta unidades impositivas tributarias 
(UIT).  
 
 3. Las infracciones muy graves son sancionadas con multa desde más de 
cincuenta unidades impositivas tributarias (UIT) hasta cien unidades impositivas 
tributarias (UIT).  
 
 En ningún caso, la multa impuesta puede exceder del diez por ciento de los 





 La Autoridad Nacional de Protección de Datos Personales determina la infracción 
cometida y el monto de la multa imponible mediante resolución debidamente motivada. 
Para la graduación del monto de las multas, se toman en cuenta los criterios establecidos 
en el artículo 230, numeral 3), de la Ley 27444, Ley del Procedimiento Administrativo 
General, o la que haga sus veces.  
 
 La imposición de la multa se efectúa sin perjuicio de las sanciones disciplinarias 
sobre el personal de las entidades públicas en los casos de bancos de datos personales 
de administración pública, así como de la indemnización por daños y perjuicios y de las 
sanciones penales a que hubiera lugar.  
 
 Artículo 40. Multas coercitivas  
 En aplicación de lo dispuesto en el artículo 199 de la Ley 27444, Ley del 
Procedimiento Administrativo General, o la que haga sus veces, la Autoridad Nacional de 
Protección de Datos Personales puede imponer multas coercitivas por un monto que no 
supere las diez unidades impositivas tributarias (UIT), frente al incumplimiento de las 
obligaciones accesorias a la sanción, impuestas en el procedimiento sancionador. Las 
multas coercitivas se imponen una vez vencido el plazo de cumplimiento.  
 
 La imposición de las multas coercitivas no impide el ejercicio de otro medio de 
ejecución forzosa, conforme a lo dispuesto en el artículo 196 de la Ley 27444, Ley del 
Procedimiento Administrativo General.  
 
 El reglamento de la presente Ley regula lo concerniente a la aplicación de las 

















ANEXO VI: JURISPRUDENCIA I  
  
SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
  
EXP. N.º 0831-2010-PHD/TC 
 
En Lima, a los 18 días del mes de marzo de 2011, la Sala Primera del 
Tribunal Constitucional, integrada por los magistrados Mesía Ramírez, Beaumont 
Callirgos y Calle Hayen, pronuncia la siguiente sentencia, con el fundamento de 




Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Carlos Alberto 
Fonseca Sarmiento contra la resolución expedida por la Cuarta Sala Civil de la 
Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 127, su fecha 21 de septiembre de 




Con fecha 7 de marzo de 2009, don Carlos Alberto Fonseca Sarmiento 
interpone demanda de hábeas data contra ACELOR S.A.C., solicitando que se le 
ordene que excluya del banco de datos CERTICOM toda información referida a 
las deudas crediticias debidamente abonadas a determinadas entidades 
bancarias y a los montos dinerarios a los que ascienden dichas deudas por 
consumos mediante el uso de una tarjeta de crédito. Asimismo, sostiene que la 
información referida a las deudas en soles y dólares debe ser suprimida por ser 
información falsa, al igual que la información referida a una supuesta deuda con el 
Banco Citibank. 
  
Refiere que las deudas generadas por el uso de una tarjeta de crédito que 
han sido oportunamente pagadas y que, consecuentemente, no han incurrido en 
mora, no pueden ser incluidas como información a ser comercializada por la 
Central de Riesgo, pues ello no se condice con su finalidad, cual es la de detectar 
riesgos de contratación con personas que incumplen sus obligaciones con el 
sistema financiero. Por ende, en ejercicio de su derecho a la autodeterminación 
informativa, considera que dicha información debe ser suprimida del banco de 
datos de la emplazada. 
  
El Cuadragésimo Noveno Juzgado Civil de Lima, con fecha 27 de marzo de 
2008, declara improcedente la demanda, por considerar que la pretensión debe 




Aun cuando la demanda fue rechazada liminarmente, ACELOR S.A.C., 
mediante escrito de fecha 12 de mayo de 2009, a fojas 85, se apersona al 
proceso y contesta la demanda, solicitando que sea declarada improcedente, por 
considerar que existen vías específicas, igualmente satisfactorias para la 
protección del derecho invocado. Refiere que la información de riesgos se 
encuentra definida de manera amplia por la Ley N.º27489, permitiendo la difusión 
de información comercial, sea ésta de carácter positivo (por ejemplo,  de créditos 
no vencidos), o negativo (por ejemplo, deudas morosas). 
  
            A su turno, la Cuarta Sala Civil de la Corte Superior de Justicia 
de Lima confirma la apelada, por considerar que existen vías igualmente 
satisfactorias para la protección del derecho invocado y que no se ha acreditado 




1.      Ante todo, es pertinente señalar que si bien la demanda ha sido rechazada 
liminarmente, la emplazada ha tomado debido conocimiento de su contenido, 
se ha apersonado al proceso y ha ejercido de manera plena su derecho de 
defensa. Por consiguiente, en observancia de los principios de economía, 
celeridad y elasticidad procesales, aplicables a los procesos constitucionales 
de tutela de derechos (artículo III del Título Preliminar del Código Procesal 
Constitucional), el Tribunal Constitucional, sin perjuicio de algunas 
consideraciones que a continuación se desarrollan, encuentra que existe 
mérito constitucional suficiente para ingresar a valorar el fondo de la cuestión 
planteada. 
  
2.      El recurrente presenta la demanda de autos, en estricto, con dos propósitos: 
  
a)      Que se suprima determinada información relacionada con una serie de 
deudas que mantuvo con el sistema financiero y que la emplazada 
comercializa a través de su banco de datos CERTICOM, por considerarla 
falsa; y, 
  
b)      Que se suprima determinada información relacionada con una serie de 
deudas que mantuvo con el sistema financiero (parcialmente coincidentes 
con las deudas aludidas en el punto a.) y que la emplazada comercializa a 
través de su banco de datos CERTICOM, por considerar que ello no está 
en armonía con la finalidad que cumple una Central de Riesgo. 
  
c)      Que se suprima la información relacionada con su domicilio y ocupación 
laboral, que la emplazada comercializa a través de su banco de datos 
 
 
CERTICOM, alegando que ello no es una finalidad que debe cumplir una 
Central de Riesgo. 
  
Así las cosas, se tiene la presentación de un hábeas data 
tanto exclutorio (pues se pretende la exclusión de información que se 
considera falsa) como finalista (pues se pretende que se mantenga solo la 
información que se condiga con la finalidad que debe cumplir el banco de 
datos de una central de riesgo). 
  
3.      Para lograr que sea estimada una demanda que tiene por objeto la 
exclusión de determinada información de un banco de datos por considerarla 
falsa, dicha demanda debe venir acompañada de determinados medios 
probatorios que permitan acreditar de modo indubitado la referida falsedad. Es 
por ello que, por ejemplo, el artículo 15.2 de la Ley N.º 27489 —Ley que regula 
las centrales privadas de información de riesgos y de protección al titular de la 
información— establece que cuando el titular de la información solicita a las 
Centrales Privadas de Información de Riesgos (CEPIR) la revisión de una 
información que se reputa como ilegal, inexacta, errónea o caduca, la solicitud 
deberá precisar ―los datos concretos que se desea revisar, acompañando la 
documentación que justifique el pedido‖. 
  
No obstante, la carta notarial que el recurrente dirigió a la emplazada 
solicitando la exclusión de la información de las deudas supuestamente falsa 
(a fojas 3), no ha sido acompañada de la documentación que acredita dicha 
falsedad. Tampoco a la demanda de autos se ha anexado los medios 
probatorios que permitan acreditar ello. 
  
En consecuencia, con relación a este aspecto de la pretensión, corresponde 
declarar la improcedencia de la demanda, pues el demandante no ha agotado 
debidamente la vía administrativa previa regulada en el artículo 62º del Código 
Procesal Constitucional, al no permitir a la emplazada gozar de suficientes 
elementos de juicio que puedan ser contrastados con la información brindada 
por las entidades financieras correspondientes y por la Superintendencia de 
Banca, Seguro y AFP, y de esta manera, verificar la supuesta afectación al 
derecho a la autodeterminación informativa alegada. En cualquier caso, una 
vez agotada la vía administrativa de modo correspondiente, el demandante 
tiene expedita la vía para hacer valer su derecho jurisdiccionalmente conforme 
a ley. 
  
4.      De esta manera, en lo que sigue este Colegiado se circunscribirá a analizar 
la procedencia y eventual estimación de la pretensión del demandante en 
cuanto alega que la emplazada ha consignado en su banco de datos 
 
 
CERTICOM información vinculada a él que no está en consonancia con la 
finalidad de las CEPIR. 
  
5.      Sobre el particular, la emplazada ha sostenido que la demanda debe ser 
rechazada en aplicación del artículo 5º, inciso 2 del Código., en la medida en 
que existen vías específicas, igualmente satisfactorias, para la protección del 
derecho invocado, a saber, el derecho fundamental a la autodeterminación 
informativa. Dicha vía sería la regulada en el artículo 17.1 de la Ley N.º 27489, 
en cuanto dispone que ―[l]os titulares de la información (…) podrán solicitar 
judicialmente la tutela de los derechos enunciados en este Subtítulo en la vía 
del proceso sumarísimo‖, siendo que en el aludido Subtítulo se encuentran 
regulados derechos que son concretización del derecho fundamental a la 
autodeterminación informativa en los casos en que es afectado por las CEPIR. 
Este criterio de la emplazada ha sido adoptado en las instancias precedentes 
para declarar la improcedencia de la demanda. 
  
6.      El mencionado artículo 5, 2  establece que no proceden los procesos 
constitucionales de tutela de derechos, cuando ―[e]xistan vías procedimentales 
específicas, igualmente satisfactorias, para la protección del derecho 
constitucional amenazado o vulnerado, salvo cuando se trate del proceso de 
hábeas corpus‖. De este modo, prima facie, el artículo es también de 
aplicación para el proceso de hábeas data. De otro lado, desde un punto de 
vista teórico, el proceso civil sumarísimo, bien puede ser considerado como 
una vía jurisdiccional estructurada de forma idónea para la protección urgente 
de los derechos fundamentales. 
  
A juicio del Tribunal Constitucional, existe empero una razón determinante que 
conlleva la imposibilidad de que en esta causa pueda ser aplicado el citado 
artículo 5.2. La consideración de una vía como igualmente satisfactoria a los 
procesos constitucionales de tutela de derechos no puede ser consecuencia 
de un enfoque simplemente etéreo o teórico. El sentido práctico del análisis 
ocupa en este tópico un rol fundamental. No en vano de conformidad con el 
artículo II del Título Preliminar del Código, uno de los fines de los procesos 
constitucionales consiste en garantizar ―la vigencia efectiva de los derechos 
constitucionales‖. El criterio de la ―efectividad‖ en la vigencia de los derechos 
constitucionales, desde luego, obliga a un análisis pragmático y no solo 
exegético del grado de satisfacción de las vías procesales que prima 
facie están llamadas a protegerlos. 
  
Bajo esta perspectiva, es imposible soslayar que el derecho a la 
autodeterminación informativa, merced a los relativamente recientes avances 
informáticos de los que su contenido protegido es consecuencia, encuentra un 
todavía escueto desarrollo en la jurisprudencia constitucional, en particular, y 
 
 
en la jurisprudencia nacional, en general. La ausencia de una importante suma 
de pronunciamientos consolidados sobre la materia por parte del Tribunal 
Constitucional impide generar una prognosis razonable y confiable de que ella 
recibirá el tratamiento que merece en razón de su 
relevancia iusfundamental en las vías ordinarias. 
  
Este criterio no supone desvirtuar ni desmerecer la función que cumple el 
Poder Judicial en la protección de los derechos fundamentales. Tan solo 
implica reconocer que para que la jurisdicción constitucional, en aplicación del 
artículo 5º 2 del Código pueda asumirse como incompetente para el 
tratamiento de determinadas materias vinculadas a los derechos 
fundamentales, la igual satisfacción en la protección de tales derechos en las 
vías ordinarias debe encontrarse pragmáticamente garantizada, lo que, a 
todas luces, no ocurre a la fecha con el derecho a la autodeterminación 
informativa, por lo que se hace aún necesaria la participación de la jurisdicción 
constitucional, y singularmente del Tribunal Constitucional, como intérprete y 
guardián supremo de la Constitución, en las causas relacionadas con su 
protección. 
  
En definitiva, por estas razones, no es a esta causa aplicable el artículo 5º 2 
del Código Procesal Constitucional, por lo que corresponde evaluar el fondo 
del asunto. 
  
7.      La pretensión del recurrente, consistente en que se excluya determinada 
información  vinculada a él del banco de datos CERTICOM, por 
supuestamente no corresponderse con la finalidad que cumplen las CEPIRS, 
está enfocada desde una doble perspectiva. En primer término, sostiene que 
la emplazada no debe contar ni comercializar con información referida a las 
deudas crediticias que ha pagado oportunamente. En segundo término, 
sostiene que no debe consignarse el monto de las deudas que han sido 
pagadas oportunamente. Como se aprecia, aunque son asuntos relacionados, 
no son sustancialmente idénticos.                                                                        
  
8.      Con relación al primer alegato, sostiene el demandante que ―el consumo 
que uno pueda hacer mediante el uso de una tarjeta de crédito si es que el 
pago se ha realizado íntegramente dentro del plazo establecido en el mes 
siguiente no tiene porque [sic] ser comercializado por una empresa como 
Acelor S.A.C. pues dicha información es impertinente para el propósito de su 
banco de datos‖ (Cfr. Escrito de demanda, pp. 3 y 4, a fojas 15 y 16). 
  
9.      El Tribunal Constitucional no comparte el criterio del recurrente. Éste asume, 
erróneamente, que por tratarse de una Central de Riesgo, ésta solo tiene la 
facultad de consignar en sus bancos de datos las deudas morosas, mas no así 
 
 
las deudas oportunamente cubiertas, olvidando que su objeto no es solo dar 
cuenta de quienes no son aptos para ser sujetos de crédito, sino, en general, 
de la capacidad y trayectoria de endeudamiento y pago de quienes alguna vez 
fueron sujetos de crédito en el sistema financiero. Tal como estipula el artículo 
2º b) de la Ley N.º 27489, la información de riesgos es ―[i]nformación 
relacionada a obligaciones o antecedentes financieros, comerciales, 
tributarios, laborales, de seguros de una persona natural o jurídica que permita 
evaluar su solvencia económica vinculada principalmente a su capacidad y 
trayectoria de endeudamiento y pago‖ (énfasis agregado). Este propósito, que 
incluye no solo un historial de deudas u obligaciones incumplidas (negativo), 
sino también de deudas debidamente honradas (positivo), a juicio del Tribunal 
Constitucional, resulta compatible con la Constitución, en la medida, claro 
está, en que sea ejecutado con pleno respeto a los derechos fundamentales, y 
en especial, a los derechos fundamentales a la autodeterminación informativa 
y a la intimidad, reconocidos en los artículos 2º 6 y 2º 7 de la Norma 
Fundamental, respectivamente. 
  
10.  No obstante, una cosa es aceptar que resulte prima facie constitucional que 
las CEPIR puedan suministrar información vinculada también a deudas 
oportunamente pagadas, y otra, muy distinta, aceptar que resulte 
constitucional que dicha información pueda mantenerse en el banco de 
datos sine die. En ese sentido, el recurrente realiza una pertinente pregunta: 
―¿Cómo es posible que en el banco de datos de Acelor S.A.C. se diga que al 
día de su reporte, el 07 de febrero de 2008, yo debía en Diciembre de 2003, 
[X] dólares?‖ (Cfr. Escrito de demanda, p. 4, a fojas 16). 
  
11.  El artículo 10.d) de la Ley N.º 27489, en lo que ahora resulta pertinente, 
establece que las CEPIR están prohibidas de contener en sus bancos de 
datos o difundir en sus reportes de crédito ―[i]nformación referida al 
incumplimiento de obligaciones de naturaleza civil, comercial o tributaria, 
cuando […] la obligación se haya extinguido y hayan transcurrido 2 (dos) años 
desde su extinción‖. Si bien es cierto que el artículo está referido 
expresamente a obligaciones en algún momento incumplidas, que luego se 
extinguen (por antonomasia, como consecuencia del pago), el Tribunal 
Constitucional considera que, con mayor motivo, el plazo también es aplicable 
a las obligaciones o deudas que fueron oportunamente pagadas. En otros 
términos, una interpretación del artículo con el objeto de no incidir sobre el 
contenido constitucionalmente protegido del derecho fundamental a la 
intimidad, más allá de lo estrictamente necesario y de no afectar el derecho 
fundamental a la autodeterminación informativa, lleva a concluir que las CEPIR 
están prohibidas de contener en sus bancos de datos o difundir en sus 
reportes de crédito información referida a deudas que fueron oportunamente 
 
 
pagadas si es que han transcurrido 2 años desde la fecha en que se efectuó el 
pago. 
  
12.  No obstante, con el reporte de fecha 17 de febrero de 2008 (de fojas 6 a 11), 
que la emplazada entregó al recurrente, queda acreditado que el banco de 
datos CERTICOM brinda información sobre deudas crediticias vinculadas al 
demandante que fueron pagadas hace más de 2 años. En efecto, a pesar de 
que, como quedó dicho, el reporte data del 17 de febrero de 2008, y de que la 
propia emplazada ha reconocido que el recurrente goza de ―la calificación más 
óptima dentro de las cinco escalas de calificación que establece el sistema 
financiero‖, en razón de que sus deudas las ―viene honrando de manera 
puntual‖ (Cfr. Escrito de contestación a la carta notarial, de fecha 29 de febrero 
de 2008, a fojas 4), en dicho reporte se consigna un historial de deudas 
pagadas de los años 2003, 2004 y 2005. Ello acredita, al no suprimirse dicha 
información, que la emplazada ha violado el derecho fundamental a la 
autodeterminación informativa, reconocido en el artículo 2.6 de la Constitución, 
y el derecho fundamental a la intimidad, reconocido en el artículo 2. 7 
constitucional, de cuyos contenidos protegidos, conforme a la interpretación de 
este Tribunal, el artículo 10.d) de la Ley N.º 27489, es una constitucional 
concretización. 
  
13.  Por otra parte, tal como se había manifestado, el demandante sostiene que 
no debe consignarse el monto de las deudas que han sido pagadas 
oportunamente, por no corresponderse con la finalidad que cumplen las 
CEPIR. Sobre el particular, el demandante se plantea la siguiente interrogante: 
―¿No sería suficiente para los fines de este BANCO DE DATOS que todos los 
meses aparezca nada más la Calificación NORMAL del demandante sin aludir 
al monto específico de consumos realizados con cada una de las tarjetas de 
crédito?‖ (Cfr. Recurso de agravio constitucional, p. 14, a fojas 174). 
  
14.  Se ha mencionado ya que la finalidad de las CEPIR consiste en permitir a los 
ciudadanos evaluar la solvencia económica de las personas vinculada 
principalmente a su capacidad y trayectoria de endeudamiento y pago. Se ha 
mencionado, asimismo, que a juicio de este Tribunal, dicha finalidad resulta 
compatible con la Constitución, en la medida en que sea ejecutada con pleno 
respeto a los derechos fundamentales, y singularmente, respetando los 
derechos fundamentales a la autodeterminación informativa y a la intimidad. 
  
Respetar dichos derechos implica no afectarlos desproporcionadamente. Si 
bien la información con relación a deudas crediticias oportunamente pagadas 
es idónea para la consecución de la aludida finalidad, incluir el monto 
específico de las deudas cubiertas resulta innecesario, puesto que se puede 
alcanzar el mismo objetivo, a saber, trasmitir a los interesados la condición 
 
 
de buen pagador del titular de la información, sin especificar los montos de las 
deudas honradas. Por el contrario, a criterio del Tribunal Constitucional, la 
inclusión de dicha información (los montos específicos), sin el consentimiento 
expreso del titular, lesiona el derecho a la autodeterminación informativa, y el 
contenido protegido del derecho fundamental a la intimidad, en este caso, 
concretamente manifestado en el secreto bancario, protegido por el artículo 2º 
5 de la Constitución. Y es que tal como ha sostenido este Colegiado, 
  
―mediante el secreto bancario y la reserva tributaria, se busca preservar 
un aspecto de la vida privada de los ciudadanos, en sociedades donde 
las cifras pueden configurar, de algún modo, una especie de `biografía 
económica` del individuo, perfilándolo y poniendo en riesgo no sólo su 
derecho a la intimidad en sí mismo configurado, sino también otros 
bienes de igual trascendencia, como su seguridad o su integridad‖ (Cfr. 
STC 0004-2004-PI / 0011-2004-PI / 0012-2004-PI / 0013-2004-PI /  0014-
2004-PI /  0015-2004-PI / 0016-2004-PI / 0027-2004-PI —acumulados—, 
F. J. 34). 
      
15.  En tal sentido, a criterio del Tribunal Constitucional, la inclusión de los montos 
específicos de las deudas oportunamente pagadas en la información que 
brindan los bancos de datos de las CEPIR, sin que medie consentimiento 
expreso del titular de la información a través de un documento de fecha cierta, 
viola los derechos fundamentales a la autodeterminación informativa y a la 
intimidad, reconocidos por los artículos 2. 6 y 2. 7 de la Constitución, 
respectivamente. 
  
16.  Así las cosas, la emplazada ha violado los derechos a la autodeterminación 
informativa y a la intimidad del recurrente al contener y comercializar a través 
de su banco de datos CERTICOM información relacionada con los montos 
específicos de las deudas crediticias oportunamente pagadas por el 
recurrente, por lo que corresponde estimar este ámbito de la pretensión. 
  
17.  Finalmente, como quedó dicho, el recurrente sostiene que debe suprimirse la 
información relacionada con su domicilio y ocupación laboral, que la 
emplazada comercializa a través de su banco de datos CERTICOM, 
señalando que ello no es una finalidad que debe cumplir una Central de 
Riesgo. 
  
El Tribunal Constitucional comparte también este criterio. En efecto, siendo la 
finalidad de las centrales de riesgo el brindar información relacionada con una 
persona natural o jurídica ―que permita evaluar su solvencia económica 
vinculada principalmente a su capacidad y trayectoria de endeudamiento y 
pago‖ (artículo 2.º b. de la Ley N.ª 27489), la comercialización de datos 
 
 
atinentes al domicilio u ocupación laboral de la persona sobre quien se solicita 
la información , carece de relevancia, siendo inadecuada para la consecunción 
de la referidad finalidad. En otros términos, no existe una relación de idoneidad 
entre el conocer el domicilio de una persona o su ocupación laboral y la 
búsqueda de valorar su capacidad de endeudamiento y pago. Por ello, el que 
una central de riesgo comercialice esta información o la incluya en los reportes 
que comercializa resulta, por desproporcionado, una violación del derecho 
fundamental a la autodeterminación informativa, siendo también de recibo 
estimar la demanda en este punto. 
  
Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le 




1.      Declarar FUNDADA, en parte, la demanda de hábeas data de autos, por 
haberse acreditado la violación de los derechos fundamentales a la 
autodeterminación informativa y a la intimidad; y, en consecuencia, 
  
2.      Ordenar a la emplazada suprimir de inmediato de su banco de datos 
CERTICOM la información sobre las deudas oportunamente pagadas por el 
recurrente y cuyo pago tenga una antigüedad superior a los 2 años; bajo 
apercibimiento de imponérsele una multa acumulativa ascendente a 20 
Unidades de Referencia Procesal, de conformidad con el artículo 22º del 
Código Procesal Constitucional. 
  
3.      Ordenar a la emplazada suprimir de inmediato de su banco de datos 
CERTICOM la información relacionada con los montos específicos de las 
deudas crediticias oportunamente pagadas por el recurrente; bajo 
apercibimiento de imponérsele una multa acumulativa ascendente a 20 
Unidades de Referencia Procesal, de conformidad con el artículo 22º del 
Código Procesal Constitucional. 
  
4.      Ordenar a la emplazada abstenerse de comercializar o de incluir en los 
reportes que comercializa datos relacionados con el domicilio o la ocupación 
laboral del recurrente, bajo apercibimiento de imponérsele una multa 
acumulativa ascendente a 20 Unidades de Referencia Procesal, de 
conformidad con el artículo 22.º del Código Procesal Constitucional. 
  
5.      Notificar esta sentencia a la Superintendencia de Banca, Seguros y 
Administradoras Privadas de Fondos de Pensiones, a efectos de que ordene a 
todas las Centrales Privadas de Información de Riesgos que realicen 
actividades o presten servicios en el territorio nacional su adecuación a los 
 
 
criterios expuestos en la presente sentencia, bajo apercibimiento de 
sancionarse en su momento la inconstitucionalidad de los actos que resulten 
contrarios a ellos. 
  
6.      Declarar IMPROCEDENTE la demanda en lo demás que contiene. 
  









































































ANEXOS VIII: DERECHO COMPARADO 
 
 
CODIGO CIVIL ESPAÑOL 
24 de julio de 1889 
 
Artículo 607. 
 El Registro de la Propiedad será público para los que tengan interés conocido en 








LEY HIPOTECARIA ESPAÑOLA 
08 de febrero de 1946  
TÍTULO VIII 
De la publicidad de los Registros 
Artículo 221. 
Los Registros serán públicos para quienes tengan interés conocido en 



























































ANEXOS X: ARTICULO CIENTIFICO 
“LA PUBLICIDAD REGISTRAL Y SU AFECTACIÓN AL DERECHO A LA INTIMIDAD EN CHIMBOTE - 
2016” 
AUTORA: 
BOULANGGER BALTODANO JHENIFER JUDITZA 
abogadajheniferboulangger@hotmail.com 
UNIVERSIDAD PRIVADA “CÉSAR VALLEJO” – CHIMBOTE 
FACULTAD DE DERECHO 
RESUMEN 
La presente investigación denominada “La publicidad registral y su afectación al derecho a la 
intimidad en el distrito de Chimbote - 2016”, habiendo hecho uso del estudio de la doctrina y 
normatividad en materia constitucional, desde la óptica de la protección del derecho a la 
intimidad frente a la publicidad registral, siendo el objetivo de la presente investigación 
determinar si la publicidad registral afecta al derecho a la intimidad, existiendo actualmente 
discordancia normativa entre ambas.  
Se empleó el método descriptivo, a través de la técnica denominada encuesta, cuyo instrumento 
es el cuestionario que se aplicó a la muestra constituida por los 10 colaboradores de la 
Superintendencia Nacional de los Registros Públicos y a los 40 usuarios de la misma institución. 
Luego de procesar los resultados obtenidos y de contrastarlos con la normatividad vigente en 
materia relacionada “al derecho a la intimidad y la publicidad registral”; se pudo determinar que 
existe la afectación directa o indirecta al “derecho a la intimidad” mediante la falta de 
información al titular de quien ha obtenido su información de carácter personal y con qué razón 
lo ha obtenido, también la expedición de títulos archivados que contengan datos sensibles que 
conforman información intima; para ello se debe tener en cuenta el mejoramiento de la 
normatividad vigente y su implementación en las instancias administrativas y tecnológicas que 
engloban “la publicidad registral”. 





The present investigation, entitled "Registration publicity and its affectation to the right to privacy 
in the district of Chimbote - 2016", having made use of the study of the doctrine and normativity 
in constitutional matter, from the perspective of the protection of the right to privacy As opposed 
to the publicity of registration, being the objective of the present investigation to determine if the 
publicity registral affects the right to the privacy, existing currently normative discordance 
between both. 
The descriptive method was used, through the so-called survey, whose instrument is the 
questionnaire that was applied to the sample constituted by the 10 collaborators of the National 
Superintendence of Public Registries and the 40 users of the same institution. 
After processing the results obtained and contrasting them with the current regulations in 
matters related to "the right to privacy and registration advertising"; It was possible to determine 
that there is a direct or indirect effect on the "right to privacy" through the lack of information to 
the owner of the person who has obtained his personal information and for what reason he has 
obtained it, also the issuance of archived titles containing data Sensitive information that form 
intimate information; For this, it is necessary to take into account the improvement of current 
regulations and their implementation in administrative and technological instances that 
encompass "registry advertising". 
Keywords: Registral Advertising, right to privacy, personal data, sensitive data. 
INTRODUCCIÓN 
Los derechos fundamentales del ser humano, han sido reconocidos por su importancia y valor que 
brindan a cada persona; dentro de la esfera interna del hombre, se originan los derechos de vital 
importancia, como: el derecho a la intimidad, este derecho se vincula al entorno sensible de todo 
ser humano; siendo protegido por diversas disposiciones internacionales, la mayoría de estados 
democráticos y también dentro del ordenamiento jurídico peruano; es importante precisar que el 
concepto general del derecho a la intimidad engloba un fin principal que ninguna persona debe 
ser objeto de intromisión o injerencias dentro de su entorno privado y familiar; la afectación del 
derecho a la intimidad personal se puede dar a través de la publicación de aquella información 
que es considerada intima para las personas, la salida de esta información de la esfera íntima a la 




intimidad personal, y, es que los datos o diversa información de carácter íntimo que interactúan a 
lo largo de la vida del ser humano son las que caracterizan a cada persona concreta y es con las 
cuales se le individualiza. 
La implicancia de registrar públicamente información de diferentes aspectos de las personas y 
hacerlo de conocimiento público, tuvo sus primeros rasgos en la antigua Grecia, se registraban en 
las llamadas “tablillas blancas” inscribiendo las tierras y las casas de igual forma el registro de los 
contratos y otros; también fue empleada en la cultura Egipcia donde se acostumbraba grabar un 
extracto del acto dispositivo en piedra para que quede registrado, en esta época recién se daban 
los registros pero de muy pocos objetos considerados de valor para la persona, bajo esta 
institución es que nace la publicidad registral. 
Es debido a estos acontecimientos la preocupación de la protección a la intimidad a través de la 
difusión de la información personal o los datos personales registradas en entornos públicos, 
obtuvo mayor implicancia en los años setenta, cuando empieza el mayor uso de la tecnología y 
esta puede parecer una amenaza debido al mal uso de la información de las personas como: la 
condición económica, raza, religión, etc. Dicha afectación tuvo mayor consideración en Alemania 
en el auge de la segunda guerra mundial, cuando la información obtenida de forma clandestina y 
de forma ilegal permitía elaborar perfiles de las personas que posteriormente serian perseguidas 
y muchas veces llevadas a su muerte en lo que conocemos como el Holocausto; es a partir de 
estos acontecimientos que nace la idea de proteger el derecho a la intimidad protegiendo la 
información intima de las personas estas se empiezan a regular primero en las leyes especiales 
dentro de Europa. 
En el Perú mediante la Ley N° 27066, se crea el Sistema Nacional de Registros Públicos y la 
SUNARP, con la finalidad de planificar y organizar la inscripción y publicidad de actos y contratos; 
este último punto sobre la publicidad que dentro de sus principios y normas prohíbe hacer 
público los datos o informacion que transgreda a la intimidad personal; siguiendo los lineamientos 
de las disposiciones internacionales, la constitución peruana y normas de orden interno, 
defendiendo los datos de la información registrada. 
Entonces, es concerniente investigar si existe un debido cumplimiento a la protección del derecho 
a la intimidad personal en el ambito de la publicidad registral, frente al uso masificado de la 
tecnología y el fácil acceso a la información pública y por ello es importante la protección al 




empezaron a aprobar disposiciones que pretenden proteger el derecho a la intimidad y la 
protección de datos personales, como el Declaración Universal de los Derechos del Hombre del 
diez de Diciembre de mil novecientos ochenta y cuatro y en su artículo doce, declara el derecho a 
"no ser objeto de injerencias en su vida privada y familiar. 
Desde este punto se puede empezar una ardua investigación donde el respeto al derecho a la 
intimidad cumple una función incomparable, puesto que los países vecinos, exigen desde hace 
muchos años una protección legal a este derecho constitucional por su amplitud e importancia 
para el desarrollo de la persona. 
En esta investigación se busca brindar una respuesta al perjuicio ocasionado por la Publicidad en 
el entorno registral respecto a la afectación al entorno íntimo de las personas, el por qué se 
vulnera y cuáles son las razones que conlleva a realizarlo. Es necesario determinar diferentes 
datos que serán resueltos para elaboración de las conclusiones y recomendaciones del presente 
trabajo, desarrollando así la problemática y los objetivos que se mencionan en el transcurso de 
esta investigación. 
Tenemos como antecedente a Tarrillo (2013), “Publicidad Registral y Derecho a la Intimidad”; 
“Pontificia Universidad Católica del Perú”; sostiene que solo se regirá en comprender y constituir 
lineamientos respecto de los localizar de la publicidad registral y la intimidad como derecho, 
teniendo como objetivo principal el referir el modo de explicar nuestra débil regulación en el 
tema en función de proteger un derecho fundamental; concluyendo que el respeto al derecho a la 
intimidad y la protección de datos de carácter personal tiene su ámbito normal de aplicación con 
relación a las personas físicas. La calificación del mencionado interés es por tanto más elástico 
cuando se trata de solicitar datos registrales de personas jurídicas, sin perjudicar lo que el 
registrador negará la comunicación cuando dañe a las personas que componer aquélla o cuando 
la petición de la información no se adecue con la finalidad de seguridad en el tráfico del Registro. 
Asimismo, tenemos a Chaname (2003), “Habeas Data y el Derecho fundamental a la intimidad de 
la persona”; Universidad Nacional Mayor de San Marcos; sostiene que precisar los alcances del 
Habeas Data peruano relacionándolo con la intimidad personal, explicando su naturaleza, 
tramitación y jurisprudencia, dando a conocer las facultades del Tribunal Constitucional sobre su 
determinación, regulación y práctica. Además, busca establecer los alcances de las acciones que 
niegan y el razonamiento del Tribunal Constitucional ante estas acciones; concluyendo que la 




fundamental ninguna investigación injustificada para establecer si un telegrama, carta, etc. o en 
general cualquier documentos contiene un secreto o no, porque la esfera de la intimidad que 
reconoce la ley. 
Los objetivos de la presente investigación son los siguientes: 
Objetivo general: 
Determinar si la publicidadregistral afecta al derecho a la intimidad. 
Objetivos especificos: 
Indicar cómo la publicidad registral afecta al derecho a la intimidad. 
Analizar la legislación nacional e internacional respecto a la publicidad registral y su afectación al 
derecho a la intimidad. 
Proponer lineamientos registrales para no afectar la intimidad como  derecho. 
METODOLOGÍA 
El presente trabajo de investigación se ha desarrollado de la siguiente manera:  
En cuanto al diseño: Antes de mencionar el diseño de la presente investigación es pertinente 
mencionar que el tipo de estudio es descriptivo que según Hernández R., Fernández, C. y Baptista, 
P. (2014) con los estudios descriptivos se tiene como objetivo particularizar o detallar los distintos 
aspectos de la investigacion, tal y como se presentan. El diseño de investigación está ubicado 
dentro del enfoque cuantitativo y corresponde a un diseño no experimental porque no se va a 
manipular directamente las variables en la presente investigación. Asimismo, es transversal 
porque la encuesta (técnica a aplicarse), se realizará en un solo acto, obteniendo los datos 
importantes de la investigación en un tiempo único.  
Población: La población de la presente investigación está constituida por 50 colaboradores de la 
Superintendencia Nacional de Registros Públicos (SUNARP) - Filial Chimbote y por todos los 100 
usuarios de la Superintendencia Nacional de Registros Públicos (“SUNARP”) – Filial Chimbote del 




Muestra: Esta constituida por 10 colaboradores de la Superintendencia Nacional de Registros 
Públicos (SUNARP) - Filial Chimbote y por 40 usuarios de la Superintendencia Nacional de 
Registros Públicos (SUNARP) – Filial Chimbote. 
En cuanto al procedimiento: Se utilizó la técnica: Encuesta, porque con la encuesta se podrá 
investigar estadísticamente sobre los criterios que tienen los colaboradores y usuarios de la 
SUNARP, a quienes se les aplica el mismo utilizando como instrumento: el cuestionario, siendo 
fundamental su aplicación porque están consignadas las preguntas con sus respectivas 
alternativas, las mismas que se aplican con la encuesta que consta de 18 preguntas cerradas 
vinculadas hacia el tema de la presente investigación.  
Los resultados son presentados mediante tablas y gráficos de barras con la finalidad de 
interpretarlos y mostrar los resultados obtenidos. Luego se discuten los resultados. Finalmente, se 
responden los objetivos planteados contrastándolos con los resultados obtenidos y se elaboran 
las conclusiones pertinentes, incluyendo las recomendaciones respectivas. Respecto a la validez 
consiste en la aplicación del formato de constancia de validación, en la cual se somete a juicio de 
experto el instrumento, para este caso, el cuestionario de encuesta, donde éste evalúa la 
congruencia de los ítems, contenido, redacción, claridad y precisión, pertinencia. Los expertos son 
un metodólogo y dos temáticos. Finalmente, con respecto a la confiabilidad consiste en la 
aplicación de una prueba piloto aplicada a 3 colaboradores de la Superintendencia Nacional de 
Registros Públicos – Filial Chimbote. 
RESULTADOS 
Descripción: 3. ¿La información íntima comprende también aquellos datos “personales y 
sensibles” que no deben ser públicos? 
Respecto a la pregunta 3 se obtuvo los siguientes resultados que el 80% de los encuestados si 
están de acuerdo que la información intima de las personas comprende también aquellos datos 
personales y sensibles; además se observa que el 20% no está de acuerdo. 
Descripción: 18. ¿El amplio y fácil acceso a la información que transmite la publicidad registral 




Respecto a la pregunta 18 se obtuvo los siguientes resultados que el 84% de los encuestados si 
está de acuerdo que el amplio y fácil acceso a la información que transmite la publicidad registral 
podría vulnerar el derecho a la intimidad; además se observa que el 16% no está de acuerdo. 
Para la comprobación de la hipótesis se utilizó el programa estadístico del SPSS, obteniéndose 
los siguiente: Teniendo en cuenta los ítems N° 3 y N° 18, se utilizó un coeficiente de confianza del 
95% con un nivel de significancia de 5% (0.05%), con grados de Libertad de 1 según la Tabla de 
valores de Chi cuadrado, teniendo un valor de significación asintótica de ,000 y según el análisis 
realizado tenemos un valor de Chi cuadrado de 27,121 a. En ese sentido, podemos concluir que de 
acuerdo a un rango de 0 a 27,121 a  el resultado que se obtuvo está dentro de este rango, el cual 
se denomina zona de aceptación con un valor de ,000. De esta manera podemos demostrar con la 
aplicación de la prueba del Chi Cuadrado, se obtuvo un valor de significación de 0,000, que resulta 
inferior al 0.05 esperado, por esta razón se rechaza la hipótesis nula (Ho) y se acepta la hipótesis 
principal (H1). Es decir, la publicidad registral si vulnera el derecho a la intimidad en Chimbote. 
DISCUSIÓN 
Discusión del Derecho a la Intimidad: En base a los resultados observados de las preguntas 01,02 
y 03 del cuestionario realizado a los empleados y usuarios de la Superintendencia Nacional de los 
Registros Públicos – SUNARP, se logró fijar que el derecho a la intimidad es un derecho que debe 
ser protegido por el estado, al ser un derecho constitucional de todas las personas; siendo los 
datos personales y sensibles información intima que no debe ser publica ni apta para terceros.  
Lo expuesto en líneas anteriores, concuerda plenamente con lo sostenido en la tesis titulada “La 
Protección de datos personales: Estudio comparativo Europa-América con especial análisis de la 
situación Argentina”; en el sentido que debe existir una normatividad especial sobre “protección 
de datos personales”, para lograr restar las afectaciones y lesiones hacia “el derecho a la 
intimidad y a los datos personales” (Saltor, 2013, p 200). Al respecto, debo hacer hincapié a la 
opinión del Tribunal Constitucional, en el sentido que entiende al derecho a la intimidad como 
aquel atributo que brinda un entorno autentico y separado de la actividad humana y común entre 
terceros; siendo en consecuencia, el campo de vida personal y familiar que deberá ser separado 
de la noción y acciones ajenas. (Citado por Moreno, s.f, p 11) 
En ese sentido, se ha podido fundamentar que “todas las personas tienen derecho a la protección 




normatividad, debe proteger el derecho mencionado y, en consecuencia, cada que se promulga 
una ley, ésta debe tener un análisis previo para que no afecte a la intimidad de las personas. 
Más aún, si bien es cierto existe el principio de publicidad registral para mejorar el tráfico 
comercial y así poder realizar transacciones con seguridad, también  lo es que se puede utilizar 
para obtener información personal (y sensible) de terceras personas, sin necesidad de 
autorización alguna; por ejemplo: puedo obtener el aporte de capital y la cantidad de acciones 
que tiene una persona en su empresa; motivo por el cual caben las siguientes interrogantes: ¿la 
información que me otorgarían (gracias a la publicidad registral) debería ser apta para cualquier 
persona?, ¿es válido que me otorguen una información sin autorización del titular y menos sin 
señalar la razón por la cual la preciso?. La respuesta a ambas interrogantes claramente es: NO. Y 
es que no tendría que ser tan sencillo el brindar datos personales y mucho menos datos sensibles 
de una persona, sin la autorización correspondiente del titular o, por lo menos, sin precisar la 
razón por la cual se necesita esta información. 
Discusión de las características de la publicidad registral: De los resultados observados de las 
preguntas 16, 17 y 18 del cuestionario realizado “a los empleados y usuarios de la 
Superintendencia Nacional de los Registros Públicos – SUNARP”, se logró determinar que la 
normatividad que regula actualmente la publicidad registral de nuestro país, debería tener como 
límite “el derecho a la intimidad de las personas”, para ello se debería mejorar la normatividad 
vigente, coincidiendo además que la mayoría de encuestados que al exponer la información de 
forma amplia y fácil podría vulnerar su derecho a la intimidad; es preciso señalar que de la 
pregunta N° 16 se desprende que “el derecho a la intimidad” debe ser límite de “la publicidad 
registral” como establecen los tratados internacionales, la cual se contrasta con la pregunta N°17 
la mayoría de encuestados al estar de acuerdo que si es necesario cambiar nuestra normatividad 
para obtener un mejor tratamiento de los datos personales respecto a la publicidad registral, 
además es importante la pregunta N°18 que el amplio y fácil acceso a la información que 
transmite “la publicidad registral podría vulnerar el derecho a la intimidad”. 
En relación al trabajo titulado: “La eficacia negativa de la publicidad registral en Cuba” menciona 
que si el registro Cubano asegure el tráfico comercial eso quiere decir que no solo se obligue a 
proteger al adquirente; sino, debe reglamentar un tipo de “asiento registral”, que pueda publicar 
aquellas “situaciones jurídicas de naturaleza transitoria” no inscribibles desde el principio del 
“procedimiento registral” (Rosabal, 2014, p. 113). En relación con la investigación “El derecho a la 




regulada con mayor énfasis en “defender el derecho a la intimidad”, máxime si ésta publicidad 
puede, y de hecho en ocasiones lo hace, alterar la esfera personal del sujeto. (LLaja, 2013, p.12)  
La investigación refiere que la publicidad registral es una herramienta útil en el tráfico comercial 
de nuestro país, pero sin embargo aún existe dentro de su normatividad algunos vacíos legales, las 
cuales pueden ser empleados de forma desmedida para “afectar el derecho a la intimidad de las 
personas”, entendiendo que la intimidad comprende aquella información de interés personal. 
CONCLUSIONES 
En mérito al análisis de la legislación peruana realizada en la presente investigación contrastada 
con los resultados del instrumento se ha podido determinar que es posible que la publicidad 
registral afecte el derecho a la intimidad de las personas, debido al amplio e indiscriminado 
acceso a la información de datos sensibles  que alcanza también a los archivos registrales, y 
además la inaplicación del interés debidamente fundamentado del tercero interesado. 
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